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Prólogo

América Latina y el Caribe está 
considerada la región más urbanizada 
del mundo. Es, también, una de las 
zonas en las que se ha trabajado de forma 
más intensa en soluciones innovadoras 
para afrontar los diferentes retos que 
la gestión de una ciudad supone. 
Una revisión de ambos procesos, el 
de la urbanización y la innovación en 
América Latina y el Caribe, dota a este 
informe de una especial relevancia para 
aquellos interesados en analizar los 
desafíos y oportunidades del desarrollo 
urbano sostenible.

Su elaboración contó con el apoyo 
de varios socios como la Alianza 
de las Ciudades, la CAF, Banco de 
Desarrollo de América Latina, la 
Comisión Económica para América 
Latina (CEPAL), la Federación 
Latinoamericana de Ciudades, 
Municipios y Asociaciones de 
Gobiernos Locales (FLACMA), y los 
Ministros y Autoridades Máximas de 
la Vivienda y el Urbanismo de América 
Latina y el Caribe (MINURVI), entre 
otros. Nuestro agradecimiento a todos 
ellos por su inestimable contribución 
para convertir el proyecto en realidad e 
invertir en la difusión de conocimiento 
en un momento económico tan 
complicado a nivel mundial.

La primera transición urbana en 
América Latina y el Caribe ha quedado 
completada. Ahora, con casi el 80% 
de su población viviendo en ciudades, 
es necesario cambiar el actual modelo 
de urbanización y plantearnos el 
nuevo reto de lograr centros urbanos 
más inclusivos, más sostenibles, con 
mayores espacios públicos y mejor 
pensados para las personas. Las 
ciudades son creaciones humanas, 

núcleos de oportunidades, fuente de 
desarrollo económico, social y político. 
Nuestro futuro está en ellas, en los 
espacios que debemos ser capaces de 
planificar para las nuevas generaciones.

En un contexto de nuevas realidades 
urbanas, podemos afirmar que en 
América Latina y el Caribe se están 
conformando las condiciones para 
una nueva transición urbana, tanto 
en lo que se refiere a recursos, como 
a capacidad, creatividad y a cierta 
voluntad política tanto de los gobiernos 
locales como nacionales. Para avanzar 
hacia un modelo de ciudades más 
sostenibles, más compactas, que doten 
a nuestras zonas urbanas de una mayor 
movilidad y eficacia energética, es 
preciso reafirmar el interés colectivo en 
la planificación urbanística, trabajar en 
políticas de cohesión social y territorial, 
en políticas nacionales urbanas y aplicar 
reformas al marco legal e institucional. 

El informe “Estado de las Ciudades 
de América Latina y el Caribe 2012” 
concentra en un solo documento 
información actual y variada de los 
principales centros urbanos de la 
región, ofreciendo una herramienta de 
gran utilidad en el planteamiento de 
políticas públicas que permitan avanzar 
hacia ciudades del siglo XXI con una 
mayor calidad de vida. Este informe 
también cuenta con innovaciones y 
planteamientos interesantes en varios 
aspectos. Desde el punto de vista 
temático, muestra un renovado interés 
por cuestiones como la financiación 
municipal, la planificación urbana y 
la movilidad. Desde una perspectiva 
metódica, agrupa, por primera vez, 
datos sobre temas urbanos de una forma 
sintetizada y accesible, que esperamos 

contribuya al perfeccionamiento de 
sistemas de monitoreo, como sería la 
creación de un observatorio regional que 
cuente con información actualizada y 
relevante para el desarrollo de políticas 
urbanas adecuadas.

La planificación urbana es la garantía 
del primer paso hacia la sostenibilidad 
económica, social y medioambiental de 
los espacios en los que la mayor parte 
de la población va a convivir en las 
próximas décadas: las ciudades. Es el 
momento de tomar partido y decidir 
qué futuro urbano queremos.

Dr. Joan Clos

Secretario General Adjunto y 
Director Ejecutivo del Programa 
de las Naciones Unidas para los 

Asentamientos Humanos  
(ONU-Habitat)
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Rumbo a una nueva transición urbana

América Latina y el Caribe es una 
región fundamentalmente urbana, 
aunque cuenta con grandes espacios 
poco poblados. Casi el 80% de 
su población vive actualmente en 
ciudades, una proporción superior 
incluso a la del grupo de países más 
desarrollados, por lo que la región está 
considerada como la más urbanizada 
del mundo.

En general, el proceso que ha llevado 
al subcontinente hasta ese grado 
de urbanización ha sido positivo y 
ha generado grandes esperanzas, 
pero también amargas desilusiones. 
Muchas de sus ciudades han 
conocido una transformación urbana 
traumática y a veces violenta por su 
celeridad, marcada por el deterioro 
del entorno y, sobre todo, por una 
profunda desigualdad social.

Hoy, las ciudades de América Latina 
y el Caribe se encuentran en un 
punto de inflexión. Después de 
décadas en las que los Gobiernos 
centrales y las autoridades locales 
parecían incapaces de hacer frente 
a un proceso de cambio demasiado 
rápido, están reunidos, en principio, 
todos los requisitos para lograr un 
desarrollo urbano con sostenibilidad 
en los años y décadas futuras. 

Desde el punto de vista demográfico, 
se puede decir que la explosión 
urbana ya es asunto del pasado. 
Tras varias décadas de éxodo rural, 
los procesos de urbanización están 
virtualmente cerrados en casi todos 
los países de la región. Desde el año 
2000, el crecimiento promedio anual 

de población urbana es inferior al 
2%, una cifra que corresponde al 
crecimiento demográfico natural.

Además, varios países se benefician 
actualmente de un bono demográfico, 
en el sentido de que la población activa 
es proporcionalmente mayor que en 
el pasado y supera ampliamente la de 
niños y ancianos. Es una situación 
privilegiada, que no durará más de 
treinta años y ofrece la oportunidad 
de realizar grandes inversiones 
para preparar a los países a los retos 
futuros, apoyándose en el dinamismo 
actual de la población activa. 

La desaceleración del crecimiento 
urbano, bien aprovechada, permite 
eludir los problemas típicamente 
asociados a su rapidez, como el 
déficit de viviendas y servicios 
básicos, y concentrar los esfuerzos 
en la mejora de los espacios, las 
infraestructuras y servicios existentes. 
Los avances logrados en acceso 
a agua, saneamiento, transporte, 
comunicación y otros servicios 
han aumentado el atractivo de las 
ciudades intermedias, lo que apunta 
a un mayor equilibro del sistema de 
ciudades de los países.

Desde el punto de vista económico, el 
panorama es también alentador. Los 
países de América Latina y el Caribe 
han salido de un largo periodo de 
espiral de deuda y parecen estar 
mejor preparados para resistir a las 
crisis mundiales. La región cuenta 
con grandes economías que están 
asumiendo un papel cada vez más 
importante en el contexto global 

y regional, y los escenarios son 
igualmente favorables en muchos de 
los países más pequeños. 

Todo ello se traduce en un renovado 
dinamismo de las ciudades existentes 
y en el surgimiento de nuevas áreas 
de crecimiento económico, fruto de 
las transformaciones en los procesos 
productivos y la globalización. 
Más de dos tercios de la riqueza de 
la región procede de las ciudades 
y, si bien la mayor parte del valor 
agregado producido está concentrado 
en un puñado de grandes áreas 
metropolitanas, se ha ampliado el 
abanico de ciudades que contribuyen 
a esa riqueza y aumentado el potencial 
productivo de centros urbanos 
secundarios.

En el área social, los países de la 
región han demostrado un mayor 
compromiso para abordar los 
problemas persistentes de la pobreza y 
la desigualdad. Se ha logrado reducir 
la proporción de personas viviendo en 
situación de pobreza en las ciudades y 
mejorar las condiciones de vida para 
la mayoría de sus habitantes. 

En general, existe en la región 
abundante conocimiento, experiencia 
y capacidades institucionales para 
impulsar políticas urbanas orientadas 
al desarrollo económico y la inclusión 
social en los sectores de la vivienda, 
de los espacios públicos, de los 
servicios de agua y saneamiento, así 
como del transporte. Las ciudades 
cuentan también con una sociedad 
civil muy activa, organizada y 
comprometida con la reducción de 
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las desigualdades, gracias, entre otros 
factores, a los avances históricos en la 
emancipación de la mujer. 

Veinte años después de la primera 
Cumbre de la Tierra en Río de 
Janeiro, es evidente que existe una 
mayor conciencia de las relaciones 
entre la ciudad y el medio ambiente. 
En muchas ciudades, se observan 
iniciativas prometedoras en las 
áreas de protección ambiental, 
reducción de las emisiones de gases 
de efecto invernadero, recuperación 
de ríos y áreas costeras, creación de 
corredores biológicos, así como para 
la prevención y la respuesta a los 
desastres.

Finalmente, se han logrado avances 
significativos en la gobernabilidad, 
principalmente mediante un impulso 
al proceso de democratización y 
descentralización.

La participación femenina en la 
política refleja el progreso en otras 
áreas, algo que se manifiesta en la 
creciente proporción de mujeres 
en los órganos legislativos locales. 
La elección de alcaldes mediante 
sufragio universal se ha generalizado. 
Se han reforzado los mecanismos 
para asegurar la participación 
ciudadana en los asuntos de gobierno, 
incluyendo la revocación de mandato, 
el presupuesto participativo y las 
juntas vecinales. 

Además, se ha alcanzado una mayor 
responsabilidad, tanto en el manejo 
de los recursos por parte de las 
autoridades locales como respecto 
a la necesidad de contribuir por 
parte de los ciudadanos. Se han 
transferido competencias importantes 
a nivel local, lo que ha favorecido 
la emergencia de una cultura de 
gobernanza urbana más fuerte y, en 
muchos países, los gobiernos de las 
principales ciudades han ganado un 
espacio considerable en la política 
nacional.

Todo lo anterior permite afirmar que 
América Latina y el Caribe tiene la 
posibilidad de salir de los círculos 
de subdesarrollo, inequidad e 
insostenibilidad ambiental en los que 
ha estado inmersa durante décadas. 
En este sentido, la región esta a punto 
de vivir un nuevo ciclo de transición 
urbana, pero esta vez, no para 
acomodar más personas llegando 
del campo, sino para garantizar una 
mejora fundamental de la calidad de 
vida en las ciudades. Lo que se perfila 
en el horizonte es una transición 
hacia la calidad, la equidad y la 
sostenibilidad. 

Sin embargo, el alentador análisis que 
emerge de las tendencias descritas no 
es, por sí mismo, garantía de que se 
pueda mantener el círculo virtuoso 
de desarrollo o de que los benefi-
cios puedan extenderse de manera 
equitativa. 

Si bien es cierto que el salto cualitativo 
es posible, no es menos verdad que 
necesitaría una profunda reflexión 
sobre los modelos de crecimiento 
urbano promovidos hasta ahora, que 
han estado marcados por un alto 
grado de insostenibilidad. Sin una 
revisión del modelo de desarrollo 
urbano, existe un gran riesgo de 
ver las ciudades de la región revivir 
los demonios del pasado, ya que los 
desafíos que persisten son de grandes 
proporciones.

Desigualdad

Las ciudades de la región, vistas en su 
conjunto, son y se mantienen como 
las más inequitativas del planeta. 
Pese a los avances económicos y las 
iniciativas para combatir la pobreza, 
no ha habido mejoras significativas 
en materia de equidad. Las ciudades 
latinoamericanas y del Caribe son 
ciudades “duales”, “divididas”, “se-
gregadas”, algo que se expresa tanto 
espacial como socialmente.

Esa división se manifiesta de manera 
flagrante en el alto coeficiente 
de desigualdad de ingreso en las 
ciudades, así como en la existencia 
de asentamientos informales. Aun-
que, a nivel regional, ha bajado la 
proporción de población viviendo en 
tugurios en las dos últimas décadas, 
ha aumentado la cantidad absoluta a 
111 millones de personas. Los países 
de la región han adoptado políticas 
de vivienda diversas, algunas con 
bastante éxito, pero, por lo general, 
no han logrado responder a las 
necesidades de los sectores más pobres 
ni asegurado la plena integración de 
los barrios precarios a la ciudad. 

En los últimos veinte años, la 
política pública relacionada con 
los asentamientos informales se ha 
caracterizado por un proceso de 
aceptación, legitimación, legalización 
y mejoras en diferentes grados. 
Salvo algunas excepciones, atrás han 
quedado las invasiones de tierras y las 
expulsiones forzadas a gran escala. 
La ciudad informal ha llegado a 
disfrutar de una especie de seguridad 
de la tenencia de facto. Sin embargo, 
en muchos casos esto también ha 
significado estancamiento, falta 
de desarrollo y continuidad de la 
segregación social y espacial.

La cantidad y calidad de viviendas 
disponibles no son suficientes para 
garantizar condiciones mínimas 
a todos los hogares. Varios países 
apoyan financieramente a las familias 
que lo necesitan para la compra 
o la mejora de viviendas, pero los 
mecanismos adoptados son raramente 
accesibles a los más pobres y, en 
varios países, han dado lugar a un 
importante número de viviendas que 
permanecen desocupadas. Plantean 
además desafíos importantes para la 
calidad y localización de las viviendas 
que se construyen, la oferta de 
servicios y, en general, el modelo de 
ciudad que genera.
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La oferta de espacios públicos 
también es inequitativa. Los barrios 
periféricos o marginales cuentan con 
escasos espacios públicos y son de 
muy baja calidad. El énfasis ha estado, 
lógicamente, en lograr la seguridad de 
la tenencia y en proporcionar servicios 
básicos, percibidos unánimemente 
como la prioridad; pero, en la 
mayoría de los casos, el proceso no 
ha ido más lejos. No se han abordado 
deficiencias originarias, como la falta 
de instalaciones sociales y estructuras 
productivas. Es más, el enfoque de 
mejoramiento del “asentamiento por 
los asentados” ha forzado a ignorar 
cuestiones como la conectividad 
interurbana y la integración con el 
tejido urbano más amplio. 

Iniciativas como el rescate de zonas 
centrales o abandonadas, la creación 
de ciclovías y los programas de mejora 
integral de barrios han destacado 
mundialmente, pero no son la 
tendencia general. Son muchos más 
frecuentes los casos de ciudades que 
crecen con urbanizaciones de baja 
calidad, centradas en sí mismas, sin 
que nadie parezca preocuparse por el 
entorno general, ni por la creación de 
espacios de socialización que no estén 
totalmente dedicados al consumo.

Si bien se ha logrado una amplia 
cobertura de los servicios de agua 
y saneamiento, en general, los 
pobres siguen pagando más por un 
servicio de agua de menor calidad, 
que a menudo reciben de forma 
intermitente. Existen limitaciones 
severas en cuanto a la asequibilidad 
y sostenibilidad financiera de los 
servicios que se prestan, aspectos 
que no parecen haber recibido la 
suficiente atención. 

El número de vehículos individuales 
se ha más que duplicado en un 
periodo de 10 años, sin aportar 
muchas respuestas a los desafíos de la 
movilidad urbana. Existen programas 

de incentivos y desincentivos en el 
uso de vehículos individuales, que, 
muchas veces, no logran sus objetivos 
porque no fueron adoptados como 
parte de una visión integral de la 
ciudad, incluyendo la expansión de la 
mancha urbana. 

A pesar de la importante 
participación del transporte público, 
la caminata y la bicicleta en los 
desplazamientos, muchas ciudades 
sufren altos niveles de congestión y, 
a veces, de paralización, problemas 
que conllevan importantes costos 
económicos, sociales y ambientales.

Según las encuestas, la violencia 
es la principal preocupación de 
los ciudadanos, por delante de la 
movilidad y del empleo. De hecho, 
las ciudades de América Latina y 
del Caribe están consideradas, en su 
conjunto, como las más peligrosas 
del planeta. Este aspecto de la vida 
en la ciudad tiende a convertirse en 
el principal criterio a la hora de elegir 
un lugar para vivir o para trabajar. 

Aunque la violencia no se da en 
todas las ciudades ni es homogénea 
en una misma ciudad, la población 
de menor ingreso es siempre la más 
expuesta a la violencia y la que más 
sufre sus consecuencias. Son también 
los pobres quienes, en general, más 
sufren el impacto de fenómenos 
naturales y los inducidos por el 
cambio climático, aun cuando por 
su patrón de consumo son los que, 
en general, menos contribuyen a este 
fenómeno. 

La ocurrencia de fenómenos natu-
rales destructivos no es nueva, pero 
la frecuencia y la escala de su impacto 
sí lo son. Esto se debe, en parte, a los 
pobres resultados obtenidos, hasta 
ahora, con la gestión y el desarrollo 
urbanos. 

La urbanización caótica ha incre-
mentado inevitablemente el abuso 

en el uso de la tierra y de otros 
recursos naturales. Existe poca 
conciencia de cómo la urbanización 
mal pensada puede incrementar los 
factores de riesgo a desastres, con 
las consecuentes pérdidas materiales 
y humanas. Desafortunadamente, 
en muchos países de la región, se 
desconocen las medidas para reducir 
la vulnerabilidad, no se consideran o 
no se fiscalizan. 

Expansión urbana

A pesar de la desaceleración del 
crecimiento demográfico, el espacio 
edificado sigue en expansión. Con 
la construcción de nuevos complejos 
residenciales, centros comerciales, 
zonas industriales y con la aparición 
de nuevos barrios informales, las 
ciudades se expanden físicamente a 
un ritmo que puede llegar a ser dos o 
tres veces superior al del incremento 
de población, lo que provoca 
una reducción de su densidad 
demográfica.

La dispersión de las ciudades en el 
territorio plantea grandes desafíos 
para su gestión y sostenibilidad. 
La pérdida de densidad significa el 
aumento de los costos de todas las 
infraestructuras y su mantenimiento. 
Las ciudades más extensas requieren 
más carreteras, más tuberías, cables y 
más sistemas de transporte, y hacen 
que disminuyan las economías de 
escala y las ventajas de aglomeración. 

Existe además una tendencia a crear 
barrios y condominios cerrados, 
urbanizaciones periurbanas y zonas 
residenciales monofuncionales. Son 
modelos enfocados a la ganancia 
de corto plazo y que derivan de 
una visión de la sociedad en la que 
la comodidad individual siempre 
prevalece sobre el interés colectivo o 
la búsqueda de cohesión social. Al 
mantener o reforzar la segregación 
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espacial, estos modelos alimentan la 
reproducción de las desigualdades 
y contribuyen a la percepción de 
inseguridad.

A mayor escala, se observa en la 
región la emergencia de nuevas 
formas urbanas. La concentración 
de las inversiones en las grandes 
ciudades ha ejercido un poder de 
atracción demográfica y empresarial, 
y una demanda adicional de espacio 
urbano. La expansión urbana 
ha hecho que muchas ciudades 
desborden los límites administrativos 
de sus municipios y absorban otros 
núcleos urbanos en un proceso de 
conurbación. El resultado ha sido 
la aparición de áreas urbanas de 
grandes dimensiones territoriales, 
a veces formalizadas en una región 
metropolitana, integradas por 
múltiples municipios, y con una 
intensa actividad en todos los 
ámbitos.

Estas nuevas formas urbanas 
presentan muchas ventajas desde 
el punto de vista económico, pero 
también conllevan toda una gama 
de nuevos desafíos. En general, son 
inexistentes los mecanismos que 
permitirían la gestión integrada de 
estas áreas, con las consecuentes 
ineficiencias y contradicciones en las 
políticas de desarrollo y la prestación 
de servicios. 

La gestión de las regiones 
metropolitanas, ya difícil de por 
sí, se hace más compleja cuando 
regiones adyacentes se encuentran 
y se unen en megarregiones 
y otras hiperconcentraciones 
urbanas. Todavía hay muy poca 
experiencia en el mundo sobre 
cómo gestionar estos sistemas 
urbanos regionales policéntricos, 
multinucleares y mutimunicipales 
de reciente aparición, o sobre cómo 
armonizar los, a menudo, intereses 
conflictivos del conjunto de actores 
institucionales de más bajo nivel, 

las municipalidades. En la región 
también existen ciudades que están 
creciendo en áreas fronterizas, lo que 
añade aún más complejidades.

Finalmente, destaca en la región 
la existencia de ciudades pequeñas 
o intermedias que han reforzado 
su competitividad y su atractivo 
como lugares para vivir. Esto ha 
influido en la nueva importancia 
de las migraciones entre ciudades, 
que constituye sin duda un desafío 
para las autoridades locales. Algunas 
ciudades pequeñas o intermedias 
experimentan un crecimiento muy 
acelerado debido a inversiones 
industriales de gran escala y, en 
general, tienen poco margen de 
negociación con las entidades 
inversoras y escasa capacidad técnica 
para liderar un proceso de desarrollo 
urbano de gran envergadura. Sin el 
apoyo técnico y político adecuado, 
y a pesar de la oportunidad que 
representa la inversión, lo más 
probable es que asistamos a la 
multiplicación de asentamientos 
precarios en estas ciudades, con las 
consecuencias que ya se conocen. 

Financiamiento y 
planificación estratégica 

La evolución de las ciudades desde el 
punto de vista físico, político, social 
y económico plantea nuevos desafíos 
de gobernabilidad. Si bien se ha 
avanzado en la democratización y la 
adopción de métodos innovadores 
de participación ciudadana, existe 
un fenómeno preocupante, que es 
una tendencia a la captura de las 
instituciones por grupos no estatales 
e intereses privados, a veces ilegales.

La descentralización de competencias 
no siempre se ha acompañado de 
las necesarias transferencias de 
recursos y capacidades. Solo los 
municipios más poblados logran 
autofinanciarse, mientras que los 

otros dependen enormemente de 
los gobiernos centrales. Tampoco se 
han creado capacidades suficientes 
a nivel local, ni se han modificado 
los mecanismos regulatorios, lo que, 
en muchas ocasiones, impide a las 
autoridades municipales superar su 
escasa capacidad recaudatoria, de 
financiamiento y de inversión. 

Una oportunidad perdida para 
financiar el desarrollo urbano es la 
captación de las plusvalías del suelo 
urbano devengadas como resultado 
de las inversiones o decisiones 
públicas. Pocos países tienen los 
mecanismos legales apropiados 
para esto, pero, también en este 
caso, su aplicación sistemática se ve 
obstaculizada por la oposición de 
grupos de interés particulares. En 
general, el proceso queda frustrado 
en su implementación por falta de 
voluntad política a nivel local en 
nombre de la conveniencia política.

Hace veinte años se estimaba que los 
impuestos sobre la propiedad eran 
inferiores al uno por ciento de los 
ingresos gubernamentales. Si bien 
no hay datos concretos, se reconoce 
que ha habido mejoras substancia-
les, aunque se mantiene la esencia 
del problema: catastros obsoletos, 
sistemas de valoración deficientes y 
cobertura de cobro inadecuada, entre 
otras trabas. 

El paradigma de desarrollo urbano 
de las dos últimas décadas ha sido 
el de la ciudad que, como resultado 
de una mayor descentralización 
administrativa, y en ocasiones 
financiera, estaría en mejor posi-
ción que en el pasado de atraer 
directamente inversiones en un 
clima de competitividad abierta. Las 
autoridades locales parecen decididas 
a incrementar la calidad de los 
servicios, la eficiencia administrativa, 
la seguridad, la conectividad y, en 
resumen, todas las características que 
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hacen de una ciudad atractiva para 
los inversores y para los habitantes. 
Sin embargo, una vez más, la 
evolución no es igual para todos y, 
sin mecanismos compensatorios que 
generen más armonía en el desarrollo 
urbano regional, algunas ciudades 
parecen tener más éxito en este 
proceso que otras. La concentración 
de las inversiones en las áreas mejor 
posicionadas comparativamente ame-
naza con profundizar las disparidades 
sociales y de ingreso.

Hay límites obvios a la capacidad que 
tienen los Gobiernos de determinar o 
incluso guiar las inversiones. Uno de 
ellos es la persistencia de una cultura 
de resolución de problemas de forma 
fragmentada y ad hoc, cuando sería 
necesario un enfoque sistemático 
y general de la planificación 
estratégica. Las agendas sectoriales 
asignadas a diferentes departamentos 
o secretariados municipales son 
raramente coordinadas, con 
frecuencia resultan ineficientes y en 
ciertos casos conflictivas. También 
falta, a menudo, una dimensión 
estratégica que incluya un marco 
espacial acordado para el desarrollo 
de la ciudad y su articulación en el 
espacio regional, que pueda inspirar, 
guiar y coordinar acciones de 
desarrollo individuales.

Hacia el futuro

Lo anterior demuestra que, si bien es 
posible una nueva transición urbana 
en América Latina y el Caribe, su 
aplicación aún enfrenta importantes 
obstáculos. De la capacidad de los 
gobiernos locales y nacionales para 
superarlos depende el futuro de las 
ciudades de la región. 

El análisis realizado permite identi-
ficar algunas de las claves que harían 
posible el cambio que las ciudades de 

la región tanto necesitan. Se puede 
impulsar un modelo de ciudad 
con mayores niveles de calidad y 
sostenibilidad implementando otras 
políticas de planificación, diseño y 
regulación. 

Para ello, hace falta reconocer que 
el parámetro fundamental del 
desarrollo urbano debe ser el interés 
colectivo de la comunidad urbana y, 
por lo tanto, encontrar la voluntad y 
la manera de poner fin a prácticas que 
benefician a unos pocos y amenazan 
con una mayor marginación de 
muchos.

Esto también implica fortalecer los 
mecanismos redistributivos y de 
cohesión social y territorial. En la 
región, todavía está abierto el debate 
sobre las funciones devolutivas y 
redistributivas de las transferencias 
económicas y de capacidades entre 
niveles de gobierno. Considerando 
la heterogeneidad que existe entre 
los países y en su interior, parece 
indispensable promover políticas de 
armonización y cohesión territorial 
que garanticen el desarrollo 
equitativo de todas las ciudades y su 
articulación en el ámbito regional.

Frente a las limitaciones presupues-
tarias, es fundamental generalizar las 
políticas de planificación y gestión del 
suelo que permitan aprovechar el valor 
que genera la inversión pública. Es 
necesario fortalecer los mecanismos 
que permiten orientar los mercados 
inmobiliarios en función del interés 
colectivo, potenciarlos y, sobre todo, 
aprovechar las plusvalías urbanas 
para reinvertirlas en el desarrollo de 
nuevos servicios e infraestructuras.

La nueva conciencia ambiental de los 
países de la región requiere acciones 
concretas en todos los sectores. La 
transformación de la ciudad hacia un 
modelo ambientalmente sostenible 

supone cambios radicales en los 
patrones actuales de crecimiento 
urbano, incluso en el sector de la 
movilidad. Prevenir los desastres 
de carácter ambiental requiere un 
enfoque verdaderamente intersecto-
rial y niveles de coordinación mucho 
más avanzados que los que se aplican 
actualmente.

Es urgente acelerar el ritmo de 
las reformas urbanas, un término 
que abarca la revisión de las 
normas y procedimientos legales, 
institucionales, operativos y de 
planificación para promover un 
desarrollo y una gestión urbanos 
sostenibles y equitativos. Los meca-
nismos de planificación, gestión y 
gobierno requieren ser adaptados a 
las nuevas realidades de la expansión 
urbana.

Finalmente, muchos de los obstáculos 
en el camino hacia la nueva transición 
urbana están relacionados con la 
poca disponibilidad de información, 
una carencia detectada en casi todos 
los capítulos de esta publicación. Para 
superarlo, seria necesario invertir 
más esfuerzos en el monitoreo 
de las ciudades y el análisis de su 
comportamiento, tanto a nivel local 
como nacional e internacional.

No cabe duda de que en América 
Latina y el Caribe, que ha sido el 
laboratorio de muchas innovaciones 
en los temas relacionados con 
la planificación y gestión de 
las ciudades, existen recursos y 
capacidad que permitirían impulsar 
un modelo de desarrollo urbano para 
el siglo XXI, un modelo centrado a 
la vez en el bienestar de las personas 
y su inclusión en la sociedad, un 
modelo que privilegie el empleo 
local, la diversidad social y cultural, 
la sostenibilidad ambiental y la 
reafirmación de los espacios públicos. 
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En pocas palabras

1. América Latina y el Caribe es la región más urbanizada del mundo, aunque 
también es una de las menos pobladas en relación a su territorio. Casi el 80% 
de su población vive actualmente en ciudades, una proporción superior incluso 
a la del grupo de países más desarrollados. El crecimiento demográfico y la 
urbanización, procesos que en el pasado fueron muy acelerados, han perdido 
fuerza. Actualmente, la evolución demográfica de las ciudades tiende a limitarse 
al crecimiento natural.

2. El número de ciudades se ha multiplicado por seis en cincuenta años. La mitad  
de la población urbana reside hoy en ciudades de menos de 500.000 habitantes  
y el 14% en las megaciudades (más de 222 millones en las primeras y 65 millones 
en las segundas). Los avances logrados en acceso a agua, saneamiento y otros 
servicios han aumentado el atractivo de las ciudades intermedias, lo que apunta  
a un mayor equilibrio del sistema de ciudades de los países. 

3. El éxodo migratorio del campo a la ciudad ha perdido peso en la mayoría 
de los países. Las migraciones son ahora más complejas y se producen 
fundamentalmente entre ciudades, a veces traspasando las fronteras 
internacionales. También son relevantes los movimientos de población  
dentro de las ciudades, entre el centro de la ciudad y su periferia, así  
como entre centros urbanos secundarios. 

4. La expansión urbana ha hecho que muchas ciudades desborden los límites 
administrativos de sus municipios y terminen absorbiendo físicamente otros 
núcleos urbanos en un proceso de conurbación. El resultado ha sido la aparición 
de áreas urbanas de grandes dimensiones territoriales, a veces formalizadas en 
un área metropolitana, integradas por múltiples municipios y con una intensa 
actividad en todos los ámbitos. 

Claves para el cambio

5. La estabilidad demográfica conlleva oportunidades y desafíos. Por un lado, 
tener una población activa proporcionalmente más importante que en el pasado 
ofrece la oportunidad de realizar grandes inversiones y preparar a los países 
para afrontar los retos futuros. La disminución del ritmo de crecimiento urbano 
también permite eludir los problemas resultantes del crecimiento acelerado 
y concentrar los esfuerzos en la mejora de los espacios, las infraestructuras y 
servicios existentes.

6. Por otro lado, es preocupante observar que la mancha urbana sigue 
expandiéndose, a pesar de la desaceleración demográfica. Las ciudades  
crecen cada vez menos compactas y se expanden físicamente a un ritmo  
que supera el incremento de su población, un patrón que no es sostenible. 

7. Es posible impulsar un modelo de ciudad con mayores niveles de calidad y 
sostenibilidad implementando otras políticas de planificación, diseño y regulación. 
Para ello, sería necesario fortalecer los mecanismos que permiten orientar los 
mercados inmobiliarios, potenciarlos y, sobre todo, aprovechar las plusvalías 
urbanas para reinvertirlas en el desarrollo de nuevas infraestructuras.

8. La región necesita impulsar una política territorial y un planeamiento urbano 
que mejoren los actuales patrones de crecimiento urbano, eviten una expansión 
dispersa de la ciudad y propicien la densificación, con un mejor aprovechamiento 
del espacio, evitando, así, una mayor segmentación física y social.

CAPÍTULO 1
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América Latina y el Caribe experimentaron en el 
siglo pasado un proceso de crecimiento demográfico 
y aumento veloz de la cantidad de población en áreas 
urbanas1 que fueron determinantes para las condiciones 
de vida y la configuración actual de sus ciudades. 

La región tiene actualmente una tasa de urbanización2 
de casi el 80%, la más elevada del planeta, prácticamente 
el doble de la existente en Asia y África y superior a la del 
grupo de países más desarrollados. Una característica 
del fenómeno en la región es que el giro rural-urbano 
se produjo en menos de 40 años (1950-1990), con 
un ritmo tan acelerado que se ha podido calificar de 
“explosión urbana”.

Hoy, la transición urbana de la región está 
prácticamente consolidada y la población urbana crece 
a un ritmo mucho menor, pero se están dando nuevos 
fenómenos como el aumento de las migraciones entre 
ciudades, la emergencia de las ciudades secundarias y la 
conformación de megarregiones y corredores urbanos. 

Asistimos también a un amplio movimiento de 
dispersión de la mancha urbana en el territorio, asociada 
con densidades poblacionales más bajas, lo que conlleva 
numerosos desafíos para la prestación de servicios y 
la sostenibilidad económica, social y ambiental del 
modelo de desarrollo urbano.

1.1 Desaceleración del 
crecimiento demográfico  
y urbano 

Desde inicios del siglo pasado, la población de América 
Latina y el Caribe se ha multiplicado por ocho, pasando 
de 60 millones de habitantes a cerca de 588 millones 
en el 20103. La participación de la región en el total de 
población mundial es del 8,5%, una proporción que, 
según las proyecciones, disminuirá ligeramente hasta el 
año 2030.

Dentro de la región, la distribución demográfica es 
desigual. Se da una elevada concentración de población 
en dos países, México y Brasil, que suman más de la mitad 
de la población regional (18,5% y 33% de población 
respectivamente). Centroamérica y el Caribe representan, 
cada una, el 7% de los habitantes, mientras que el 
denominado Cono Sur reúne al 12% y los países del arco 
andino-ecuatorial el 22% (véase el recuadro 1.1 de este 
mismo capítulo sobre la división en áreas adoptada para 
este informe).

El peso demográfico relativo de cada una de esas áreas ha 
experimentado pocas variaciones desde 1970 y tampoco 
debería sufrir grandes transformaciones en el futuro. Las 
proyecciones indican que, para el año 2030, Brasil y el 
Cono Sur perderán algo de participación en beneficio de 
Centroamérica y el arco andino-ecuatorial, mientras que 
México se mantendrá estable.

El vertiginoso crecimiento de la población de América 
Latina y el Caribe en el último siglo no ha sido constante 
y, desde la década de 1960, tiende a la moderación. Al 
comenzar esa década, la población regional aumentaba en 
promedio un 2,75% anual; actualmente, se estima en el 
1,15%, una tasa similar a lo que se observa a nivel mundial. 
Las proyecciones indican que la desaceleración continuará 
en el futuro, de manera que la población regional crecerá 
menos del 1% anual hacia el año 2030, con la excepción 
de El Salvador, donde se prevé una tendencia opuesta 
hasta el año 20254. 

Dos elementos clave en la evolución demográfica de 
la región han sido el drástico descenso de la tasa de 
fecundidad, que ha pasado de 5,8 hijos por mujer en 1950 
a 2,09 en 20105, y la mejora notable de la esperanza de 

Gráfico 1.1  
América Latina y el Caribe. Distribución demográfica 
por subregiones y países de gran tamaño, 2010
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Fuente: elaborado con datos de UNDESA (2010). Consultados en mayo 
de 2011.
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vida, que en ese mismo lapso ha aumentado de los 51,4 
años a los 74,5. 

La evolución de ambos indicadores explica un menor 
crecimiento demográfico y el envejecimiento de la 
población en las últimas décadas, un fenómeno que 
previsiblemente será aún más pronunciado en el futuro. 
En promedio, en América Latina y el Caribe, hay 
proporcionalmente más personas de 15 a 64 años (65% 
de la población), que niños menores de 14 años (28%) y 
mayores de 65 años (7%).

Esa estructura de población, con más personas en edad 
productiva que dependiendo de ellas, hace que la región 
atraviese en la actualidad una coyuntura favorable para 
impulsar el desarrollo y destinar recursos financieros al 
ahorro y a la inversión pública en áreas sociales, incluida 
la lucha contra la pobreza. El fenómeno, conocido como 
bono demográfico, está lejos de ser homogéneo y, mientras 
en países como Cuba o Chile se acerca al final del 
período, en otros, como Guatemala, Paraguay o Bolivia, 
prácticamente acaba de comenzar.

La transición demográfica descrita anteriormente plantea 
desafíos importantes en la región. La evolución de las tasas 

de fecundidad y la esperanza de vida ha sido muy rápida 
y, por tanto, ha dejado poco espacio para la adaptación. 
Al mismo tiempo, los sistemas de protección social están 
poco desarrollados en América Latina y el Caribe, donde 
además se dan índices de pobreza y desigualdad elevados. 
Dentro de dos o tres décadas, cuando la población 
activa de hoy llegue a la edad de jubilación, existirá una 
mayor presión sobre los sistemas de pensiones y de salud 
por las necesidades propias de una población anciana 
cuantitativamente en crecimiento.

Fin de la explosión urbana

El proceso de urbanización, entendido como el 
crecimiento de la proporción de la población residiendo 
en ciudades, ha conocido una dinámica similar a la del 
crecimiento demográfico. En América Latina y el Caribe, 
la urbanización fue muy acelerada entre 1950 y 1990. La 
región pasó de tener 40% de la población residiendo en 
ciudades al inicio de ese periodo, a 70% cuarenta años 
después. A partir de los años noventa, la proporción 
de población urbana siguió aumentando, pero de una 
manera progresivamente más lenta. Las proyecciones 

Recuadro 1.1  
América Latina y el Caribe, una región y muchas realidades

Población, superficie,  
condiciones climáticas y  
geográficas hacen de América  
Latina y el Caribe una región  
heterogénea. Los países de la región  
están unidos por fuertes lazos históricos  
y culturales, pero, al mismo tiempo, su distinta  
evolución y la diversidad de influencias recibidas  
hacen que presenten condiciones y realidades diversas. 

Dividir a los países de América Latina y del Caribe en 
subgrupos es un ejercicio arriesgado considerando tanto los 
aspectos políticos, económicos y culturales como la variación 
en tamaño y población. Para los efectos de este informe, se 
ha adoptado una agrupación híbrida basada principalmente 
en criterios geográficos, que permite visualizar algunas 
tendencias y sintetizar en cierta medida situaciones complejas. 

Para evitar que los países más grandes oculten a los más 
pequeños en las estadísticas, se ha separado a  
Brasil y México, que juntos representan más de  
50% de la superficie y población de la región.

Argentina, Chile, Paraguay y Uruguay se han  
agrupado en el denominado “Cono Sur”, que  
representa el 20% del territorio regional. Otro  
25% de superficie reúne un conjunto de países  
continentales de tamaño intermediario que va desde Surinam 
a Bolivia. Son los países del oeste-noroeste de Sudamérica, al 
se ha denominado “Arco andino-ecuatorial”. 

El grupo de “Centroamérica” abarca, naturalmente, desde 
Guatemala a Panamá (3%) mientras que “el Caribe” incluye a 
todas las islas (apenas 1% del territorio estudiado, pero 7% de 
su población).
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indican que esa desaceleración continuará en el futuro y 
que la proporción de población urbana se acercará al 90% 
hacia el 2050.

Como en otros aspectos, existen diferencias en la velocidad 
del proceso de urbanización entre subregiones y países. 
Dos grandes áreas siguen muy de cerca el patrón general: 
México y el conjunto de países del arco andino-ecuatorial. 
Según este análisis por áreas geográficas, los habitantes 
del Cono Sur, son los más urbanizados, seguidos de cerca 
por la población de Brasil, país que, desde los años 70, 

ha experimentado una urbanización particularmente 
rápida. El Caribe y Centroamérica muestran tasas 
de urbanización inferiores al resto de la región, pero 
igualmente en progresión constante.

Cabe mencionar que la hetero-geneidad descrita a escala 
subregional se da también al interior de cada grupo. En 
Centroamérica, las tasas de urbanización oscilan entre el 
50% de Guatemala y el 74% de Panamá. El Caribe es 
más peculiar puesto que reúne un conjunto de Estados 
y territorios de pequeña superficie, con definiciones 

Gráfico 1.2  
América Latina y el Caribe. Estructura de la población por sexo y grupo etario, 1970 y 2010
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Fuente: elaborado con datos de CEPALSTAT y UNDESA (2010). Consultados en mayo de 2011.

Gráfico 1.3  
América Latina y el Caribe. Evolución y proyección  
de la tasa de urbanización, 1970-2050 
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Gráfico 1.4  
América Latina y el Caribe. Población urbana y rural 
por subregiones y países de gran tamaño, 2010 
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Mapa 1.1  
América Latina y el Caribe. Tasa de urbanización, 1950 y 2010

variadas de población urbana y 
niveles de desarrollo socioeconómico 
muy dispares. Si bien, en promedio, 
el 66% de la población caribeña 
es urbana, la situación también es 
mixta, con variaciones que van del 
30% de Antigua y Barbuda hasta 
el 84% de Bahamas (en territorios 
como Anguila y las Islas Caimán se 
considera urbana a toda la población). 
Existen también diferencias signifi-
cativas en las otras áreas, y, por 
ejemplo, Uruguay, Argentina y 
Venezuela ya contaban con una 
mayoría urbana (muy amplia en los 
dos primeros casos) en la década 
de 1950, mientras que Paraguay o 
Ecuador no la tuvieron hasta un 
cuarto de siglo después.

El análisis de las tasas de urbanización 
debe relativizarse por la diversidad que 
existe en la definición de áreas rurales 
y urbanas. La calificación de una 
zona como urbana es una decisión de 
carácter meramente administrativo, 
que presenta variaciones considerables 
entre países6. Dependiendo de los 
casos, la definición aplica criterios 
numéricos censales, cualitativos o 
una combinación de ambos. En la 
región, un criterio común, aunque 
muy parcial, es considerar como 
urbanos los asentamientos de más de 
2.000 o 2.500 habitantes. 

Es importante destacar que el área 
edificada –que intuitivamente llama-
mos “ciudad”– no suele coincidir 
con los límites administrativos. Es 
común, por un lado, que el área 
administrativa de ciudades pequeñas 
sea mucho más extensa que su “casco 
urbano” y, por otro, que los límites 
físico-espaciales de ciudades que han 
crecido mucho desborden su propio 
municipio. Los procesos de ajuste, 
sea del área administrativa o de los 
criterios que se aplican para definir 
el nivel de urbanización, pueden 
generar variaciones significativas 
en los niveles de urbanización que 
aparecen en las estadísticas, sin que 
esto se corresponda necesariamente 
con cambios de la realidad objetiva 
de un territorio. 

Fuente: elaborado con datos de UNDESA (2010). Consultados en mayo de 2011.

Kilómetros
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Finalmente, si bien América Latina y el Caribe se presenta 
como la región más urbanizada del planeta, también 
debe mencionarse que es una de las menos pobladas. 
La densidad demográfica media es de 29 habitantes 
por kilómetro cuadrado (hab/km2), una cifra inferior 
al promedio mundial7, fundamentalmente por la muy 
baja ocupación de la zona Amazónica. Una vez más, se 
destacan diferencias entre las regiones, entre los países y 
en el interior de estos. Brasil y los países del arco andino-
ecuatorial tienen poblaciones bastante conformes con el 
peso relativo de su territorio, mientras que la densidad 
demográfica es significativamente baja en el Cono Sur (17 
hab/km2) y muy superior en Centroamérica (83 hab/km2) 
y, sobre todo, en el Caribe (167 hab/Km2). 

Las diferencias subregionales en materia de urbanización 
y en el ritmo del proceso plantean desafíos diversos que 
requieren de políticas adaptadas a los requerimientos 
de cada país. Los países que todavía atraviesan procesos 
activos de crecimiento urbano necesitan prepararse para 
una mayor demanda de suelo y la extensión de redes 
de infraestructura y servicios que serán necesarios para 
cubrir las necesidades de los que lleguen a la ciudad. 
En los países que presentan un proceso de urbanización 
más consolidado, el principal desafío está relacionado 
con la mejora de las condiciones de vida actuales de sus 
habitantes y la presión para la creación y la mejora de 
infraestructura, servicios sociales y equipamientos para 
las nuevas familias. 

1.2 Nuevos patrones 
migratorios

Otro componente fundamental de las transformaciones 
demográficas de la región son las migraciones. 
América Latina y el Caribe, que históricamente fue un 
subcontinente receptor de inmigrantes, pasó a ser, a 
partir de la segunda mitad del siglo XX, una región de 
emigración. La búsqueda de mayores ingresos, servicios y 
oportunidades de vida, los conflictos sociales y políticos, 
las violaciones de los derechos humanos y desastres 
causados por fenómenos naturales han motivado diversos 
flujos migratorios internacionales en la región.

Se estima que, en 2010, más de 30 millones de ciudadanos 
latinoamericanos y caribeños (5,2%) residían fuera de 
su país de origen8, tanto dentro de la región como en el 
exterior. Los principales destinos de esa emigración han 
sido los Estados Unidos de América, donde han fijado 
residencia una mayoría, España y Canadá9. 

México se distingue por ser el país con mayor número 
de emigrantes del mundo (casi 12 millones de mexicanos 
residen en el exterior, lo que equivale al 10,7% de 
su población)10 y por ser territorio de tránsito para 
emigrantes de otras nacionalidades que se dirigen a los 
Estados Unidos. Después de México, los países de la 
región con mayor cantidad de emigrantes (en números 
absolutos) son en orden descendente: Colombia, Brasil, El 
Salvador, Cuba, Ecuador, Perú, República Dominicana, 
Haití y Jamaica. El caso de Brasil destaca porque, si bien 
es uno de los principales emisores latinoamericanos en 

Caracas, Venezuela. Contraste entre las torres del parque central y el barrio Charneca. © Frahydel Falczuk
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Gráfico 1.5  
Emigrantes e inmigrantes en los principales países receptores de la región  
(en miles y como porcentaje de la población total)
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Fuente: elaborado con datos de Banco Mundial (2011).

cifras absolutas, los emigrantes brasileños son una porción 
muy pequeña de la población del país (apenas el 0,4%) y 
sus principales puntos de destino están fuera de la región 
(Estados Unidos, Japón y España).

Por su parte, los países de América Latina y el Caribe acogen 
a un total de 7,5 millones de inmigrantes internacionales 
(el 1,3% de la población regional)11, una cifra que, desde 
el año 2000, ha aumentado en 1 millón de personas12, lo 
que refleja una mayor movilidad internacional. Argentina 
y Venezuela son los principales receptores de la región, 
con 1,4 y 1 millón de inmigrantes respectivamente 
(aproximadamente 3,5% de sus poblaciones). México se 
coloca en el tercer lugar, seguido por Brasil13, y, aunque los 
números absolutos de estos pueden parecer considerables, 
apenas representan el 0,7 y el 0,4 de la población respectiva. 

Esos movimientos de población se producen tanto con 
países ajenos a la región como en su interior. La migración 
intrarregional se apoya en la proximidad geográfica, 
histórica y cultural, incluida la facilidad que representa 
para muchos el hecho de compartir un mismo idioma. 

Existen corrientes entre Estados fronterizos motivadas por 
consideraciones económicas o políticas. En Guatemala, 
El Salvador y Nicaragua, la violencia política de los años 
setenta y ochenta motivó movimientos migratorios hacia 
Belice y Costa Rica14, los dos mayores receptores de la 
región en términos porcentuales junto con Antigua y 
Barbuda, y Granada. A las causas políticas se han agregado 
posteriormente razones económicas y las consecuencias de 
desastres por fenómenos naturales. La situación política, la 

violencia y razones económicas han motivado también la 
salida del país de un número importante de colombianos.

Especial mención merece la emigración de Haití hacia 
República Dominicana, donde el 64% de los extranjeros 
proceden de ese país. Al mismo tiempo, el 10% de 
la población dominicana ha emigrado a otros países, 
principalmente a los Estados Unidos. 

La Comunidad del Caribe (CARICOM)15 presenta 
una dinámica propia, movida, en gran parte, por las 
oportunidades laborales en el sector turístico y el mayor 
desarrollo socioeconómico relativo de algunos países. 
Hacia 1990, se estimaba en más del 50% la población 
inmigrante procedente de la propia subregión16. Los 
datos más recientes también indican que los porcentajes 
de emigrantes en relación a la población total del país de 
origen son especialmente elevados en este grupo17.

Migración entre ciudades

Las migraciones no se dan solamente entre países. La 
velocidad de la transición urbana analizada en el apartado 
anterior se explica en gran medida por el éxodo masivo de 
población del campo a la ciudad ocurrido en los últimos 
cincuenta años. Es un flujo que va perdiendo importancia 
para el crecimiento demográfico de las ciudades de 
América Latina y el Caribe, aunque todavía es un factor 
determinante en algunos países18, especialmente en 
aquellos con una transición urbana menos avanzada19.
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Si en la década de 1980, la migración desde el campo 
contribuyó con un 36,6% al crecimiento de la población 
urbana en el conjunto de la región, en la década de 1990 
esa participación había bajado al 33,7%20, una cifra que 
esconde comportamientos atípicos en algunos países 
(esto se puede apreciar en el gráfico 1.7). En Brasil, que 
por su tamaño demográfico distorsiona los promedios 
regionales, sigue habiendo una corriente importante del 
campo a la ciudad de gran volumen en números absolutos, 
pero inferior en porcentaje a otros países de la región.

Más novedoso, diverso y difícil de analizar es el flujo 
migratorio entre ciudades, que se ha convertido en la 
corriente más importante cuantitativamente en la región21, 
un aspecto que distingue a América Latina y el Caribe del 
resto del mundo emergente y en desarrollo.

En términos generales, esta migración se produce desde 
las ciudades menos atractivas desde el punto de vista 
económico, laboral y social (áreas expulsoras), hacia las 
más dinámicas y con mayor potencial en esos aspectos 
(áreas receptoras). Pero esta explicación es insuficiente 
para abarcar su pluralidad. Al factor del atractivo 
económico, hay que agregar otros, que van desde las 
ventajas de comunicación y localización –por ejemplo, 
las que brindan ciudades secundarias situadas cerca de 
una ciudad principal– hasta las externalidades negativas, 
reales o percibidas, vinculadas con muchas grandes 
aglomeraciones urbanas (entre ellos, mayores índices 
de violencia, la congestión del tráfico, altos niveles de 
contaminación o un coste de vida y del suelo urbano más 
elevado). 

Gráfico 1.7  
Contribución de la migración campo-ciudad al crecimiento de la población urbana en países seleccionados  
(1980-1990 y 1990-2000)
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Fuente: CEPAL (2010d).

Gráfico 1.6  
Emigrantes e inmigrantes en países del Caribe seleccionados (en miles y como porcentaje de la población total)
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Los datos correspondientes a un grupo de diez países 
analizados en los estudios de población de CEPAL 
muestran que la mayoría de las ciudades más grandes 
de la región todavía atraen más población que la que 
expulsan (inmigración neta). Sin embargo, hay indicios 
de un cambio en el comportamiento migratorio, ya que se 
daba emigración neta (el número de emigrantes superaba 
al de inmigrantes) en una de cada tres ciudades del grupo 
analizado22. Es una tendencia perceptible, sobre todo, en 
las ciudades de más de 5 millones habitantes.

Esa evolución, poco estudiada todavía, podría explicarse, 
como se verá en el capítulo 2, por el desplazamiento de 
las inversiones y la actividad económica a otras áreas, y 
por movimientos de población desde el área central hacia 
zonas periféricas, fuera de los límites administrativos del 
municipio de origen. De mantenerse esa tendencia, podría 
propiciar una disminución de la centralidad de algunas 
grandes urbes y mudanzas en las jerarquías urbanas, 
especialmente por el crecimiento y las nuevas funciones 
de ciudades de tamaño intermedio. 

En grandes áreas metropolitanas, como en São Paulo, 
Río de Janeiro, Quito y Guatemala23, se ha observado 
un patrón migratorio denominado de “desconcentración 
concentrada”. Una parte de la población de la ciudad ha 
fijado residencia en otros municipios, que, por lo general, 
se encuentran cerca del área principal. Esta, a su vez, ha 
seguido recibiendo inmigrantes llegados de otras regiones 
del país. 

Según los casos, las migraciones pueden alterar la 
distribución demográfica y eventualmente las disparidades 
territoriales24, positiva o negativamente. La prevalencia de 
jóvenes entre los migrantes puede aumentar la cantidad 
de población activa en áreas receptoras, mientras que, en 

las áreas expulsoras, crece el nivel de dependencia debido 
a una mayor presencia proporcional de niños y ancianos, 
con el riesgo de profundizar el rezago económico y social.

En cuanto a la posible relación entre las migraciones y 
la composición étnica en la región, los datos de las tres 
aglomeraciones principales de diez países muestran 
comportamientos migratorios similares entre la población 
indígena y no indígena en la mayoría de esas urbes, pero 
hay excepciones, como Asunción, Ciudad de México, 
Cochabamba, Guadalajara, La Paz y Tegucigalpa. Son 
ciudades en países con una alta proporción de población 
indígena, que, en el caso específico de Bolivia y México, 
reciben inmigrantes de este grupo de población al tiempo 
que pierden población no indígena25. 

1.3 Importancia de las  
ciudades secundarias

América Latina y el Caribe se caracterizaron siempre por 
la concentración de la población en unas pocas ciudades, 
que, por lo general, acaparaban también la riqueza, los 
ingresos, las funciones socioeconómicas y administrativas 
y, en la mayoría de los casos, la capitalidad política. 
Durante el proceso de urbanización, se ha mantenido un 
modelo urbano en el que una o dos ciudades principales 
predominaban sobre el resto. 

Sin embargo, en las últimas décadas, las ciudades 
intermedias y pequeñas, donde reside la mayor parte de 
la población urbana, han crecido a un ritmo algo más 

Gráfico 1.8  
Mundo, América Latina y el Caribe y áreas geográficas. Población urbana por tamaño de aglomeración, 2010
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elevado que las grandes ciudades, apuntando a un posible 
reequilibrio de la red de ciudades en la región y a una 
mayor diversificación.

Distribución de las ciudades  
por tamaño

El proceso de urbanización ha supuesto un aumento 
importante del número y el tamaño de las ciudades de 
América Latina y el Caribe. En 1950, había 320 ciudades 
con al menos 20.000 habitantes; medio siglo después, la 
cifra se acercaba a las 2.000 ciudades26. 

La distribución de la población urbana según el tamaño 
de la ciudad en la región es muy similar a la mundial, 
aunque con una importante diferencia: las megaciudades 
de América Latina y el Caribe concentran el 14% de la 
población total (65 millones de personas), situándola como 
la región del mundo con mayor porción de habitantes en 
ese rango de ciudad27. Aun así, cabe destacar que más de la 
mitad de la población urbana de la región vive en ciudades 
con menos de un millón de habitantes, una realidad que 
contradice la percepción bastante generalizada de que la 
mayoría de la población vive en las urbes más grandes y 
visibles. 

Dentro de ese contexto general, destaca la inexistencia 
de ciudades de 5 a 10 millones de habitantes en México, 
donde, además, la proporción de personas viviendo en las 
ciudades más pequeñas es considerablemente inferior al 
resto del subcontinente. 

En 1950, no existían las megaciudades en América Latina 
y el Caribe. Hoy, son ocho: Ciudad de México, São Paulo, 
Buenos Aires, Río de Janeiro (todas ellas con más de 10 
millones de habitantes), Lima, Bogotá, Santiago y Belo 
Horizonte (con una población de entre 5 y 10 millones). 
Se trata de un grupo pequeño que destaca no sólo por 
su tamaño demográfico, sino también por ser el eje 
económico, social, cultural y, en la mayoría de los casos, 
político, del país.

Muy superior a las anteriores es el número de ciudades con 
una población de 1 a 5 millones de personas, que se eleva 
en la actualidad a 55. Comprende tanto capitales de país 
(Caracas, Ciudad de Guatemala, San Salvador o Ciudad 
de Panamá), como grandes metrópolis, de las cuales, 
algunas se encuentran en zonas fronterizas (Tijuana y 
Ciudad Juárez), crecieron en espacios sin asentamientos 
humanos anteriores (Brasilia) o se desarrollaron de manera 
acelerada (Belém y Manaos). 

En un rango inferior de tamaño, entre medio millón y 1 
millón de ciudadanos, se ubican 62 aglomeraciones, que 
acogen entre el 5% por ciento de la población urbana, 
como en el caso de Brasil, hasta el 17% por ciento, en el 
de México.

El universo de ciudades menores de 500.000 habitantes es 
grande y heterogéneo, abarcando desde las muy pequeñas, 
con características cercanas al medio rural, hasta ciudades 
que han logrado desarrollar un tejido económico 
importante gracias a la explotación de recursos naturales 
o por disfrutar de alguna ventaja competitiva. 

Los datos estadísticos de UNDESA no distinguen 
tamaños dentro de este último grupo. No obstante, datos 
disponibles para 20 países de la región28 presentaban 
1.872 ciudades con poblaciones de 20.000 a medio millón 
de habitantes, lo que da una idea del salto cuantitativo 
que representan las ciudades de menor tamaño. Además, 
existe un grupo poco estudiado, y tan numeroso y 
diverso que escapa a cualquier intento de sistematización, 
formado por ciudades de 2.000 a 20.000 habitantes, cuyo 
peso relativo es progresivamente menor, pero que todavía 
representa una porción nada despreciable de la población 
urbana (el 19%, frente al 30% de 1950)29. 

El Caribe presenta algunas particularidades que se 
explican, al menos parcialmente, por las pequeñas 
dimensiones de los Estados y territorios30. La base de 
datos de la División de Población de Naciones Unidas, 
que incluye a todos los países del mundo, muestra que solo 
hay cuatro ciudades con más de un millón de habitantes 
en el Caribe: La Habana (Cuba), Puerto Príncipe (Haití), 
San Juan (Puerto Rico) y Santo Domingo (República 
Dominicana). Kingston (Jamaica) cuenta con más 
de medio millón de residentes, mientras que Nassau 
(Bahamas) se acerca a los 250.000. En el resto de países 
del Caribe, las poblaciones de las capitales varían entre los 
3.700 de CockBurn Town (Islas Turcos y Caicos), y los 
57.000 de Puerto España (Trinidad y Tobago).

La Paz, Bolivia. Contraste del centro de la capital boliviana.  
© Pablo Poeta
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Mapa 1.2  
América Latina y el Caribe. Ciudades de más de 20.000 habitantes, 1950 y 2000

Fuente: elaborado con datos de CELADE, UNDESA y censos nacionales.
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Las ciudades crecen a ritmos diferentes 

Más importante que el número absoluto de ciudades o 
la cantidad de habitantes de cada una, es el ritmo y la 
manera en que están creciendo estas aglomeraciones por 
las implicaciones que tiene para su planeación y gestión, 
para su evolución económica y la posibilidad de que este 
desarrollo urbano sea sostenible.

El análisis realizado con los datos demográficos disponibles 
a partir de 1950 y hasta 2010 muestra que la tasa promedio 
de crecimiento de las aglomeraciones de América Latina 
y el Caribe está en descenso independientemente del 
tamaño poblacional del país y de la ciudad. Si en la década 
de 1950 esa tasa se situaba en torno al 5%, en 2010 no 
llegaba al 2%, lo que significa que, a escala regional, el 
crecimiento poblacional de las ciudades se ha acercado 

 
Crecimiento de las ciudades de América Latina y el 
Caribe en función de su tamaño relativo, 1950-2010
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de Urbanización en 
Perspectiva, División de Población (CELADE). Ver detalles en anexo 3.

Gráfico 1.9  
Crecimiento de las ciudades de América Latina y el Caribe en función de su tamaño absoluto, 1950-2010
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de Urbanización en Perspectiva, División de Población (CELADE).

progresivamente a tasas de estabilidad y parece estar cada 
vez más asociado al crecimiento natural o vegetativo (en 
un contexto de descenso de las tasas de fertilidad) y menos 
a movimientos migratorios del campo a la ciudad. No 
obstante, en ciudades grandes, esas tasas de crecimiento 
representan cifras absolutas considerables.

La interpretación de estos datos debe hacerse con 
precaución. Es claro que, en este análisis regional, el peso 
demográfico de algunas áreas geográficas, sobre todo de 
Brasil y México, podría estar marcando la pauta para la 
región. 

Por otra parte, no se debe olvidar que los datos y su 
interpretación pueden sufrir distorsiones por el hecho de 
que algunas ciudades cambian de categoría de una década 
a otra por su propia evolución demográfica. Por ejemplo, 
São Paulo tenía 2,3 millones de habitantes en 1950, 
pero en 1970 ya contaba con casi 8 millones y en 1980 
superaba ampliamente los 10 millones, una evolución 
que afecta cualquier clasificación de las ciudades por su 
tamaño. Además, ha habido cambios en la denominación 
y delimitación espacial de las aglomeraciones, agregando 
áreas nuevas y creando entidades antes inexistentes. 

En líneas generales, las ciudades de mayor tamaño son 
las que han estado creciendo menos en población desde 
los años setenta, posiblemente por tratarse de espacios 
geográficos más consolidados. Por el contrario, las 
ciudades de menos de 1 millón de habitantes son las que 
más han crecido en término medio, aunque dentro de ese 
escenario de desaceleración descrito anteriormente que, 
para este grupo de ciudades, ha sido más pronunciado en 
la última década. 

De los datos demográficos para cada “subregión” se 
desprende que la tasa de crecimiento de las ciudades 
del arco andino-ecuatorial tiende a converger desde 
el año 2000 y todas ellas crecen hoy prácticamente al 
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Recuadro 1.2  
Ciudades intermedias

La noción de ciudad intermedia es relativa al tamaño del país y 
la estructura de su sistema de ciudades.

Tegucigalpa y Kingston son las mayores ciudades de Honduras 
y Jamaica, y las más importantes para sus respectivos países 
en todos los ámbitos, aunque, por población, equivalen a una 
ciudad de tamaño medio de Brasil y México. 

En la región, se considera que las ciudades intermedias tienden a 
tener funciones similares dentro de su país independientemente 
de las importantes variaciones en términos de cantidad de 
población.

Desde esta perspectiva, una ciudad intermedia como Puerto 
Plata, en República Dominicana, u Oruro, en Bolivia, cumple 
funciones y ofrece servicios dentro de su país similares a los que 
tienen Corrientes en Argentina o Goiania en Brasil.

Tamaño país Tamaño ciudad intermedia

< 2 millones hab. Sin sistema urbano de ciudades

2-10 millones hab. 50.000-250.000 hab.

10-20 millones hab. 70.000-350.000 hab.

20 a 50 millones hab. 300.000-550.000 hab.

> 50 millones hab. 500.000-1 millón hab.

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de 
Urbanización en Perspectiva, División de Población 
(CELADE). Ver detalles metodológicos en anexo 2.

Gráfico 1.11  
Crecimiento de las ciudades de América Latina y el Caribe por tamaño relativo y áreas geográficas, 1950-2010 (%)

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de Urbanización en Perspectiva, División de Población (CELADE). Ver detalles en anexo 3.
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mismo ritmo. El Cono Sur se distingue en que sus tasas 
de crecimiento son inferiores y más estables que en las 
otras áreas. Los mayores contrastes se perciben en el 
Caribe y, especialmente, en Centroamérica, donde el 
ritmo de crecimiento de las ciudades es superior, lo que 
se corresponde con una transición rural-urbana aún en 
marcha.

Para tener en cuenta las grandes diferencias demográficas 
y geográficas entre los países, es relevante el análisis que 
no solo considera la cantidad de población en cada ciudad, 
sino también su tamaño relativo dentro del sistema de 
ciudades del país.

En esta comparación se han considerado tres grupos de 
ciudades (menor, intermedia y grande), cuyo tamaño 
viene determinado por el de las ciudades intermedias de 
cada país (oscila entre 50.000 y 1 millón de habitantes). 
En líneas generales, este análisis (ilustrado en el gráfico 
1.10) corrobora las tendencias mencionadas.

Desde esta perspectiva, se nota que en Brasil, México, 
el Cono Sur y los países del Arco andino-ecuatorial, las 
ciudades mayores son las que menos crecieron entre 1970 
y 2000, fecha a partir de la cual se nota la desaceleración 
de las ciudades menores.

En Centroamérica y el Caribe cada grupo presenta 
grandes fluctuaciones. En estos países, la lectura de los 
datos es mucho más sensible a cambios en la clasificación 
al tener un número de aglomeraciones menor.

El crecimiento del número de ciudades y la variación de 
su tamaño tienen implicaciones importantes sobre los 
sistemas de ciudades y las políticas públicas de desarrollo 
urbano. El mayor dinamismo de las ciudades pequeñas e 
intermedias alude a una diversificación de la trama urbana 
y la posibilidad de un mayor equilibrio territorial. 

Gráfico 1.12  
América Latina y el Caribe. Primacía urbana, 2010 (medido por el IPT)
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Fuente: elaborado con datos de CELADE, UNDESA y censos nacionales.

Con la desaceleración del ritmo de crecimiento en todos 
los grupos de ciudades se reducen los desafíos inmediatos, 
pero también las oportunidades para impulsar patrones 
urbanos mas orientados hacia la sostenibilidad31. Los casos 
puntuales de ciudades con crecimiento muy acelerado 
justifican una atención especial, como se analizará más 
adelante.

Diversificación del sistema de ciudades

La importancia que ha tenido el mayor crecimiento de 
ciudades intermedias y pequeñas para la red urbana de 
cada uno de los países puede ser valorada, aunque de forma 
imperfecta, mediante dos índices: el índice de población 
total (IPT) y el índice de las cuatro ciudades (ICC). Ambos 
expresan en términos cuantitativos el grado de primacía 
urbana, es decir, ofrecen dos maneras complementarias de 
medir la preponderancia demográfica de la mayor ciudad 
dentro de un país y en relación al resto de su red urbana. 
Son indicadores que también permiten describir algunas 
características de los sistemas de ciudades de la región y 
algunas tendencias, aunque no causalidades32. 

El IPT es el cociente que resulta de dividir la población 
de la primera ciudad entre la población total del país. 
Su cálculo en Brasil nos muestra que solo 1 de cada 10 
brasileños vive en São Paulo, lo que significa una “baja” 
concentración demográfica en el país aunque esta es una 
de las grandes megaciudades de la región. En el extremo 
opuesto se sitúa Uruguay, donde casi 5 de cada 10 
ciudadanos viven en Montevideo. Otros países con alta 
primacía por el IPT son Panamá, Chile y Argentina. El 
comportamiento del IPT en el tiempo muestra, además, 
que, desde 1950, la preponderancia demográfica de las 
mayores ciudades de cada país ha ido en aumento en la 
mayoría de los casos, aunque hay indicios de estabilidad. 
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Evidentemente, estos resultados están muy influenciados 
por la dimensión del país que se considera, por lo que 
puede resultar poco pertinente comparar países de escala 
tan distintas como Brasil y Uruguay. El análisis sería 
muy distinto si, en vez de considerar la escala nacional, 
se contrastaran entidades territoriales de tamaño similar, 
como en el caso de Brasil los Estados que conforman la 
federación.

El índice ICC33 permite tener una idea más global de 
la estructura urbana al valorar el tamaño de las cuatro 
ciudades más grandes en cada país. Según este índice, 
Uruguay encabeza de nuevo la lista de primacía urbana 
en la región, pero es seguido muy de cerca por Guatemala, 
país que en la comparación anterior mostraba un índice 
moderado, puesto que solo 1,5 de cada 10 guatemaltecos 
vive en la capital. Eso significa que Ciudad de Guatemala 
ejerce un gran poder monopólico sobre el territorio del 
país que no se refleja en concentración demográfica 
debido a que aún cuenta con una elevada proporción de 
población rural. Una situación parecida se da en Perú, 
con la diferencia de que demográficamente es mayor la 
concentración en Lima (2,9 de cada 10 peruanos)34. 

En la región destaca el caso de Brasil, que presenta un 
valor bajo en los dos indicadores, tanto por contar con 
dos megaciudades como por existir un grupo de ciudades 
grandes que hacen contrapeso, lo que implica una red 
urbana más diversa. Lo mismo se observa, aunque en 
menor medida, en Colombia. En ambos, las condiciones 
geográficas, políticas y económicas han dado lugar a 
modelos más policéntricos. 

Se observa, además, una tendencia incipiente a un 
mayor equilibrio en algunos países. Caracas ha perdido 
centralidad y Venezuela despunta como uno de los países 
con una malla urbana más propensa al equilibrio. Lo 
mismo ocurre en Bolivia, pero, a diferencia del anterior, 
lo logra gracias al crecimiento de Santa Cruz de la Sierra 
que, cada vez más, se acerca en tamaño a La Paz, lo que se 
traduce en realidad en un sistema bicefálico. La primacía 

Gráfico 1.13  
Índice de primacía de grandes ciudades seleccionadas, 1950-2010 (medidas por el IPT)
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también parece disminuir ligeramente en México, 
Paraguay e incluso Uruguay. 

En el Caribe, mientras en República Dominicana y 
Haití la población se ha concentrado cada vez más en sus 
capitales, Santo Domingo y Puerto Príncipe, otros países, 
como Granada, Jamaica, San Vicente y las Granadinas, 
y Santa Lucía, se han mantenido estables en las últimas 
décadas. 

Los cálculos del IPT y del ICC de los países de la 
región indican que, pese a que hay ciudades de tamaño 
intermedio que han crecido en población, comienzan 
a destacar y alzarse como una alternativa a las grandes 
aglomeraciones, aún no tienen suficiente fuerza como 
para ejercer un impacto notable en el sistema de ciudades. 

Bogotá, Colombia. Excavación para mejora de las vías públicas.  
© Victor Alfonso González
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El patrón urbano monocefálico o bicefálico, afianzado 
por el proceso de transición urbana en América Latina 
y el Caribe, sigue siendo, por tanto, la nota dominante 
en la región, aunque la red de ciudades se ha vuelto más 
compleja y hay señales de una cierta desconcentración 
demográfica. Hará falta que transcurra más tiempo 
para verificar si esa tendencia incipiente se consolida y 
si la malla urbana de los países de la región ofrecen un 
panorama más balanceado.

El tamaño del país, su orografía, el grado de integración 
territorial (determinado por condiciones de infraestructura 
y geográficas principalmente), las actividades económicas 
y la madurez del proceso de urbanización son 
determinantes en la formación de concentraciones de 
población y económicas y el nivel de primacía35. Factores 
de este tipo pueden explicar, por ejemplo, que una ciudad 
diferente de la capital del país sea la de mayor peso 
demográfico o económico, como ocurre con Guayaquil, 
cuya localización y su propia historia la han convertido en 
la capital comercial de Ecuador. 

En el caso de países pequeños en territorio, la conjunción 
de los múltiples factores refuerza la capacidad monopolista 
que ha tenido históricamente la ciudad primada sobre la 
totalidad del territorio, como en Ciudad de Panamá, San 
Salvador o Kingston.

1.4 Patrón de crecimiento 
urbano 

El emplazamiento, la distribución y el dinamismo de las 
ciudades en la región están fuertemente determinados 
por las condiciones geográficas, políticas y económicas. 
Históricamente, las ciudades de América Latina y el Caribe 
se desarrollaron principalmente en una zona costera y 
algunos lugares estratégicos del interior, respondiendo 
a los objetivos políticos, militares y comerciales de la 
potencia colonial. Son los casos de Potosí (Bolivia), 
Asunción (Paraguay) o Córdoba (Argentina). En 
ocasiones, las ciudades fueron creadas sobre asentamientos 
precolombinos, de lo que son ejemplos conocidos Ciudad 
de México y Cuzco (Perú).

En periodos más recientes, la expansión física de las 
ciudades y el desarrollo económico han propiciado la 
aparición de nuevas expresiones urbanas sobre el territorio 
y consolidado fenómenos como las conurbaciones, las 
áreas metropolitanas, las megarregiones o los corredores 
urbanos. 

Si las grandes conurbaciones plantean nuevos retos a la 
gobernabilidad urbana, ha surgido un desafío adicional 
de grandes dimensiones con la dispersión del espacio 
construido. Las ciudades tienden a ocupar más suelo del 
necesario por crecimiento demográfico y urbano, pese a 
que existen herramientas para una mejor ocupación del 
territorio, el aprovechamiento de las redes infraestructura 
y la ampliación de los servicios básicos, elementos que 
garantizan mejor calidad de vida. 

Esmeraldas, Ecuador. La expansión física y el desarrollo económico han propiciado nuevas expresiones urbanas. © ONU-Habitat
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Nuevas oportunidades, nuevas 
localizaciones

Actualmente, un 42% de la población de América Latina 
y el Caribe vive en una franja terrestre a una distancia 
máxima de 100 kilómetros de la costa. Sin embargo, esa 
zona del litoral representa tan solo el 20% del territorio 
de la región36. En Sudamérica se observa, además de las 
ciudades costeras, un conjunto relativamente disperso 
de ciudades atravesando el sistema andino, varias de 
las cuales corresponden a asentamientos prehispánicos 
o núcleos urbanos creados por su favorable ubicación 
productiva, comercial o militar. Los contrastes orográficos 
han podido favorecer una organización más bien linear en 
la zona del Pacifico y más policéntrica en la del Atlántico, 
donde el relieve es menos acentuado.

En la mayoría de los casos, las ciudades creadas por la 
potencia colonial, fuertemente concentradas en el área 
litoral por la importancia estratégica de las rutas marítimas, 
han prosperado durante el proceso de industrialización 
manteniendo las ventajas competitivas de su localización.

Existen en la región algunos ejemplos, aunque pocos, de 
ciudades creadas artificialmente o planificadas con un 
propósito específico. Fue el caso de la capital brasileña, 
Brasilia, que nació por una decisión político-administrativa 
y rápidamente desbordó las expectativas de crecimiento 
demográfico de sus creadores; de la venezolana Ciudad 
Guayana, fundada en 1961 a partir de las comunidades 
de Puerto Ordaz y San Félix como centro industrial y 
puerto fluvial, y de la paraguaya Ciudad del Este, creada 
por decreto en 1957 en la zona de la Triple Frontera 
(Argentina, Brasil y Paraguay), que se ha convertido en la 
segunda ciudad del país.

La globalización ha supuesto cambios importantes para 
las ciudades y abierto oportunidades para aglomeraciones 
intermedias y pequeñas. Con el incremento de los 
intercambios comerciales internacionales, se ha reforzado 

la importancia de las condiciones legales, fiscales y políticas 
ofrecidas por las ciudades. Asimismo, se han desarrollado 
numerosas ciudades fronterizas –una categoría en la 
que entran, entre otras, Ciudad Juárez, Nogales, Nuevo 
Laredo y Tijuana, en el norte de México.

De la misma forma que la decadencia económica puede 
inducir a la población a emigrar, nuevas oportunidades 
económicas, como la explotación de recursos naturales o 
turísticos, estimulan la formación y crecimiento de áreas 
urbanas. A partir de 1950, hubo un proceso de ocupación 
progresiva de zonas vacías o tierras del interior que estuvo 
en buena parte relacionado con el avance de la frontera 
agrícola y con proyectos de desarrollo económico. Fue 
así como se expandieron Manaus y Belém, en Brasil. Un 
caso emblemático de crecimiento urbano basado en el 
sector turístico es Cancún (México), un pueblo pesquero 
en los años cincuenta que, en los ochenta tenía 30.000 
habitantes y ahora cuenta con 700.000.

Grandes conurbaciones

La expansión urbana ha hecho que muchas grandes 
ciudades desborden los límites administrativos de sus 
municipios y terminen absorbiendo físicamente otros 
núcleos urbanos mediante un proceso de conurbación. El 
resultado ha sido la aparición de áreas urbanas de grandes 
dimensiones territoriales, a veces formalizadas en un área 
metropolitana, integradas por múltiples municipios y con 
una intensa actividad económica. Es lo que ha ocurrido 
con muchas de las capitales latinoamericanas y algunas 
grandes aglomeraciones, como Caracas, Fortaleza, 
Guayaquil o Medellín.

Un fenómeno propio de las últimas décadas del siglo 
XX fue la conformación de ciudades satélite y ciudades 
dormitorio por el desarrollo o emergencia de núcleos 
urbanos ubicados cerca de grandes ciudades y en estrecha 
relación con el desarrollo económico de estas; algunos son 

Gráfico 1.14  
Densidad demográfica en ciudades seleccionadas, 2000
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Fuente: elaborado con datos del Atlas of Urban Expansion, Lincoln Institute of Land Policy.
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totalmente dependientes y otros tienen cierta autonomía 
funcional, pero la vida en ellas está estrechamente 
vinculada a la de la ciudad principal.

Con la interacción progresiva de diferentes áreas 
metropolitanas y ciudades próximas de menor tamaño 
(industriales, de servicios, comerciales o ciudades-satélite) 
han comenzado a surgir megarregiones urbanas, también 
conocidas como corredores urbanos cuando la integración 
económica se articula en torno a una vía de comunicación 
terrestre. Un ejemplo de megarregión es el sistema formado 
por las regiones metropolitanas de São Paulo, Campinas 
y la Baixada Santista, un área que representa 26 millones 
de habitantes y que se ha alzado como el principal polo 
económico, financiero e industrial del país. 

Áreas metropolitanas, conurbaciones, ciudades-región, 
megarregiones y corredores urbanos son nuevas expresiones 
territoriales del fenómeno urbano que favorecen y se 
apoyan en el desarrollo económico regional. Son espacios 
que ofrecen grandes oportunidades socioeconómicas, 
aunque también conllevan retos de enormes proporciones 
desde el punto de vista social, medioambiental y de gestión 
política e institucional.

Tendencia a la dispersión y a la 
periurbanización

Parecen ser muy escasos o muy puntuales los estudios 
sobre la forma en la cual se materializa la expansión 
de las ciudades en América Latina y el Caribe. Hacer 
análisis comparativos resulta particularmente complejo 
considerando la dificultad que existe para delimitar la 
“mancha urbana”, o sea el territorio considerado como 
“urbano” con base a sus características de ocupación del 
suelo y edificación; pero se han identificado patrones 
comunes que indican un crecimiento disperso de baja 
densidad.

Gráfico 1.15  
Variación de la densidad en ciudades seleccionadas, 1990-2000
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Fuente: elaboración propia con datos del Atlas of Urban Expansion, Lincoln Institute of Land Policy.

Las ciudades de América Latina y del Caribe son 
actualmente medianamente densas comparadas a las 
de otras áreas urbanas del mundo. Datos del año 2000 
indicaban que la densidad urbana promedio en la región 
–calculada sobre una base de 25 aglomeraciones elegidas 
al azar– era de 70 personas por hectárea37. Las ciudades de 
la región presentaban una densidad similar a la observada 
en Europa y en África; eran mucho más densas que las 
principales ciudades norteamericanas (menos de 25 hab/
ha) y mucho menos que las grandes ciudades asiáticas 
(200 a 400 hab/ha)38. 

Evidentemente, esos datos no reflejan la variación de 
densidad demográfica existente dentro de cada ciudad, en 
los diferentes sectores o manzanas, elementos que tienen 
mucho impacto sobre el modelo de ciudad, la percepción 
de densidad y su aceptación social. En muchas ciudades se 
observa una densidad elevada en el centro, que disminuye 
rápidamente hacia la periferia. El caso de la ciudad de 
México es atípico, ya que solo presenta densidades medio-
altas, pero en un área muy extensa e incluso en barrios 
situados a 20km del centro de la ciudad39. 

Si bien no es posible sacar conclusiones de estudios parci-
ales, la desdensificación aparece como una tendencia en 
el conjunto de ciudades analizadas. En el periodo 1990-
2000, el número de habitantes por hectárea disminuyó en 
la mayoría de las aglomeraciones incluidas en el análisis, 
lo que significa que la ciudad se expandió territorialmente 
con nuevas áreas menos densamente pobladas que las 
existentes. 

En promedio, cada habitante ocupaba en 2000 un área 
mayor del que utilizaba en 1990, o sea las ciudades se 
expandieron espacialmente a un ritmo mayor que su 
crecimiento demográfico. Es algo que se puede ver, con 
cálculos más recientes40, en México, donde en promedio 
las ciudades se han expandido territorialmente tres veces 
más que el crecimiento de su población. 
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Recuadro 1.3  
Tres dinámicas, una sola tendencia de expansión dispersa 

En la ciudad de Buenos Aires existe una tendencia a la 
expansión periférica para el desarrollo de conjuntos cerrados 
habitacionales de alta y media renta. Como se observa en la 
imagen, estos “barrios cerrados” se localizan sobre las grandes 
autopistas en el radio periurbano del Gran Buenos Aires, con la 
consecuente dependencia del vehículo privado.

Desde una lógica completamente opuesta, caracterizada 
por la dificultad económica para acceder a condiciones 
habitacionales formales y dentro de estándares adecuados, 

Unidades de vivienda social construidas en la región 
metropolitana de Santiago 

Área Área 
periurbana

Área 
metropolitana

Total

1978-1983 3467 37908 41375

1984-1989 3575 68804 55268

1990-1995 10628 55268 65896

1996-2002 9076 37369 46445

Total 26746 199349 226095

Fuente: Hidalgo et al. (2008), publicado en CEPAL/Helmholtz 
Association/GTZ (2010).

los asentamientos irregulares en la ciudad de Montevideo 
(Uruguay) también muestran una importante tendencia a la 
periurbanización.

En Santiago de Chile, los proyectos de vivienda social subsidiada 
tienden a localizarse en las áreas donde el suelo es mas barato, 
es decir en las áreas más lejanas, mal conectadas y poco servidas 
de la periferia, un fenómeno que también se observa en Ciudad 
de México.

Mapa 1.3  
Asentamientos irregulares en Montevideo

Fuente: Intendencia Departamental de Montevideo.  
En http://sig.montevideo.gub.uy

Mapa 1.4  
Organización socioespacial de Buenos Aires

Mapa 1.5  
Evolución de la mancha urbana de México,1810-2000

Fuente: Thuillier, Guy (2005).

Fuente: Elaborado con 
datos del Lincoln Institute 
of Land Policy, Atlas of 
urban expansión.
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La propensión a la expansión dispersa de la ciudad tiene 
orígenes complejos, en los que se combinan muchos 
factores, como el control urbanístico, la planificación 
urbana, la oferta de transporte, vivienda y comunicaciones, 
el precio del suelo, las oportunidades laborales, la calidad 
de los servicios y hasta la identidad y el estilo de vida. Es 
además una expansión que no se reduce a un grupo social 
o un tipo de estructura urbana. 

En la región se encuentran ejemplos de expansión dispersa 
por iniciativas tan diferentes como el desarrollo de 
conjuntos habitacionales cerrados de alta y media renta o la 
realización de proyectos de vivienda social subsidiada por 
el Estado. También se observa la existencia de ciudades que 
se expandieron de forma desordenada, con áreas precarias 
e informales –carentes de infraestructura y servicios, 
transporte público o accesos por carretera– surgidas como 
consecuencia de la pobreza y la urbanización acelerada. 
Cada uno de estos ejemplos responde a dinámicas 
propias, pero todos contribuyen a esa tendencia general 
de dispersión espacial, con sus consecuentes impactos y 
costos sociales, ambientales y económicos.

Densidad y expansión urbana 

La densidad demográfica urbana es un elemento decisivo 
para la provisión duradera de infraestructuras y servicios 
públicos y sociales. Es una de las principales ventajas 
de la urbanización, ya que reduce costos marginales 
e impactos ambientales, y estimula la cultura y la 
creatividad. Sin embargo, la ciudad densa no es el modelo 
mayoritariamente deseado en la región, al menos de forma 
consciente, ya que, por el mal diseño y el déficit de gestión, 
no se perciben sus ventajas en el corto plazo. 

Son muchas las ciudades de América Latina y el Caribe 
que tienen como esquema de expansión de sus periferias 
un modelo basado en la multiplicación de carreteras, 
centros comerciales y conjuntos habitacionales cerrados. 
Es un modelo que responde de manera puntual a las 
múltiples demandas de los mercados inmobiliarios, sin 
que en ningún momento parezca haber una intervención 
consciente del poder público para crear estructuras 
urbanas que transciendan los proyectos inmobiliarios 
individuales. De esta forma, las áreas urbanas se expanden 
con viviendas, en el mejor de los casos dotados de 
infraestructuras y servicios, pero sin crear un verdadero 
tejido urbano interconectado.

Al expandirse sin visión integradora, las periferias pueden 
exacerbar la segregación y estigmatización socioespacial 
de las comunidades que las habitan. Las periferias 
pueden convertirse en trampas de pobreza para grupos 
de población que no logran aprovechar las ventajas que 
ofrece la urbanización. 

El modelo de expansión también es influenciado por el 
funcionamiento del mercado de suelo e inmobiliario. 

Los mecanismos de promoción inmobiliaria determinan 
en gran medida la localización y las características de los 
ensanches urbanos, mientras la urbanización informal 
resulta de fallas en el funcionamiento del mercado y la 
planificación territorial, así como del sistema de protección 
social. 

En la región es habitual la llamada especulación urbana. 
En su búsqueda por mayores ganancias, propietarios de 
terrenos y desarrolladores inmobiliarios incorporan con 
sus proyectos de construcción nuevo suelo a la ciudad, 
aunque por su lejanía no cuenten con infraestructura y 
conectividad adecuadas o no se necesiten por existir suelo 
libre, mejor localizado, ya adecuado. Grandes terrenos 
rodeados de inversiones públicas en infraestructuras y 
listos para su uso urbano permanecen sin construcción 
o subutilizados a la espera de un mejor precio, generando 
una falsa escasez de suelo y, con ella, la necesidad de 
expandir la ciudad y extender las redes e infraestructuras 
a áreas cada vez más lejanas. 

Con frecuencia, propietarios y desarrolladores tienen el 
suficiente poder jurídico y político como para obtener 
autorizaciones de usos de suelo según su discrecionalidad, 
mientras que los marcos jurídicos de planeación son, en 
ocasiones, muy débiles, no disponen de instrumentos de 
gestión de suelo o adolecen de la falta de voluntad política 
para su implementación. 

Una expansión urbana con mayores niveles de calidad y 
sostenibilidad es posible si los gobiernos locales se anticipan 
con políticas de planificación, diseño y regulación que 
permitan no solamente orientar la inversión, sino también 
potenciarla y captar los beneficios de las plusvalías 

Belo Horizonte, Brasil. Transición hacia una ciudad más vertical.  
© Gabriel de Sousa
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derivadas de la urbanización para el financiamiento de 
las infraestructuras y servicios. También se puede lograr 
con una actitud más proactiva frente a los mercados 
inmobiliarios, de modo que, en lugar de tratar de 
corregir a posteriori las consecuencias de la urbanización 
desordenada, permita impulsar visiones positivas, más 
sostenibles y equitativas del desarrollo urbano. 

27. En Norteamérica, que es la segunda área geográfica con mayor 
población en megaciudades, representa el 11,55%.

28. Base de datos de la División de Población del CELADE sobre 
Distribución Espacial de la Población y Urbanización en América 
Latina y el Caribe (DEPUALC). Los países son: Argentina, Bolivia, 
Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, 
Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana y Venezuela.

29. 

En el Caribe hay una veintena de países independientes y territorios 
insulares. Algunos de estos territorios forman parte de otros 
Estados (caso de Martinica o Guadalupe, que son departamentos 
franceses de ultramar) y otros están considerados por las Naciones 
Unidas como territorios no autónomos (Islas Caimán, Islas Turcas 
y Caicos, y Montserrat, en otros), por lo que tienen un alto grado 
de autonomía, pero no gozan de una independencia total de su 
antigua potencia colonial.

31. El capítulo cuarto de este informe desarrolla los aspectos de 
infraestructura, redes, servicios públicos y hábitat urbano, y el 
cuarto aborda los aspectos relacionados con las afectaciones de las 
ciudades al medio ambiente.

32. El análisis solo se realiza para los países con más de 2 millones 

disponen de datos para una serie temporal dada. En este análisis 
se han tomado los datos correspondientes al límite funcional 
de la aglomeración como un todo (criterio de aglomeración) y 
no al límite administrativo. Para un análisis más comprehensivo 
sería necesario incluir un grupo de indicadores multidimensional 
en el tiempo, pero actualmente no se cuenta con datos de 
estas características. Para realizar un análisis de causalidad de 
la concentración y la primacía urbana, se requeriría de estudios 
que incluyan condiciones económicas y de poder político en 
largos períodos de tiempo, lo que supera los objetivos de este 
documento. 

33. El ICC es el cociente resultante de dividir la población de la ciudad 
de mayor tamaño entre la suma de las tres siguientes.

34. Los datos nacionales más recientes muestran que la concentración 
es algo mayor. Se pueden dar casos parecidos si se toman cifras 
estadísticas nacionales. Para este estudio, se han tomado series 
históricas comparables para todos los países.

35. 

36. 

37. Estudio denominado “Atlas of urban expansion” realizado por el 
Lincoln Institute of Land Policy. El estudio usa una metodología 
basada en pixeles, es decir, puntos de color en una imagen digital, 
y analiza las manchas urbanas de las aglomeraciones seleccionadas 
en función de la ocupación efectiva del suelo, sin atender a sus 
límites político-administrativos. Tanto las cifras como los mapas 
utilizados en adelante se encuentran disponibles en: http://www.
lincolninst.edu/subcenters/atlas-urban-expansion/global-sample-
cities.aspx

38. Véase http://sapiens.revues.org/914

39. 

Notas

1. No existe una definición única y mundialmente aceptada de “área 
urbana”. El concepto difiere considerablemente entre países y ha 
variado con el tiempo. El anexo 1 ofrece una lista con la definición 
de área urbana en los países de la región.

2. Por urbanización se entiende el crecimiento de la población urbana 
en relación a la población total de un país, una región o el mundo 
en su conjunto.

3. Las series históricas de datos estadísticos y las estimaciones futuras 
sobre población incluidas en este capítulo se basan en los datos de 
la División de Población del Departamento de Asuntos Económicos 

4. Eso se debe en gran medida a la alteración que tuvo su pirámide 
demográfica como consecuencia del conflicto armado que duró 
hasta finales de los años ochenta

5. Base de datos de la Comisión Económica para América Latina y el 

6. Ver más detalles en el anexo 1.

7. El promedio mundial de densidad demográfica es de 51 hab/km2. 

8. 
Mundial disponible en http://www.worldbank.org/migration

9. 

Disponible en línea en http:// www.worldbank.org/prospects/
migrationandremittances

11. 

12. 

13. 

14. 

15. El CARICOM cuenta actualmente con 15 países miembros plenos: 
Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belice, Dominica, Granada, 
Guyana, Haití, Jamaica, Montserrat, Saint Kitts y Nevis, Santa 
Lucía, San Vicente y las Granadinas, Suriname, Trinidad y Tobago. 
Además, Anguila, Bermudas, Islas Caimán, Islas Turcas y Caicos y 
las Islas Vírgenes Británicas son miembros asociados.

16. 

17. 

18. 

19. 

Ibídem.

21. 

22. 

23. 

24. Los efectos de las migraciones han sido analizados en numerosos 
estudios de la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe, a partir de datos provenientes de los censos y estimaciones 
indirectas, en los que se basa parte de las informaciones contenidas 
en este epígrafe.

25. 

26. 



Contagem, Brasil.  
© Marcelo Samurai 



En pocas palabras

1. Las ciudades son verdaderos motores para la economía de los países de América 
Latina y el Caribe. Las 40 ciudades principales producen anualmente un PIB de 
más de 842.000 millones de dólares. Se calcula que casi dos tercios del producto 
interno bruto de la región proceden de áreas urbanas, donde se concentran los 
servicios y la industria. Con el aumento de las migraciones, se ha multiplicado el 
flujo de remesas, que llega a representar más del 10% del PIB en varios países.

2. Desde 1970, el ingreso per cápita latinoamericano y caribeño casi se ha triplicado, 
aunque con amplias disparidades. Muchas ciudades tienen una renta por 
habitante mayor que el promedio de su respectivo país. La progresión de las tasas 
de urbanización ha sido constante en todos los países mientras que la evolución 
del ingreso por habitante ha sido más variable, pasando por ciclos y, en algún 
caso, por retrocesos.

3. Los países de América Latina y el Caribe han logrado avances considerables en 
la lucha contra la pobreza en los últimos 10 años. La proporción de población 
urbana pobre se ha reducido, pero, en números absolutos, las cifras siguen siendo 
muy altas. Aproximadamente 124 millones de habitantes de ciudades viven en la 
pobreza, o una de cada cuatro personas en áreas urbanas.

4. Además de la pobreza, la región sufre de un problema de inequidad grave y 
persistente. La desigualdad de ingreso es extremadamente elevada. Hay un 
déficit considerable de empleo y una abundante informalidad laboral, que se 
concentran en los jóvenes y las mujeres. La desigualdad se manifiesta en ciudades 
divididas social y espacialmente, pese a las múltiples oportunidades de desarrollo 
económico y social que ofrece la urbanización.

5. En términos económicos, el peso relativo de las megaciudades está disminuyendo 
en beneficio de ciudades más pequeñas que ofrecen condiciones más 
competitivas. Resalta el dinamismo de ciudades fronterizas, ciudades que 
se benefician de grandes inversiones industriales y ciudades localizadas en 
corredores económicos o en la periferia de grandes conurbaciones.

Claves para el cambio

6. Para superar progresivamente la fragmentación social y urbana de las ciudades, 
hace falta combinar estrategias de crecimiento económico con políticas orientadas 
a corregir la desigualdad de ingreso y de calidad de vida, así como medidas de 
integración territorial y social. Para ello, resulta fundamental la articulación de  
las políticas económicas nacionales con las estrategias de desarrollo urbano 
definidas en las ciudades y regiones.

7. La emergencia de nuevos polos económicos y la consolidación de nuevas 
configuraciones urbanas, por la interconexión entre ciudades, amplían las 
posibilidades de desarrollo socioeconómico, pero también conllevan el riesgo 
de crear nuevas y mayores disparidades sociales y territoriales. Para mitigar ese 
riesgo y mantener su competitividad, las grandes áreas urbanas requieren definir 
políticas más inclusivas. 

8. El crecimiento acelerado en los nuevos polos económicos amerita una particular 
atención por la importancia de los desafíos que plantea. Pocos gobiernos locales 
están preparados para asumir cambios de esta magnitud. Sin acompañamiento 
técnico y político, las ciudades se exponen a repetir los escenarios de crecimiento 
desordenado y de asentamientos precarios con las consecuencias económicas, 
sociales y ambientales que se conocen.

CAPÍTULO 2 

Desarrollo económico y equidad
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América Latina y el Caribe pasó, en el siglo XX, por 
una serie de transformaciones en el modelo económico 
imperante que produjo, a su vez, profundos cambios 
demográficos y sociales. Esos cambios se reflejan en 
la evolución de sus ciudades por la concentración de 
población en áreas urbanas y por el creciente papel que 
éstas han ido desempeñando en la actividad económica 
de los países. 

Las economías de la región han crecido en las últimas 
décadas, aunque en un contexto de volatilidad, 
especialmente a finales del siglo1. La riqueza generada 
y los modestos avances logrados en la lucha contra la 
pobreza desde 1990 no han significado una reducción 
significativa de la brecha de desigualdad. Amplios 
sectores de población urbana viven atrapados en 
círculos viciosos de pobreza e inequidad, cuyo resultado 
son ciudades divididas social y espacialmente, pese a las 
múltiples oportunidades de desarrollo económico y 
social que ofrece la urbanización. 

2.1 Desempeño económico  
y pobreza

Desde una perspectiva global, la participación de América 
Latina y el Caribe en la economía ha variado poco en las 
últimas décadas. En 1970, su contribución en el valor 
agregado mundial era del 6,5%, una tasa que, actualmente, 
se sitúa en el 7% para una región que representa el 8,5% 
de la población mundial2. 

La situación económica regional es heterogénea, con 
economías emergentes que han cobrado relevancia 
mundial, con Brasil a la cabeza, y otras que avanzan más 
lentamente.

El producto interno bruto (PIB) de la región se reparte 
de manera irregular: el 32% corresponde a Brasil, 25% a 
México, 21% a los países del Cono Sur, 16% a los países 
del arco andino-ecuatorial, 5% a Centroamérica y tan 
sólo el 1% al Caribe3. La contribución económica de 
Brasil es proporcional a su peso demográfico; México y 
el Cono Sur aportan más a la producción que su cuota en 

Gráfico 2.1  
América Latina y el Caribe. Participación de 
subregiones y países de gran tamañoa en el PIB 
regional, 1970 y 2009

Caribe

Centroamérica

Cono Sur

México

Arco andino-
ecuatorial

Brasil

1970

2009

a La división en subregiones sigue los mismos criterios del capítulo 1 
(véase el recuadro 1.1). 

Fuente: elaborado con datos del Banco Mundial. Consultados en julio 
de 2011. 

población, mientras que los países andinos, Centroamérica 
y el Caribe tienen una participación en el producto bruto 
inferior a la de sus habitantes en el conjunto regional.

Los principales cambios en el escenario económico 
regional entre 1970 y 2009 fueron el incremento del 
aporte de Brasil en el PIB (en ocho puntos porcentuales), 
un aumento modesto de México y Centroamérica, y la 
fuerte contracción del Caribe. En el caso del Cono Sur, 
la disminución se debió, en buena medida, a la menor 
participación de Argentina. 

Desde 1970, el ingreso per cápita latinoamericano y 
caribeño casi se ha triplicado. Si bien el producto interno 
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Gráfico 2.2  
América Latina y el Caribe. PIB per cápita de los países, 2010
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Fuente: elaborado con datos del Banco Mundial, datos de cuentas nacionales. Consultados en julio de 2011. 

bruto por habitante es un indicador parcial, puesto que 
no muestra la distribución real del ingreso, ofrece un 
panorama de la situación regional y permite una primera 
aproximación al complejo problema de la desigualdad 
de renta y de oportunidades entre diferentes grupos de 
población. En 2009, el ingreso per cápita promedio se 
situaba en 4.823 dólares4, frente a una media mundial 
de 5.868 dólares. Esta cifra oculta amplias disparidades 
a todos los niveles, entre países, en su interior y en las 
mismas ciudades. 

Los dos extremos de renta se encuentran en el Caribe. 
En 2009, Antigua y Barbuda, un país con muy poca 
población cuya economía descansa fundamentalmente en 
el sector de servicios, tenía un PIB per cápita 27 veces 
superior al de Haití, que presenta el PIB por habitante 
más bajo de toda la región. En el Cono Sur, Argentina 
tiene una renta promedio por habitante siete veces más 
alta que Paraguay. Entre los países andinos, Venezuela 
casi quintuplica el ingreso per cápita de Bolivia. Y en 
Centroamérica, Panamá obtiene seis veces más PIB por 
habitante que Nicaragua, cuya economía todavía sufre el 
peso de la deuda externa.

Peso considerable de las remesas

Un fenómeno importante para la economía de muchos 
países, vinculado al aumento de las migraciones 
transnacionales, es el flujo de remesas, que se han 
multiplicado por diez en los veinte últimos años5. Según 
estimaciones del Fondo Multilateral de Inversiones, las 
transferencias de dinero de emigrantes sumaron casi 
56.900 millones de dólares de los Estados Unidos en 2009 
y 58.100 millones en 2010, una cifra que sería mayor si se 
tuvieran en cuenta las enviadas por canales informales6.

En términos absolutos, México es, con diferencia, el 
país que más cantidad de dinero recibe en remesas 

(22.600 millones de dólares en 2010), seguido de Brasil 
y Guatemala (4.300 millones de dólares cada uno). Pero, 
si se mide por la importancia de las transferencias en el 
PIB del país, los principales destinarios son Honduras 
(19,3%), Guyana (17,3%), El Salvador (15,7%), Haití 
(15,4%), Jamaica (13,8%) y Nicaragua (10,3%)7. 

Las remesas no solo tienen un peso considerable en las 
economías nacionales, sino que, además, se han convertido 
en un componente básico del ingreso de muchas familias. 
En México, más del 60% de los hogares que se declaran 
beneficiaros de remesas pertenecen al grupo de población 
con menos ingresos, mientras que el 4% se clasifica en 
el quintil superior de ingresos y lo mismo ocurre, con 

Victoria, El Salvador. Las tasas de pobreza en la región suelen ser mayores en 
las zonas rurales que en las urbanas. © Oscar Armando Payés
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proporciones algo diferentes, en Paraguay. En otros países, 
esa relación se invierte, como en Perú y Nicaragua, donde 
la proporción de hogares con ingresos superiores que recibe 
remesas es mayor que la de familias de bajos ingresos9. 
Aunque la cantidad y el perfil de beneficiarios difieren 
entre países, las remesas son un recurso indispensable para 
numerosos hogares, ya que permiten cubrir necesidades de 
vivienda, salud, alimentación o educación10.

Pobreza y desigualdad, la asignatura 
pendiente

Desde la adopción de la Declaración del Milenio, en 
el año 2000, América Latina y el Caribe ha logrado 
algunos avances en la reducción de la pobreza (primero 
de los Objetivos fijados en ese documento), pero han sido 
modestos si se comparan con otras regiones en desarrollo11. 
Actualmente, 180 millones de habitantes de la región (un 
33%) viven en condiciones de pobreza y, de ellos, 71 
millones son indigentes (un 13%)12. 

Los principales avances en el combate a la pobreza en la 
región se han logrado durante la última década13 y han sido 
resultado, en general, de la combinación de un crecimiento 
del ingreso medio y una ligera mejora en su distribución14. 
Según las mediciones de la CEPAL, la proporción de 
población viviendo en la pobreza se ha reducido de 48 a 
33% en el periodo 1990-2009. El descenso progresivo de 
la tasa de pobreza coloca a la región en vías de cumplir 

Recuadro 2.1  
Métodos de medición de la pobreza y la desigualdad 

Existen diferentes maneras de medir la pobreza, pero las más 
usuales se apoyan en el ingreso, un indicador vinculado a factores 
económicos coyunturales, y la satisfacción de necesidades 
básicas, que se caracteriza por ser un proceso a más largo plazo. 
Ambos tratan de medir situaciones en las que el nivel de vida de 
la población no llega a un estándar aceptable; la diferencia reside 
en que el primero valora si el ingreso per cápita mensual de los 
hogares permite satisfacer las necesidades básicas de la familia, 
mientras que el segundo evalúa si, en la práctica, se han cubierto 
o no esas necesidades8. 

El Banco Mundial considera “pobre” a la población que no tiene 
un ingreso mínimo de 2 dólares por día, ajustados por paridad de 
poder de compra, e “indigente” (o en pobreza extrema) a la que 
vive con menos de 1 dólar diario. 

La CEPAL aplica el método del costo de las necesidades básicas. 
Para ello, usa las líneas de pobreza e indigencia, es decir, un 
cálculo del ingreso mínimo necesario para que los miembros de 
un hogar puedan satisfacer sus necesidades esenciales teniendo 
en cuenta el coste en moneda local de una canasta básica de 
alimentos (específica para cada país), los hábitos alimentarios, 
la disponibilidad de alimentos y sus precios relativos (se toma en 
consideración la diferencia de precios entre áreas rurales y centros 
urbanos pequeños, y las áreas metropolitanas). Por este método, 
se consideran indigentes los hogares con unos ingresos de hasta 

0,6 líneas de pobreza y pobre a los que perciben entre 0,61 y 1,2 
líneas de pobreza. 

Una limitación de este tipo de indicadores es que no considera el 
peso de los costos de habitación, ni las diferencias entre ciudades 
o en su interior. 

Un concepto vinculado con la pobreza, que valora cobertura de 
necesidades básicas y complementarias, es el índice de desarrollo 
humano (IDH), elaborado desde 1990 por el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). Actualmente, su 
cálculo implica cuatro indicadores: el ingreso per cápita en paridad 
de poder adquisitivo, el nivel educativo, la esperanza de vida y 
el “índice de pobreza multidimensional”. Este último incorpora 
variables sobre salud y calidad de vida, buscando aproximarse al 
problema de una manera más comprehensiva.

Existen también mediciones de los niveles de desigualdad, de las 
cuales, la más habitual es el coeficiente de Gini. Este coeficiente 
valora la desigualdad en un país o en una ciudad en función de 
la distribución individual del ingreso en una escala de 0 a 1, en 
la que 0 equivale a una distribución equitativa y 1 al máximo de 
inequidad. La medición de las desigualdades socioespaciales está 
todavía poco desarrollada.

En América Latina, los avances para el cumplimiento de los 
Objetivos del Milenio relativos a la pobreza se valoran en función 
de las líneas de pobreza nacionales estimadas por la CEPAL. 

la primera de las metas del milenio, aunque el número 
absoluto de pobres no haya disminuido; por el contrario, 
es mayor que el que había en 1990.

De los datos estadísticos se desprenden grandes contrastes 
en las condiciones de vida de la población. Mientras que 
países como Argentina, Chile y Uruguay tienen una 
incidencia de pobreza nacional baja (inferior al 12% 
de la población), más de la mitad de los habitantes de 
Bolivia, Guatemala y Paraguay es pobre, y en Nicaragua 
y Honduras la tasa supera el 60%. El caso más dramático 
es Haití, donde, según los estudios de las Naciones 
Unidas realizados tras el terremoto que devastó parte 
del país en 2010, la pobreza ha aumentado hasta situarse 

Gráfico 2.3  
América Latina y el Caribe. Evolución de la pobreza y la 
indigencia, 1980-2009
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Gráfico 2.4  
América Latina y el Caribe. Tasas de pobreza urbanaa, 2009
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de Haití y Venezuela son los de pobreza e indigencia nacional.

Fuente: CEPAL (2010a). 

Tabla 2.1  
América Latina y el Caribe. Porcentaje de población urbana en situación de pobreza e indigencia, 1990-2010
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Argentina     16     24   45  29 26 21   11 9

Bolivia (Est. 
Plu.)

    52   52  49   52  54   42    

Brasil 41   40   31   33  34 34 36 34 33 30 27 23 22  

Chile 39    27  22  21  20   19  14    12  

Colombia  53   45   45  51   49 47 46 45   40 40 39

Costa Rica 25    21   19  18   18  19 20 18 18 16 19 17

Ecuador 62    58   56  64   49  48 45 40 39 39 40 37

El Salvador      46  44  39  39   41     42 41

Guatemala         49    45    42     

Honduras 70    75   73  72   67 63   59 57  55 56

México     37  46  39  32  32  33 29 27  29  32

Nicaragua    66     64   64    54      

Panamá  31   24   23  20   26  22 22 20 19 17 16 15

Paraguay     50  46   49  50   58 53  54 50 48 47

Perú        34  36  42  60 37 37 31 26 24 21 19

Rep. 
Dominicana 

            42  52 45 42 43 42 39 40

Uruguay 18    10   10  9   15  21 19  18 14 11 9

Venezuela 
(Rep. Bol.)a

39    47   48  49   49  45 37 30 29 28 27 28

                      

ALC 41 39 36 37 38 34 31 29 27 27 26

a A partir de 1997, los datos de Venezuela corresponden a pobreza nacional.

Fuente: CEPALSTAT. Sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países. Para detalles sobre áreas 
incluidas y detalles metodológicos, consultar: http://websie.eclac.cl/sisgen/ConsultaIntegrada.asp
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en los niveles que tenía una década antes, cuando los 
pobres representaban más del 70% y los indigentes la 
mitad de la población15. En términos absolutos, de los 
aproximadamente 124 millones de pobres en ciudades de 
la región, más de la mitad viven en Brasil (37 millones) y 
en México (25 millones).

Las estadísticas muestran también que la pobreza afecta 
especialmente a las mujeres jefas de hogar, entre quienes 
se da una incidencia mayor que entre los hombres 
que encabezan el hogar. También existen notables 
diferencias por origen étnico. Entre grupos indígenas 
y afrodescendientes, la tasa de pobreza puede llegar a 
representar entre 1,2 y 3,4 veces la del resto de población16.

Existen, igualmente, grandes diferencias en el interior 
de los países en función del área de residencia. Las tasas 
de pobreza en la región suelen ser mayores en las zonas 
rurales que en las urbanas (27,8%17 en promedio), pero, 
debido a los altos índices de urbanización, hay muchos 
más pobres en las ciudades que en el campo. En términos 
absolutos, el número de pobres en las ciudades duplica al 
de pobres en áreas rurales.

La comparación de los niveles de pobreza relativa en áreas 
urbanas en 2009 con los de hace dos décadas muestra 
avances considerables en Chile, Ecuador y Brasil, y 
bastante significativos, aunque inferiores, en Panamá, 
Colombia, Honduras y México. En Paraguay el descenso 

Gráfico 2.5  
Evolución del índice de Gini en países seleccionados, 1990 y 2009 

Fuente: Elaboración con datos de CEPALSTATS. Consultados en agosto de 2011.

Mazatlan. Mexico. La pobreza afecta especialmente a las mujeres jefas de hogar. ©Luis Brito
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Gráfico 2.6  
Comparación del índice de Gini de ciudades seleccionadas y sus países respectivos, circa 2005.
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Fuente: UN-Habitat: Global Urban Indicators y CEPALSTATS. Consultados en agosto de 2011.

es casi imperceptible, mientras que en Argentina, donde 
la pobreza urbana aumentó considerablemente en los 
primeros años del decenio de 2000 debido a la crisis 
económica, tiene actualmente la mitad que en 1999 en 
términos relativos.

Además de la pobreza, el principal problema que afronta 
América Latina y el Caribe es la desigualdad. La región 
está considerada la más desigual del mundo18. Es una 
desigualdad patente principalmente en la distribución 
de la renta, pero también en el hábitat, el acceso a bienes 
y servicios (de educación, salud, financiamiento, etc.), 
a oportunidades de empleo, al patrimonio, y al espacio 
público, entre otros factores que determinan el bienestar 
del individuo.

En la región, el 20% de población más rica tiene en 
promedio un ingreso per cápita casi 20 veces superior al 
ingreso del 20% más pobre19. No obstante, las diferencias 
son considerables y, mientras en Venezuela y Uruguay, que 
son los menos inequitativos de la región, la diferencia de 
ingreso entre el quintil más rico y el más pobre no supera 
las diez veces, en los países con mayor desigualdad puede 
exceder las 30.

El promedio del índice de Gini20 correspondiente a 
América Latina y el Caribe ha estado por encima del que 
han tenido las demás regiones del mundo desde, por lo 
menos, 197021. En la región, los países más desiguales 
por la distribución de la renta son (ordenados de mayor 
a menor coeficiente) Guatemala, Honduras, Colombia, 
Brasil, República Dominicana y Bolivia, todos ellos con 
un coeficiente por encima de 0,56. Por debajo de 0,50 
se encuentran Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Perú 
y Uruguay. Venezuela, el país con menos inequidad de 
ingreso (0,41 de Gini), era, según cálculos para 2009, más 
desigual que Estados Unidos o el país más inequitativo de 
la zona euro (Portugal), ambos con un valor de 0,3822.

A grandes rasgos, al igual que ha disminuido la pobreza en 
la región en términos relativos, se ha reducido ligeramente 
la concentración de la renta. La evolución ha sido positiva 
en diez países, pero se ha deteriorado en ocho, entre ellos, 
Costa Rica que históricamente figuraba entre los que 
tenían un coeficiente más bajo en la región23. Las mejoras 
registradas se atribuyen a los mayores ingresos laborales, 
un descenso de la brecha salarial y la expansión de los 
programas de transferencia en varios países24. 

Son pocas las aglomeraciones para las que se conoce el 
coeficiente de Gini de manera individual. En líneas 
generales, se ven similitudes entre el coeficiente a nivel de 
ciudad y el del país respectivo y, aunque en algunos casos 
puede haber diferencias entre uno y otro, la realidad es 
que todos muestran niveles muy elevados de desigualdad.

Predominio del sector de servicios

La industria y, sobre todo, el sector de servicios son, en 
la actualidad, los motores económicos de las ciudades. El 
predominio de los servicios se refleja en la composición de 
su fuerza laboral. En promedio, un 70% de la población 
urbana ocupada de América Latina y el Caribe trabaja 
en este sector y el 24% lo hace en el área industrial25. 
Guatemala es el país con menos porcentaje de población 
ocupada en el área de servicios y, aun así, este grupo 
representa más del 60% de los trabajadores urbanos. El 
sector manufacturero da trabajo, en el mejor de los casos, 
a cerca del 30% de los habitantes urbanos, pero en algunos 
países es de tan solo el 20%. 

La participación de la población urbana en actividades 
agrícolas es del 6%. Ese nivel puede estar relacionado 
con la participación de este sector en ciudades de tamaño 
pequeño, especialmente las de menos de 20.000 habitantes, 
y el hecho de que muchos trabajadores del campo tienen 
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Gráfico 2.9  
América Latina y el Caribe. Tasa de desempleo urbano, 2009

Fuente: Panorama laboral 2010, OIT.

Gráfico 2.8  
América Latina y el Caribe. Evolución de la tasa de 
desempleo urbano, 2000-2009a 
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Panorama Laboral de OIT.   Fuente: Panorama laboral 2010, OIT. 

como lugar de residencia la ciudad. En promedio, el 
20,7% de los trabajadores agrícolas de 14 países para los 
que se dispone de cifras vive en áreas urbanas26. 

La composición actual de la población económicamente 
activa (PEA) en América Latina y el Caribe es el reflejo 
de la urbanización y el envejecimiento de la población, 
fenómenos expuestos en el capítulo primero. En 2010, la 
PEA de América Latina y el Caribe era de 276 millones de 
trabajadores y, de ellos, 223 millones (81%) eran urbanos 
y 53 millones (19%) trabajadores del campo.

En algunos países con un avanzado proceso de urbaniza-
ción, como Argentina, Venezuela y Uruguay, la población 
activa del campo no ha crecido o incluso ha disminuido 
en términos absolutos desde 1990; en los que tienen una 
tasa más baja de población urbana, la PEA rural ha ido en 

Gráfico 2.7  
Población urbana ocupada según grandes sectores de actividad económica en países seleccionados, circa 2009a

a

Fuente: Cepalstats. Comisión Económica para América Latina y el Caribe, División de Estadística y Proyecciones Económicas. Unidad de Estadísticas 
Sociales. Consultado en julio de 2011.
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Recuadro 2.2  
Repunte de la industria de la construcción

La industria de la construcción ha estado siempre considerada 
como un sector clave en el apoyo al crecimiento y la generación de 
empleo. En América Latina y el Caribe, el sector se caracteriza por 
ser una actividad cíclica y volátil, que, en las dos últimas décadas, 
ha reflejado el desempeño económico regional. Es también un 
sector muy fragmentado, con numerosas pequeñas y medianas 
empresas.

Desde 1997, esta industria ha representado entre el 5 y el 6% del 
PIB de la región, con variaciones importantes según los países, 
que van desde el 2,7% de Bolivia hasta el 13,2% de Saint Kitts 
y Nevis.

Además, emplea un porcentaje significativo de trabajadores 
urbanos, con tasas especialmente elevadas en Panamá y 
Nicaragua, donde superan el 10 y el 33% de la población ocupada 
respectivamente. 

El sector se ha beneficiado del impulso dado por los Gobiernos de 
la región a grandes proyectos, que incluyen redes de carreteras y 
ferrocarril, aeropuertos, hidrovías y puertos, para afrontar la crisis 
financiera internacional, según la Federación Interamericana de 
la Industrial de la Construcción (FIIC). En Chile, por ejemplo, 
la cartera de proyectos previstos hasta 2014 asciende a 11.700 
millones de dólares y la de Perú a 5.600 millones. En Brasil, la 
actividad está siendo estimulada por el Programa de Aceleración 
del Crecimiento, la celebración de la Copa del Mundo de Fútbol 
y los Juegos Olímpicos, así como por un boom inmobiliario y el 
desarrollo de la industria petrolera. 

La FIIC prevé que el repunte del sector continuará en los próximos 
años, influenciado por el entorno económico favorable, la presión 
cada vez mayor para mejorar la infraestructura existente y los 
nuevos modelos de financiación adoptados desde los años 
noventa, con una mayor participación del sector privado y otros 
mecanismos, como el uso de capital de fondos de pensiones. 
Además, se espera que se beneficie de la integración de las 
obras de infraestructura como herramienta en la lucha contra la 
pobreza.

Gráfico 2.11  
Participación de la industria de la construcción en el producto interno bruto, 2010

 
Tasa de crecimiento del PIB regional y del PIB de la 
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aumento en términos absolutos y relativos, pero siempre 
menos que la PEA urbana.

Los datos estadísticos disponibles en 2011 indicaban que 
más de 17 millones de personas de zonas urbanas de la 
región no tenían trabajo pese a que, a grandes rasgos, la 
situación del mercado laboral ha mejorado en la última 
década. 

El déficit de empleo es especialmente preocupante entre 
los jóvenes. No solo es el grupo de población con mayores 
tasas de desempleo, sino que, además, es el más afectado 
por la precariedad en el empleo y la informalidad laboral. 
Incluso en el sector formal, las condiciones de trabajo para 
los jóvenes no son adecuadas si se tiene en cuenta que seis 
de cada diez no están cubiertos por la seguridad social27.

Fuente: Cepalstat. Consulta de mayo de 2012.

Fuente: Cepalstat. Consulta de mayo de 2012.
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Gráfico 2.12  
Tasa de participación de hombres y mujeres en la actividad económica urbana en países seleccionados,  
circa 2009a
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Fuente: CEPAL (2010c), sobre la base de tabulaciones especiales de encuestas de hogares de los respectivos países. 

Gráfico 2.13  
Tasa de participación femenina urbana y rural en la fuerza laboral en países seleccionados, circa 2009
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Fuente: CEPAL (2010c), sobre la base de tabulaciones especiales de encuestas de hogares de los respectivos países.. 

Participación de la mujer 

El proceso de urbanización de los países ha estado 
acompañado de un incremento importante de la 
participación de la mujer en el mercado laboral. Entre 
los trabajadores urbanos, 128 millones son hombres 
(57%) y 95 millones mujeres (43%)28, lo que representa 
un incremento de la fuerza laboral femenina de 7 puntos 
porcentuales respecto a 1990, una tendencia que debería 
continuar en las próximas décadas.

Los países que estadísticamente presentan mayores 
diferencias entre la tasa de participación de hombres y 
mujeres en el mercado laboral de áreas urbanas son México, 
Guatemala y República Dominicana (con una diferencia 
entre ambos sexos de al menos 30 puntos porcentuales)29. 
Una mayor igualdad en cuanto a participación se observa 
en Uruguay y Perú, con una separación de 20 puntos 
porcentuales, seguidos por Brasil y Bolivia, donde es 
ligeramente superior30.
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En general, las zonas urbanas presentan una participación 
femenina en la fuerza laboral mayor que el campo31. En 
Colombia y El Salvador, la participación de las mujeres 
en áreas urbanas es 18 puntos porcentuales superior a 
las áreas rurales. Brasil se distingue porque la diferencia 
de participación se ha reducido en la última década y 
actualmente es casi nula.

Si bien se han logrado avances en términos de participación 
femenina, la brecha entre sexos y edades está lejos de 
cerrarse y es, sobre todo, salarial. En todos los países, la 
proporción del sueldo promedio de las mujeres asalariadas 
urbanas de 20 a 49 años de edad que trabajan 35 horas 
y más por semana es bastante inferior al salario de los 
hombres en condiciones similares de edad y categoría 
profesional32. Según datos estadísticos disponibles para 17 
países, el mayor grado de igualdad existe en Venezuela, 
donde el salario de las mujeres es el 94,8% del salario de 
los hombres. Perú, República Dominicana y Brasil son 
los países con la mayor diferencia, puesto que el salario 
femenino es en promedio más de un 20% inferior al 
masculino.

Importancia de la informalidad laboral

El sector informal, que existe de una u otra forma en 
todo el mundo, desempeña un papel fundamental en 
las economías de América Latina y el Caribe y preocupa 
por su impacto en las condiciones del empleo. Resulta 
difícil obtener una medición precisa del fenómeno, pero 
el Banco Mundial estima que, en términos generales, el 
sector informal representa un 40% de las economías de la 
región. En cuanto a la participación de esta actividad en 
el empleo, se calcula que es del 50 al 70%, dependiendo 
de las fuentes33.

Recuadro 2.3  
Maneras de definir el sector informal 

Como en otras regiones del mundo en desarrollo, la 
informalidad económica tiene un peso considerable en el 
mercado laboral de América Latina y el Caribe. Las definiciones 
de actividad económica informal son diversas, lo que dificulta 
una recopilación de datos homogéneos para analizar mejor la 
temática.

Los organismos internacionales han optado por definiciones 
amplias que permiten abarcar las diferentes manifestaciones de 
la informalidad laboral. Estos datos se obtienen, principalmente, 
de los censos y encuestas de hogares, pero dependen de la 
medición de cada país, lo que plantea limitaciones en los 
análisis.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) considera el 
empleo informal urbano como el integrado por los trabajadores 
por cuenta propia (excluidas las profesiones liberales), los 
ocupados en microempresas de cinco o menos personas, los 
trabajadores miembros de la familia no remunerados y el 
servicio doméstico. El empleo formal urbano es el compuesto 
por profesionales y afines, y todos los ocupados en empresas 
de más de 5 empleados. 

La CEPAL diferencia en sus estadísticas a la población urbana 
ocupada en empleos que presentan condiciones poco favorables 
desde el punto de vista de los salarios, la duración en el tiempo 
y la seguridad social, entre otras características. Se entiende 
como población ocupada en el sector de baja productividad 
(informal) aquella persona que es empleador o asalariado (con 
o sin calificación profesional y técnica) que trabaja en empresas 
con un máximo de 5 empleados (microempresas), en el empleo 
doméstico o que es trabajador independiente no calificado (por 
cuenta propia y familiares no remunerados, sin calificación 
profesional o técnica). 

La mayoría de definiciones asocia el fenómeno con la 
precariedad de las condiciones de trabajo y el desarrollo 
de actividades que proporcionan bajos salarios –casi a un 
nivel de mera supervivencia– sin protección social, de baja 
productividad y en situación de mayor riesgo laboral que en la 
economía formal.

San Salvador, El Salvador. Comercio informal en el Centro Histórico.  
© Astrid Alexia García

Cali, Colombia. Vendedora de fruta en el Barrio San Fernando  
© Paola Andrea Mazuera



50

La informalidad es un fenómeno de larga data que se 
agudizó en las décadas de los ochenta y los noventa, 
cuando la apertura comercial, la reducción del tamaño del 
Estado y otras reformas de inspiración neoliberal llevaron a 
una contracción dramática del mercado de trabajo formal, 
altos índices de desempleo y la precarización laboral.

En general, la formalidad laboral aumenta en periodos 
de crecimiento económico, pero no es una regla, como 
demuestran casos como el de Colombia, donde ha habido 
un aumento de la informalidad en un periodo de buen 
desempeño económico. Para los pequeños negocios, la 
informalidad es muchas veces la única opción disponible 
considerando los costos laborales y la carga tributaria que 
la actividad formal representa.

Las estadísticas disponibles para doce países de la 
región muestran variaciones notables en los niveles 
de informalidad. En Chile, representa el 30% de la 
población ocupada, pero en Colombia la cifra asciende 
al 60%. La informalidad laboral es una situación que 
afecta especialmente a las mujeres, puesto que, en todos 
los países incluidos en el análisis, la tasa es más elevada en 
este grupo de población que la de los hombres34.

Lograr un empleo pleno y productivo, y trabajo decente35 
para todos es una de las metas marcadas para la 
erradicación de la pobreza. La informalidad no siempre 
conlleva pobreza, pero, en general, los datos estadísticos 
muestran un mayor riesgo de vivir en la pobreza entre los 
trabajadores del sector informal, quienes, además, tienden 
a sufrir mayor desigualdad de ingresos.

Segregación en la ciudad

La pobreza y la desigualdad son dos fenómenos complejos, 
con múltiples causas. En una región tan urbanizada como 
América Latina y el Caribe, la concentración de población 
significa también concentración de pobreza. 

En la región, se están dando iniciativas para atacar 
la pobreza, pero la realidad es que las ciudades están 
profundamente divididas, social y espacialmente. La 
desigualdad es persistente, está acompañada de escasa 
movilidad social y tiende a transmitirse de una generación 
a otra, creando trampas de pobreza. Las diferencias de 
ingreso no son las únicas causas de la desigualdad en 
la región. También influyen factores como la brecha 
educativa, la debilidad de los sistemas de protección social, 
el desempleo y el mayor tamaño de los hogares pobres.

Existe además una fuerte relación, aunque poco 
sistematizada, entre desigualdad de ingreso y 
fragmentación espacial. Son fenómenos que se refuerzan 
mutuamente y representan un desafío para los gobiernos 
y la sociedad. Al vivir en un barrio precario o de 
alta concentración de pobres, se reducen el acceso y 
las oportunidades de empleo, educación y servicios, 
mientras aumentan la exposición a la violencia urbana y 
la vulnerabilidad a los desastres naturales, aspectos que 
serán estudiados en capítulos posteriores y para los cuales 
la acción de los gobiernos locales es determinante.

Si bien las zonas urbanas concentran la generación de 
la riqueza, como se expone en la próxima sección, el 
círculo vicioso de la desigualdad parece más fuerte que 
los beneficios de la urbanización. Asimismo, el mayor 
ingreso per cápita en las principales ciudades de la región 
no necesariamente significa menores desigualdades. 

Gráfico 2.14  
Informalidad urbana en países seleccionados, 2009 (% población ocupada total, masculina y femenina)
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Fuente: CEPALSTATS. Estadísticas de América Latina y el Caribe. Consultado en julio de 2011.
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2.2 Ciudades, motor 
económico y espacio de 
oportunidades

El papel económico que desempeñan las ciudades de 
América Latina y el Caribe está estrechamente relacionado 
con la estructura productiva del país al que pertenecen36. 
Esa estructura ha cambiado con el tiempo en función de 
las transformaciones económicas y tecnológicas, y de la 
política económica adoptada por el Gobierno de cada país.

La revolución industrial y la modernización del sector 
agrícola conllevaron un gran salto cualitativo en el 
protagonismo económico de las áreas urbanas. Las 
inversiones en el sector manufacturero, demandante de 
abundante mano de obra, fomentaron una concentración 
de personas y actividades, creando una espiral de 
crecimiento demográfico y económico. En América 
Latina, este movimiento arrancó con fuerza a mediados 
del siglo XX, aunque en algunos países, como Argentina, 
los procesos de industrialización y urbanización son 
anteriores. Al mismo tiempo, la liberalización económica 
y del comercio operada a partir de los años noventa 
ha supuesto cambios del modelo económico que han 
repercutido en las actividades y el desempeño de las 
ciudades. 

Actualmente, las ciudades son el motor de las economías 
en la región. La producción anual de las 40 ciudades 
principales de la región supera los 842.000 millones de 
dólares (aproximadamente un tercio del PIB regional). 

El peso individual de una ciudad en la actividad 
económica de su país depende de una variedad de factores. 
Aunque las grandes ciudades desempeñan todavía un rol 
económico esencial en la región, ha surgido una base 
de ciudades intermedias dinámicas, a las que se augura 
una participación creciente en la generación nacional de 
riqueza. 

Urbanización y crecimiento económico 

Estudios realizados por ONU-Habitat muestran que, en 
general, las regiones con mayor crecimiento económico 
tienden a experimentar una urbanización más rápida, 
y viceversa37. No obstante, si bien el lazo entre ambos 
factores parece bastante claro en Asia, el análisis realizado 
en América Latina y el Caribe deja abierto el debate sobre 
la influencia que ejerce uno sobre otro.

En las últimas décadas, la economía de América Latina y el 
Caribe ha mantenido tasas quinquenales de crecimiento, 
pero no han faltado las dificultades económicas 
coyunturales. El comportamiento económico de la región 
ha sido volátil, con etapas de expansión, estancamiento y 
contracción. 

Gráfico 2.15  
América Latina y el Caribe. Tendencias de crecimiento 
económico y urbanización medidas en números 
índicesa, 1970-2009 
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Fuente: Datos de urbanización de UNDESA (2010) y de PIB per cápita 
del Banco Mundial. Consultados en julio de 2011. 

La urbanización, sin embargo, ha sido un proceso de 
tal fuerza que ha tenido una evolución positiva con 
independencia de las etapas atravesadas en el plano 
económico. El ritmo de crecimiento urbano fue 

Buenos Aires, Argentina. Personas desplazándose al trabajo en hora punta.  
© Guillermo Gallego González
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Recuadro 2.4  
Urbanización y PIB per cápita de países seleccionados medidos en números índice, 1970-2010

La urbanización en Argentina, históricamente uno de los países 
con mayor porcentaje de población urbana, muestra desde hace 
varias décadas una tendencia a la estabilidad. Al mismo tiempo, 
su comportamiento económico ha sido muy variable, marcado por 
una fuerte caída de su renta por habitante en los años 80 y 90. 
Desde entonces, la tendencia quinquenal ha sido de crecimiento 
y hoy se mantiene entre los países con mayor PIB per cápita de 
la región.

Brasil alcanzó el 65% de población urbana en 1980. En los 
últimos treinta años, este país ha vivido uno de los procesos 
de urbanización más acelerados de toda la región, hasta 
llegar al 85% de población urbana. En materia económica, el 
comportamiento ha sido menos estable, con una aceleración a 
partir de 2003.

Un escenario completamente diferente se presenta en Haití, 
país del que se tienen pocas estadísticas y cuyo PIB per cápita 
es hoy menor que hace veinte años. Pese a este continuo declive 
económico, su proceso de urbanización no ha dejado de avanzar 
a ritmo positivo. Si bien sigue siendo un país mayoritariamente 
rural, la población urbana ha pasado del 19% al 45% en los 
últimos 40 años y se espera que continúe aumentando en las 
próximas décadas.

Finalmente, Honduras sigue la tendencia económica regional, 
aunque con menor fuerza y, estando en plena transición rural-
urbana, presenta un crecimiento progresivo y constante de la 
urbanización a lo largo del tiempo.

80

90

100

110

120

130

140

150

160

170

1970 1975 1980 1985 1990 1995 2000 2005 2010

Argentina

100

120

140

160

180

200

220

240

260

1970 1975 1980 1985 1990 1995 2000 2005 2010

Brasil

100

110

120

130

140

150

160

170

180

1970 1975 1980 1985 1990 1995 2000 2005 2010

Honduras

PIB per cáp Urbanización

Va
lo

r n
º í

nd
ic

e
Va

lo
r n

º í
nd

ic
e

Va
lo

r n
º í

nd
ic

e

 
dada la falta de datos estadísticos comparables antes de ese año.

Fuente: datos de PIB per cápita del Banco Mundial y de urbanización de UNDESA (2010).

especialmente fuerte entre 1970 y 1990; después de ese 
último año, perdió vigor a medida que la urbanización 
alcanzaba niveles más altos; para el año 2030, está previsto 
llegar al 85% de población urbana en la región y, como se 
expuso en el capítulo primero, se tenderá a la estabilidad.

La dificultad de establecer si crecimiento económico 
y urbanización se estimulan mutuamente aparece 
igualmente a escala nacional y también en este caso se 
observa una evolución positiva de ambos fenómenos en el 
largo plazo, como se ilustra en el recuadro con los ejemplos 
de Argentina, Brasil, Honduras y Haití.

Potencial económico, productividad y  
competitividad

En la actualidad, entre un 60% y un 70% del producto 
interno bruto (PIB) regional se genera en el conjunto de 
áreas urbanas38. Esa producción está, además, concentrada 
en unas pocas ciudades. Esto se debe, entre otras causas, 
a que la región adoptó durante décadas un modelo de 
gestión económica muy centralizado, que propició su 
concentración cerca de los centros de poder político39. 
El análisis de datos realizado para este informe muestra 
que las 40 principales ciudades de América Latina y el 
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Caribe producen más del 30% de la renta regional40. De 
ese porcentaje, prácticamente la mitad procede de cuatro 
ciudades (São Paulo, México, Buenos Aires y Río de 
Janeiro). 

América Latina y el Caribe, con su avanzado proceso de 
urbanización, provee un marco idóneo para la producción 
industrial y la oferta de servicios. El crecimiento de grandes 
centros urbanos ayuda a reducir las barreras físicas, 
abaratar costes y agilizar la producción y distribución de 
bienes y servicios, fomentando la productividad41. Son 
externalidades positivas que se conocen como economías 
de aglomeración, que determinan la localización de 
empresas en áreas densamente pobladas y estimulan el 
crecimiento económico.

En las últimas décadas, la baja y lenta productividad de 
los países de la región ha sido una de las razones de que su 
crecimiento económico fuera inferior al de otras economías 
emergentes42. La productividad de los países de la región 
ha aumentado en promedio un 1,4% en los últimos veinte 
años, mientras que en otras economías emergentes, como 
la de India ha crecido el 4,7% y la de China el 8,4%43. 
Diferentes factores motivan esa situación, pero, entre 
ellos, figuran los altos índices de informalidad, la falta de 
acceso al crédito, la volatilidad macroeconómica, el coste 
del transporte y la poca innovación44.

A escala local, la productividad de una ciudad y su relación 
con la producción nacional puede ser valorada mediante el 
PIB per cápita. Un inconveniente es que esta variable no 
distingue la contribución de actividades desarrolladas en 
el exterior y el interior de las ciudades. No hay que olvidar 
que grandes corporaciones de explotación minera o de 
hidrocarburos operan con frecuencia en áreas distantes de 
los centros urbanos, pero el valor agregado producido es 
contabilizado en las ciudades donde tienen su sede.

Gráfico 2.16  
Participación del PIB de ciudades principales en el PIB nacional y peso demográfico de la ciudad en su país,  
circa 2008
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Fuente: elaboración propia (Para metodología, fuentes de datos y detalles estadísticos, véase anexo 4).

Recuadro 2.5  
Las ciudades más competitivas

Instituciones de índole diversa han comenzado a hacer 
estudios sistemáticos sobre el atractivo de las ciudades. Uno 
de los más conocidos es el de la revista América Economía, 
que cada año clasifica a un conjunto de 45 ciudades en base 
a un índice de competitividad urbana (ICUR). Esta medición 
abarca 8 dimensiones con diversas variables, como el PIB y el 
desempleo, y mediciones sobre aspectos como la seguridad, el 
precio de alquiler de espacio para oficina, la infraestructura y la 
conectividad física45.

El Centro de Pensamiento en Estrategias Competitivas (CEPEC) 
de la Universidad del Rosario (Colombia) y la firma chilena 
Inteligencia de Negocios (IdN) han creado también un ranking 
de las 48 ciudades más atractivas para las inversiones utilizando 
un “índice de atractividad de inversiones urbanas” elaborado 
con más de 36 indicadores nacionales y metropolitanos.

Una iniciativa novedosa es la del McKinsey Global Institute46, 
que ha calculado un “Índice de desempeño de las ciudades” 
teniendo en cuenta cien indicadores en el área económica, 
social, ambiental, y de financiación y gestión de gobierno, que 
ha aplicado a una muestra de ocho grandes ciudades. 

Muchas de las principales ciudades de la región tienen una 
renta por habitante mayor que la media de sus respectivos 
países y, hoy por hoy, protagonizan buena parte del 
dinamismo económico regional. La participación de estas 
ciudades en la economía nacional puede ser superior a su 
peso demográfico, como se ilustra en el grafico con los 
casos de Ciudad de Panamá (39% de la población total 
de país genera 61% del PIB nacional) y Lima (29% de la 
población produce 52% del PIB). 

Estudios del Banco Mundial han mostrado que las mayores 
rentas per cápita se concentran en lugares que, además 
de densidad demográfica y concentración económica, 
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no sufren profundas divisiones, ya sean sociales, étnicas, 
lingüísticas o políticas (guerras o conflictos armados) y 
que han superado el factor que la distancia representa para 
los intercambios económicos47.

Hay pocos estudios de competitividad referidos a 
ciudades de la región. La mayor parte de los existentes se 
centran, sobre todo, en países y empresas48. En general, 
esos estudios analizan el grado de adecuación que ofrece 
una ciudad para atraer inversiones o realizar negocios. 
Para ello, utilizan indicadores económicos, demográficos, 
sociológicos, políticos, institucionales, tecnológicos y 
mediciones de aspectos relacionados con el entorno.

El dinamismo económico de una ciudad, y su participación 
en la economía, depende de su grado de competitividad. 
Esta, a su vez, depende de un conjunto de factores 
diversos49. Una ciudad puede superar los inconvenientes 
que implica la falta de una o varias de esas características 
con estrategias que ofrezcan otras ventajas comparativas.

Monterrey, por ejemplo, ha sufrido un deterioro en los 
indicadores de violencia en los últimos años50 y carece 
de una planificación urbana para el largo plazo, pero 
se beneficia de la colaboración entre el sector público y 
privado en educación superior y desarrollo tecnológico, 
así como de lazos estrechos entre su sistema educativo y 
el mundo empresarial; además, su productividad es alta 
comparada con otras ciudades de la región. Un caso 
parecido es el de Guadalajara (México), una ciudad cuyo 
grado de competitividad51 podría ser inferior si no fuera 
por sus infraestructuras y la conectividad física52, un 
aspecto en el que supera a muchas ciudades más grandes. 
La situación contraria se da en Valparaíso (Chile), que 
sufre de un déficit de infraestructuras, pero dispone de 
una alta sostenibilidad ambiental. 

Recuadro 2.6  
Apuesta de Curitiba por la alta tecnología

La capital del Estado brasileño de Paraná ha hecho una apuesta 
fuerte por la alta tecnología y la innovación con el objetivo de 
convertirse en un centro regional para empresas especializadas 
y estimular su crecimiento económico53. 

En 2008, la ciudad puso en marcha Tecnoparque, un programa 
que conecta a entidades educativas, compañías del sector 
informático y tecnológico e instituciones de investigación y 
desarrollo públicas y privadas para estimular la actividad y los 
intercambios en estos sectores.

La ciudad ofrece incentivos a las grandes compañías, como un 
impuesto sobre servicios limitado al 2% y exenciones fiscales 
de impuestos municipales y estatales de diez años. Gracias al 
programa y a otras ventajas comparativas, como una amplia 
infraestructura de comunicaciones, una política de desarrollo 
urbano sostenible, bajos salarios y un coste de vida inferior al 
de las mayores ciudades de Brasil, Curitiba ha logrado atraer a 
compañías extranjeras, incluidas grandes multinacionales. 

El programa incluye más de 150 empresas que representan 
16.000 empleos directos, mientras que las instituciones 
educativas participantes reúnen a 46.000 estudiantes, 3.300 
profesores y 500 grupos de investigación académica.

El Tecnoparque está especialmente dirigido a los sectores 
de telecomunicaciones, informática, desarrollo de software, 
gestión de datos y distribución de informaciones electrónicas, 
diseño, control de calidad, instrumentos de precisión y 
automoción industrial, biotecnología, microtecnología y salud, 
todos ellos considerados sectores estratégicos. 

La ciudad, reconocida internacionalmente por sus iniciativas 
innovadoras y su gestión ambiental, afronta algunas 
externalidades negativas que pesan sobre otras ciudades, 
como la congestión. Al mismo tiempo, tiene por delante el 
reto de mantener un suficiente ritmo de formación de personal 
especializado, o su capacidad para atraerlo, a fin de responder 
a la creciente demanda de las empresas.

Ciudad Juárez, México. Industria maquiladora. © Veronica Suchil
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Gráfico 2.17  
América Latina y el Caribe. Crecimiento del PIB per cápita de la ciudad y nacional, 2010
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Fuente: Elaboración propia. Para metodología, fuentes de datos y detalles estadísticos, véase anexo 4.

Recuadro 2.7  
La transformación económica de México

El impacto de los cambios económicos nacionales en la 
estructura y la economía de las ciudades fue evidente en México, 
donde los procesos de apertura e integración económica 
favorecieron la localización de industrias manufactureras en 
ciudades mexicanas próximas a la frontera con Estados Unidos. 
En 1980, había un total de 620 maquiladoras en el país, 
número que, para el año 2000, había aumentado a 3.55056. En 
ese intervalo, la cantidad de trabajadores en las maquilas se 
multiplicó prácticamente por diez, para llegar a 1,2 millones. 

Durante ese período, se dieron dos tendencias contrarias: la 
desconcentración de la industria hacia ciudades intermedias, 
principalmente dentro de la región central del valle de México 
y la concentración de actividades terciarias en la propia Ciudad 
de México57. Al mismo tiempo, ciudades del norte del país, 
como Mexicali, Tijuana, Torreón, Ciudad Juárez, Hermosillo, 
Saltillo y Monterrey, se beneficiaron de la desconcentración y 
sus ventajas de localización con EEUU, presentando un rápido 
crecimiento.

Otra consecuencia fue una modificación del peso relativo que 
las ciudades tenían en la economía nacional y del peso de cada 
sector en la economía local. La Ciudad de México redujo su 
importancia relativa en la industria manufacturera nacional, 
pero mantuvo su papel preponderante en el conjunto de la 
economía del país. 

El proceso descrito favoreció, además, la aparición de corredores 
urbanos en el centro y norte del país. Se calcula que un 60% 
del producto bruto de México es generado por las actividades 
económicas de esos corredores58. Estas arterias contribuyen 
al dinamismo económico de las ciudades conectadas, pero 
pueden ser igualmente fuente de nuevas desigualdades entre 
regiones, lo que pone de relieve la necesidad de una planeación 
que fomente el crecimiento local en todo el territorio.

En general, las ciudades de la región adolecen de poca 
iniciativa investigadora. En el área de innovación, en 
Santiago se registran 2.373 investigaciones científicas 
por cada millón de habitantes, una cifra inferior a la de 
Valparaíso (2.681) o Porto Alegre (3.515), aunque son 
ciudades de menor tamaño.

Otra dimensión importante está conformada por el marco 
político y social. Este indicador, que normalmente incluye 
variables de gobernabilidad política, institucionalidad, 
seguridad, desarrollo social y seguridad jurídica, influye 
en el hecho de que Santa Cruz, Caracas, La Paz y 
Tegucigalpa tengan menos atractivo54 que muchas otras 
ciudades latinoamericanas.

Nuevos polos económicos urbanos

Los estudios mencionados reconocen que las grandes 
aglomeraciones urbanas seguirán siendo centrales para el 
crecimiento económico de los países, pero la evolución de 
las últimas décadas indica también que el peso relativo 
de las ciudades más grandes en términos económicos está 
disminuyendo. 

Por un lado, algunas grandes ciudades han comenzado 
a dar señales de perder las ventajas competitivas que 
impulsaron sus economías. La comparación del PIB per 
cápita de determinadas ciudades y sus países respectivos 
en dos periodos diferentes55, realizada para este informe, 
muestra que la renta por habitante en varias megaciudades 
está aumentando menos que la del país. Es, por ejemplo, 
el caso de São Paulo, Río de Janeiro y Ciudad de México. 
Esto no significa que se haya agotado el dinamismo de 
las megaciudades, pero puede reflejar las limitaciones que 
encuentran grandes conglomerados urbanos que se han 
expandido rápidamente.
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Por otro lado, ciudades como Arequipa, Barranquilla o 
Cartagena ofrecen algunas ventajas que no siempre tienen 
las capitales de sus países y, aunque su competitividad es 
inferior, gozan de un potencial importante para mejorar. 
Además, tienen la oportunidad de adoptar estrategias 
que eviten las externalidades negativas que experimentan 
actualmente las ciudades de mayor tamaño. 

En algunos países, se observa un crecimiento del PIB y del 
PIB per cápita bastante superior al promedio nacional en 
aglomeraciones importantes del sistema urbano diferentes 
de la ciudad primada. Así, entre 2003 y 2008, el PIB de 
Puebla creció un 48%, frente al promedio mexicano del 
18%. Lo mismo ocurrió, con porcentajes y años diferentes, 
en Belo Horizonte (Brasil), Medellín (Colombia) y 
Valparaíso (Chile), por citar algunos ejemplos.

El proceso de liberalización económica y la mayor 
apertura a las inversiones extranjeras y al comercio 
internacional de las tres últimas décadas han ampliado 
el abanico de posibilidades de desarrollo para un buen 
número de ciudades que tenían escaso protagonismo en la 
economía, entre ellas, aquellas que ofrecen claras ventajas 
de localización o un clima muy favorable para la iniciativa 
empresarial y que están aplicando políticas y sistemas de 
gobierno innovadores59.

La proximidad a la frontera, a la costa, a un centro urbano 
importante, a un mercado, a recursos hídricos, minerales 
o a yacimientos de petróleo es determinante para la 
competitividad de cada ciudad, pero hay otros factores. 
El impulso a vías de comunicación (puertos, aeropuertos, 
carreteras), la creación de zonas francas, la inversión en 
sectores relacionados con las tecnologías de la información 
y los servicios financieros se han revelado como elementos 
cruciales para atraer nuevas inversiones y trabajadores. Así 
ocurrió con el establecimiento en 1967 de la zona franca 
de Manaos para estimular la implantación industrial 
y promover la integración productiva de esta región 
brasileña. 

El dinamismo de algunas de esas ciudades intermedias 
está vinculado al de grandes centros urbanos, que 
actúan como polos de atracción de capital humano y 
financiero. El crecimiento de la oferta de mano de obra 
con calificación suficiente para atender muchos de los 
requerimientos de la industria, sumado a precios de suelo 
inferiores a los de ciudades grandes, y, en algunos casos, 
mejoras de infraestructura y conectividad propician 
una descentralización espacial de empresas hacia estas 
aglomeraciones. 

Canal de Panamá, Panamá. La región vive un momento propicio para la inversión y el desarrollo. © Mariana Nissen
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El desarrollo de una gran ciudad también influye 
positivamente en la actividad de ciudades periféricas 
de menor tamaño con las que progresivamente forman 
un área de intercambios de bienes y personas, creando 
un círculo virtuoso entre aglomeración, producción, 
demanda y rendimientos, del que hay numerosos 
ejemplos en áreas metropolitanas. Esto se observa aún 
más en megarregiones como la de São Paulo. No hay 
duda de que la proximidad entre esta megaciudad y las 
ciudades de Campinas y Santos, separadas por distancias 
inferiores a los 100 kilómetros, crea un área privilegiada 
de intercambios de todo tipo.

Otra expresión del mismo fenómeno son los corredores 
urbanos, es decir, la emergencia de importantes ejes de 
comunicación entre diferentes ciudades con economías 
interligadas y actividades que se retroalimentan.

La evolución que muestran las ciudades de mayor 
tamaño es una llamada de alerta sobre la necesidad de 
adoptar medidas de fortalecimiento institucional, social 
y ambiental que mitiguen las deseconomías de escala 
que limitan su competitividad y frenan la productividad. 
La experiencia de las megaciudades debería servir para 
evitar que otras ciudades grandes y algunas intermedias 
pasen por los mismos problemas y adopten modelos de 
desarrollo urbanos que amenazan su dinamismo futuro. 

Las ciudades intermedias no solo ofrecen un ambiente 
propicio para impulsar el crecimiento económico y social, 
sino que, además, tienen la posibilidad de asumir un 
patrón de desarrollo urbano mejor planeado y sostenible 
con una gestión innovadora.

Desafío del crecimiento económico 
acelerado 

La inversión en actividades productivas en áreas urbanas 
poco desarrolladas tiene un impacto favorable en la 
desconcentración de la estructura económica de los países 
y la formación de nuevos polos de generación de riqueza. 
Sin embargo, también pueden traer transformaciones 
profundas y negativas del espacio, produciendo una 
urbanización caracterizada por ser periférica, repentina, 
precaria, contaminante, depredadora, sin oferta de 
servicios y con exclusión social y económica, tanto de la 
población local como de los migrantes atraídos por las 
oportunidades de empleo y de negocios. 

Estas transformaciones suelen ser consecuencia de un 
incremento de población que, por su velocidad, desborda 
la capacidad de respuesta de los gobiernos locales, y 
de la falta de planificación, apoyo y acompañamiento 
al territorio en el que se inserta. Es un problema 
estrechamente vinculado con la gobernabilidad, un tema 
que se aborda en profundidad en el capítulo sexto de este 
informe. 

Cambios como los generados por el desarrollo industrial 
del norte de México se tradujeron, en muchas ciudades 
fronterizas, en escenarios de caos urbano y precariedad. 
En Brasil, la extracción de petróleo ha significado un 
incremento considerable del ingreso per cápita en áreas 
productoras, sin llegar a propiciar una menor desigualdad 
en el espacio. Las inversiones han conllevado algunas 
mejoras en las condiciones de vida, pero no para todos, 
y ha sido fuente frecuente de problemáticas ambientales 
y sociales.

Los impactos negativos de experiencias de desarrollo 
urbano desordenado, como la de Macaé, en Brasil, han 
servido para concientizar a los gobiernos nacionales y 
las administraciones públicas locales, las empresas, la 
sociedad civil y otros sectores de la necesidad de adoptar 
medidas preventivas y anticiparse a los problemas con 
políticas y metas orientadas a promover un desarrollo 
sustentable y con planes concretos para implementarlas. 

Cada vez son más las empresas que reconocen la 
necesidad de implementar una política corporativa que 
vaya más allá de las exigencias ambientales y laborales 
de la ley, y que asegure que los mercados, el comercio y 
las finanzas avanzan de tal forma que no sólo ofrezcan 
rentabilidad económica, sino que también favorezcan a 
las sociedades donde desarrollan su actividad. De ahí que 
haya sido creciente la participación en el Pacto Mundial60 
y el número de empresas que adopta la responsabilidad 
social corporativa como línea de actuación en su área de 
negocios.

Es una estrategia que, si bien algunos asumen para mejorar 
la imagen o por presiones externas (de asociaciones 
de consumidores, sindicatos u otros), gana adeptos, 
convencidos de que ofrece ventajas competitivas y del 
necesario equilibrio entre el rendimiento financiero y el 
desempeño social y ambiental.

América Latina y el Caribe vive un momento propicio 
para la inversión y el desarrollo socioeconómico de sus 
ciudades. La coyuntura económica, el bono demográfico, 
la fuerza de las grandes ciudades y la creciente capacidad 
productiva de ciudades intermedias ofrecen la posibilidad 
de lograr un mayor equilibrio económico de la red urbana 
y multiplicar los efectos benéficos de la urbanización.

El gran reto que tienen por delante los países es mejorar su 
productividad y aprovechar las oportunidades que ofrece 
este nuevo dinamismo para romper definitivamente con el 
círculo vicioso de la desigualdad, mejorando las condiciones 
de vida de los grupos más desfavorecidos. En ese sentido, 
resulta particularmente importante acompañar los grandes 
proyectos de inversión y desarrollo económico, que, por 
sus dimensiones, pueden derivar en un crecimiento 
demográfico acelerado, y tomar medidas que propicien la 
participación laboral y la integración social de la población 
local y los migrantes atraídos por la ciudad.
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Recuadro 2.8  
El crecimiento y desarrollo de Macaé e Itaboraí en Brasil 

La ciudad de Macaé, en el Estado de Río de Janeiro, pasó de 
ser un pequeño municipio agrícola a convertirse en una base 
de operaciones petroleras. Su nueva vocación económica y la 
inmensa inversión asociada significaron un incremento enorme del 
PIB per cápita (casi 27.000 dólares), pero también una compleja 
transformación socio-espacial. Entre 1980 y 2010, la población 
creció el 170% (de 75.863 habitantes a 206.728). La ciudad ha 
tenido que atender una creciente demanda de servicios públicos 
e infraestructura y necesita responder a las carencias de diversos 
asentamientos precarios, algunos de los cuales están ubicados 
en áreas de riesgo o de preservación ambiental. Si bien la oferta 
de empleo formal es amplía, exige cualificación, de manera que 
muchos habitantes e inmigrantes no han podido obtener empleos 
en el sector.

La experiencia de Macaé alentó un abordaje completamente 
diferente para un nuevo emprendimiento anunciado en 2006, el 
Complejo Petroquímico de Río de Janeiro (COMPERJ). El proyecto 
se centra en Itaboraí, aunque su área de influencia incluye otros 
10 municipios, que suman más de 2 millones de habitantes, 
18% de los cuales viven en áreas precarias. Este proyecto, que 
iniciará operaciones en 2014, tiene una inversión estimada de 
8.400 millones de dólares, creará unos 200.000 empleos directos 
e indirectos e, indudablemente, alentará la instalación de otras 
industrias y servicios asociados a los productos petroquímicos, 
lo que puede tener un enorme impacto social, económico y 
ambiental en la región.

Su implantación supondrá un incremento de la recaudación de 
impuestos y una transformación del perfil social, económico y 
medioambiental del territorio afectado. Un riesgo asociado a este 
tipo de proyecto es que desborde las capacidades institucionales 
y que aumente la población en condiciones de exclusión si no se 
toman medidas para el fortalecimiento de la gobernabilidad local. 

Para mitigar ese riesgo, la empresa petrolera, la Oficina Regional 
para América Latina y el Caribe del Programa de las Naciones 
Unidas para los Asentamientos Humanos (ONU-Habitat) y la 

Universidad Federal Fluminense (UFF), han formado una alianza 
para apoyar al consorcio intermunicipal de desarrollo del este 
fluminense (Conleste), formado por los 11 municipios: Itaboraí, 
Niterói, São Gonçalo, Cachoeiras de Macacu, Casimiro de Abreu, 
Guapimirim, Magé, Maricá, Río Bonito, Silva Jardim y Tanguá. 

Esta alianza busca promover el desarrollo sostenible e incluyente 
mediante el monitoreo del impacto que la instalación de este 
complejo petroquímico tiene en el cumplimiento de los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (ODM) entre las comunidades de 
esa región. Ese seguimiento ayudará a elaborar e implementar 
políticas públicas en materia económica, social y ambiental, y a 
fortalecer las competencias y capacitación de los responsables 
locales en el proceso de toma de decisiones. 

A los ocho objetivos que contempla la Declaración del Milenio, 
relativos a la reducción de la pobreza y el hambre, las metas 
en educación básica, en igualdad entre géneros, reducción 
de la mortalidad infantil, mejora de la salud materna, lucha 
contra el SIDA, promoción de la sostenibilidad ambiental y 
fomento de una asociación mundial, las comunidades del este 
fluminense añadieron uno más. Ese noveno objetivo consiste 
en acelerar el proceso de desarrollo local con una reducción de 
las desigualdades en el Conleste. Esto implica hacer viable un 
crecimiento económico en la región superior al del Estado de 
Río de Janeiro y el del país. Se pretende también atraer hacia la 
región mano de obra cualificada, mejorar las tasas de ocupación 
y participación laboral, dinamizar el modelo de especialización 
productiva de la región y fortalecer la capacidad emprendedora. 

El proceso de desarrollo requiere adecuar al crecimiento de la 
región la oferta de vivienda, el suministro de energía, la red de 
transporte, de telecomunicaciones y la infraestructura de salud, 
reducir los indicadores de violencia y mejorar las condiciones 
físicas y la capacidad de inversión de los municipios. Cada una de 
las metas tiene indicadores propios para ver si las comunidades 
avanzan en la buena dirección.
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Notas

1. 
Latina. Del desencanto del siglo XX a los desafíos del siglo XXI”. 
Revista “El trimestre económico”, vol. LXXV (1), núm. 297, enero-

2. Las estadísticas mundiales sobre producción corresponden al año 

3. La división en subregiones y países de gran tamaño se han 
realizado de manera similar al capítulo primero en base a criterios 
geográficos y de peso demográfico (Véase recuadro 1.1).

4. 

5. 

6. 

7. 

8. En este se tienen en cuenta aspectos como la adecuación de la 
vivienda y espacio disponible según el número de ocupantes, el 
acceso a servicios de agua potable, saneamiento, electricidad, etc.

9. 

11. Asia oriental, por ejemplo, ha reducido la pobreza al 16% de la 
población, un logro mucho más mayor que el objetivo previsto 

12. 

13. Para un análisis más detallado de la evolución de la pobreza y los 

14. 

15. Gobierno de Haití. Haiti Earthquake PDNA: Assessment of damage, 
losses, general and sectorial needs. Documento de trabajo del 
Gobierno de Haití con apoyo técnico de Naciones Unidas, el BID, la 

16. 

17. 
con cifras disponibles y comparables: Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, 
Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana, Uruguay y Venezuela. 

18. 

19. 

Ver recuadro 2.1 sobre medición de la pobreza y la desigualdad.

21. 

22. 

23. Comparación basada en los datos de CEPALSTATS. Disponible en 
línea: http://websie.eclac.cl/sisgen/ConsultaIntegrada.asp?idAplica
cion=1&idTema=363&idioma= 

24. 

25. 

servicios incluye servicios comunales, sociales y personales, 
transporte, almacenamiento y comunicaciones, comercio, 
establecimientos financieros y actividades no especificadas.

26. 

27. 

28. 

29. Venezuela parece presentar también una importante diferencia 
de participación entre hombres y mujeres, pero este país ha sido 
excluido del cuadro comparativo dado que los últimos datos 
disponibles se remontan a 1994 (en ese momento había una 

advierte de que la actividad femenina no siempre ha estado 
completamente reflejada en las encuestas, especialmente en las 
zonas rurales, y que algunas variaciones pueden responder a una 
mejor captación de datos.

31. 
Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana, Uruguay y Venezuela. 

32. CEPALSTATS. 

33. La estimación más baja corresponde a CEPALSTATS. El cálculo más 

34. CEPALSTATS. Sobre la base de tabulaciones especiales de las 
encuestas de hogares de Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, El Salvador, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana y Uruguay.

35. El trabajo decente, según el concepto acuñado por la OIT, es un 
trabajo productivo para todos, hombres y mujeres, en condiciones 
de libertad, equidad, seguridad y dignidad. Eso significa un 
empleo productivo, que proporcione un ingreso adecuado 
y justo, seguridad en el lugar de trabajo y protección social, 
mejores perspectivas para el desarrollo personal y que propicie 

oportunidades y de trato, y permitir el diálogo social.

36. 

37. 

38. 

39. 

Véase anexo 4 para más detalles.

41. 

42. 

43. 

44. 

45. Revista América Economía. Disponible en http://rankings.

46. Se trata de la unidad de investigación económica y de negocios de 
la consultora del mismo nombre.

47. 

48. Uno de ellos, es el informe del Banco Mundial “Doing Business”, 
que clasifica a los países por la facilidad para hacer negocios.

49. 

51. Según el índice de competitividad urbana (ICUR) aplicado por la 
revista America Economía.

52. El índice de conectividad combina variables relativas a la magnitud 
y a la calidad de la movilidad terrestre, marítima y aérea de las 
personas y de la carga comercial, tanto al interior de los países 
como hacia el exterior, así como indicadores complejos de 
inversión y de desarrollo de las infraestructuras pública y privada. 

ciudades/metodologia.php

53. Para más información, véase Agencia de Desarrollo de Curitiba:  
http://www.agencia.curitiba.pr.gov.br/publico/conteudo.

54. Ranking de la revista América Economía.

55. El año de los datos para cada país difieren en función de la 
disponibilidad. Más detalles en anexo 4.

56. 
Medina, S. (s/d)

57. 

58. 

59. 

El Pacto Mundial es una iniciativa de las Naciones Unidas para 
conciliar los intereses de las empresas con las demandas de la 
sociedad civil mediante un conjunto de principios basados en la 
derechos humanos, laborales, medioambientes y de lucha contra la 
corrupción.
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Valparaiso, Chile.  
© Juan Baialardo



CAPÍTULO 3 

Vivienda, espacios públicos  
y convivencia 

En pocas palabras

1. La inequidad y la pobreza se expresan en la importancia de los tugurios en las 
ciudades de la región. En general, se ha logrado disminuir la proporción de 
habitantes que vive en tugurios, pero la población actual en esas áreas es todavía 
de 111 millones de personas, una cifra mayor que hace veinte años. 

2. El alquiler y el mercado del suelo están poco desarrollados y reglamentados, 
pese a su participación decisiva en la problemática habitacional. En general, 
ha aumentado la seguridad en la tenencia en los barrios informales, aunque el 
proceso de integración es incompleto. 

3. La cantidad y calidad de viviendas disponibles no es suficiente para garantizar 
condiciones mínimas a todos los hogares. Varios países apoyan financieramente 
a las familias que lo necesitan para la compra o la mejora de viviendas. Los 
mecanismos adoptados han demostrado su eficacia, pero no son siempre 
accesibles a los más pobres y plantean desafíos importantes para la calidad y 
localización de las viviendas que se construyen, la oferta de servicios y el modelo 
de ciudad que genera.

4. Los centros comerciales se están convirtiendo en la principal oferta de 
espacio de socialización. Los gobiernos prestan poca atención a la creación 
y el mantenimiento de espacios públicos formales, que son más escasos y 
frecuentemente de menor calidad en los barrios periféricos o marginales. Las 
ciudades de la región presentan altos niveles de violencia e inseguridad, un 
problema con importantes consecuencias sociales y económicas, que también 
tiene impacto sobre la organización y el diseño de las ciudades.

Claves para el cambio

5. La región tiene una reconocida experiencia en términos de políticas públicas 
de vivienda y de mejoramiento de barrios. Sin embargo, el volumen del 
déficit habitacional es tan elevado que pocos países podrían aspirar a una 
universalización de la vivienda digna en el corto o mediano plazo. Frente a 
las limitaciones presupuestarias, es fundamental generalizar las políticas de 
planificación y gestión del suelo que permitan aprovechar el valor que genera 
la inversión pública, así como asignar mayor apoyo a la mejora de viviendas 
existentes y la incorporación de áreas segregadas. 

6. Las políticas habitacionales siempre deberían incluir una dimensión urbana, con 
medidas específicas para el acceso a servicios básicos, la movilidad y los espacios 
públicos. Existen en la región experiencias de revitalización de centros históricos y 
de mejoramiento integral de barrios que podrían ser replicadas. 

7. La inseguridad en las ciudades es un problema de gran alcance que requiere 
una acción coordinada de las diferentes instituciones del Estado, incluidas las 
autoridades locales. Estas pueden, además, contribuir con acciones de pequeña 
escala, en las que participen las comunidades, que incentiven la convivencia y la 
cohesión social. 

8. Los datos e indicadores que permiten evaluar las condiciones habitacionales 
son muy parciales. Mejorar los sistemas de medición del déficit cuantitativo y 
cualitativo de la vivienda y de los espacios públicos permitiría conocer mejor la 
problemática, focalizar las políticas y hacer los ajustes presupuestarios que sean 
necesarios. 
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CAPÍTULO 3

Vivienda, espacios públicos y convivencia

En los últimos veinte años, ha mejorado la situación 
habitacional de la población de América Latina y el 
Caribe. Los gobiernos han dado pasos importantes para 
materializar el derecho a una vivienda digna, pero todavía 
hay graves deficiencias que impiden garantizar a todos un 
hábitat adecuado.

La vivienda no es solo un techo para abrigarse, también 
es un lugar para vivir y reunir a la familia. Para muchos, 
es el patrimonio más importante en términos monetarios 
y, a veces, afectivo; la mayor inversión de una vida y, 
frecuentemente, el lugar donde se generan los recursos 
que sustentan el hogar. La vivienda es, además, la unidad 
básica del crecimiento urbano. Define los barrios, las 
demandas de movilidad, de servicios y gran parte de 
nuestra relación con la ciudad y el entorno ambiental. 

Para abordar las necesidades habitacionales en las 
ciudades, es preciso adoptar un enfoque multidisciplinario 
debido a la fuerte vinculación del tema de la vivienda con 
diferentes aspectos de las ciencias sociales, económicas 
y del entorno. Si bien los límites de esta publicación no 
permiten abarcar todas estas facetas, las secciones de este 
capítulo son una aproximación a algunas de ellas, con un 
intencional enfoque en la situación de la población más 
vulnerable.

3.1 Vivienda

Tres aspectos básicos definen la situación de la vivienda: 
la cantidad de viviendas existentes (stock habitacional), la 
cantidad que hace falta en función del número de hogares 
(déficit cuantitativo) y cuántas incumplen estándares 
mínimos de habitabilidad que permitan una calidad de 
vida digna y adecuada (déficit cualitativo). 

Las mediciones actuales sobre vivienda presentan 
importantes limitaciones ya que se centran en los aspectos 
más fáciles de cuantificar. No incluyen criterios más 
subjetivos, como la habitabilidad, la privacidad y todo 
lo que tiene que ver con el diseño de la vivienda1, y 
desatienden problemas del entorno determinantes para la 
calidad de vida. 

Déficit cuantitativo

El stock de viviendas en la región muestra un rezago 
importante respecto al tamaño de la población en cada 
país, que impacta las condiciones habitacionales y su 
precio2. Según las cifras derivadas de la ronda de censos 
del 2000, las más recientes disponibles a nivel comparativo 
sobre este tema3, los países de la región disponían de 200 a 
300 viviendas por cada mil habitantes. Gráfico 3.1  

Vivienda existente por cada 1.000 habitantes 

0

50

100

150

200

250

300

N
º d

e 
vi

vi
en

da
s/

10
00

 h
ab

.

Fuente: Elaborado con datos de CELADE. Base de datos de Censos de Población y Vivienda (últimos censos disponibles). Consultado en julio de 2011.
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Resulta difícil determinar con exactitud cuántas 
viviendas serían precisas para atender las necesidades de 
la población, pues supone la definición de estándares de 
habitabilidad culturalmente variables. La cantidad no 
depende únicamente del número de unidades existente 
y de habitantes. También está ligada al crecimiento 
demográfico, al avance de la transición urbana, a la 
reducción del tamaño de las familias, a prácticas de 
retención de viviendas por los mercados y a políticas 
de acceso al suelo y a la vivienda para los pobres. Para 
determinar el déficit cuantitativo, es necesario conocer 
el número de hogares secundarios que cohabitan en una 
misma vivienda y cuántas son tan precarias que es preciso 
sustituirlas.

No existen cifras oficiales sobre el déficit cuantitativo 
de viviendas para el conjunto de América Latina y el 
Caribe. En algunos casos, los censos ofrecen información 
insuficiente y aún no está disponible la actualización, de 
forma comparada, de los datos de hogares basados en 
los censos del 2010. Sin embargo, estudios realizados 
para varios países de la región muestran que el déficit 
cuantitativo de vivienda supera el 50% del total de hogares 
en Honduras y Nicaragua, y es cercano o superior al 30% 
en Argentina, Bolivia, El Salvador, Paraguay, República 
Dominicana y Venezuela4. Las cifras evidencian una 
cohabitación que, en la región, tiene raíces culturales, 
pero también responde a una estrategia de supervivencia 
económica ante la inestabilidad laboral, la pobreza y el 
gasto que significa una vivienda, principalmente para las 
mujeres y los jóvenes5. 

Más allá del stock actual, preocupa la evolución del 
déficit, que ha aumentado de los 38 millones de viviendas 
calculados para 1990 a un cifra de entre 42 y 51 millones 

en 20116. Sin un cambio de tendencia profundo, la escasez 
de vivienda va a seguir siendo uno de los mayores desafíos 
en América Latina y el Caribe en los próximos años. 

Importantes carencias habitacionales 

El problema de la vivienda no es sólo la insuficiente 
cantidad, sino también las condiciones en las que se 
encuentra una alta proporción de ellas en acceso a servicios 
públicos, espacio y materiales de construcción7. Muchas se 
concentran en áreas segregadas social y espacialmente, que 
reciben denominaciones diversas según los países, como 
tugurios, ranchos, villas, favelas o cinturones miseria.

Evaluar las carencias habitacionales resulta aún más difícil 
que estimar el déficit cuantitativo puesto que se trata de un 
fenómeno amplio, con múltiples causas y manifestaciones. 
Si bien en muchos países se ha mejorado el sistema de 
recopilación de datos y unificado algunos criterios, el tipo 
de información recabada todavía está lejos de permitir un 
análisis comparado y aceptado del fenómeno8. 

Un hogar de tugurio es, de acuerdo con ONU-Habitat9, 
un grupo de individuos que vive bajo un mismo techo en 
un área urbana, privado de una o varias de las condiciones 
detalladas en el recuadro 3.1, entre ellas, disponer de una 
vivienda de materiales duraderos, con suficiente espacio, 
acceso a fuentes mejoradas de agua y a instalaciones de 
saneamiento, y sin riesgo de desalojo. Esta definición ha 
sido el marco de la meta 7D de los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio, que se propone “mejorar considerablemente, 
para el año 2020, la vida de por lo menos 100 millones de 
habitantes de tugurios”10.

Mazatlan, Mexico. El problema de vivienda incluye el acceso a servicios básicos. © Luis Brito



64

En virtud de esa definición, uno de cada cuatro 
habitantes de la región vive en condiciones de tugurio11, 
una manifestación física y espacial de la pobreza y la 
desigualdad que, como se vio en el capítulo segundo, son 
fenómenos persistentes en la región. 

La situación regional es heterogénea. La proporción de 
población urbana viviendo en tugurios varía entre el casi 
5% de Suriname hasta el 70% de Haití12. Además de 
este país, destacan por sus elevados índices (ordenados 
de mayor a menor) Jamaica, Bolivia, Belice, Nicaragua 
y Guatemala. En general, los países con menor oferta 
y/o mayor déficit cuantitativo de viviendas, presentan las 
peores condiciones físicas y de acceso a servicios básicos.

Muchas deficiencias habitacionales tienen su origen en 
opciones temporales de vivienda que se convirtieron 
en permanentes ante la falta de otras alternativas. 
La producción social de vivienda en condiciones de 
informalidad sigue siendo la única o la mejor opción 
objetiva para quienes viven en la pobreza o excluidos del 
mercado formal. 

Son viviendas ubicadas en asentamientos precarios, 
generalmente en áreas periurbanas, áreas centrales 
deterioradas y áreas de riesgo ambiental, dentro y fuera 
de los límites urbanos. Los grados de consolidación, tipo 
de carencias y problemáticas que presentan son diversos, 
pero suelen estar privadas total o parcialmente de servicios 
básicos, accesos adecuados a espacios públicos y sistemas de 
transporte, y están particularmente expuestas al fenómeno 
de la violencia urbana y las amenazas ambientales, como 

Recuadro 3.1 
Asentamiento precario: Definición 

ONU-Habitat define “hogar de asentamiento precario” como 
un grupo de personas que vive bajo el mismo techo en una zona 
urbana que carece de una o más de las siguientes condiciones:

1.  Una vivienda durable de naturaleza permanente que 
proteja contra condiciones climáticas adversas.

2.  Un espacio vital suficiente, lo que significa que no más de 
tres personas compartan una habitación.

3.  Acceso fácil a agua potable en cantidad suficiente y a un 
precio razonable.

4.  Acceso a saneamiento adecuado: letrina privada o pública 
compartida con una cantidad razonable de personas.

5.  Tenencia segura para evitar los desalojos forzados.

No todos los asentamientos son homogéneos y no todos los 
habitantes de los asentamientos precarios sufren el mismo 
grado de privación. Este depende de cuántas de las cinco 
condiciones mencionadas anteriormente se dan en el hogar.

Ante la dificultad de encontrar palabras que satisfagan 
las diversas sensibilidades culturales, los organismos 
internacionales usan de forma indiscriminada los términos 
“asentamientos precarios”, “tugurios” y “barrios marginales”.

Fuente: ONU-Habitat http://www.unhabitat.org/documents/media_centre/
sowcr2006/SOWC%204%20Slum%20Definitions%20and%20Deprivations-
Espa%C3%B1ol.pdf

Gráfico 3.2  
América Latina y el Caribe. Población urbana viviendo en tugurios, circa 2005a
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Fuente: ONU-Hábitat. Global indicators database. Procesamientos especiales de encuestas de hogares utilizando los 4 componentes de tugurio 
(agua mejorada, saneamiento mejorado, vivienda durable y área habitable suficiente).



Vivienda, espacios públicos y convivencia  65

Recuadro 3.2  
Emergencia habitacional en Paraguay 

En 2011, el Gobierno de Paraguay decretó oficialmente la 
emergencia habitacional en el país y propuso un plan de 
choque para ampliar la oferta de vivienda para familias pobres, 
incluyendo el esquema de subsidios inspirado en el modelo 
chileno, y una modificación importante a la tradicionalmente 
baja inversión pública en vivienda. 

A partir de los censos de 1992 y 2002, se realizó un análisis 
para precisar la situación real del parque habitacional y estimar 
el déficit cuantitativo y cualitativo. Se construyó un índice de 
calidad global de las viviendas a partir de tres indicadores 
(materiales, saneamiento y tipologías habitacionales) y se 
clasificó a las viviendas en función del hacinamiento y del 
agrupamiento (núcleos familiares que convivían bajo el mismo 
techo y dependiendo de si tenían presupuestos comunes o 
independientes).

El análisis mostró un déficit oficial de viviendas urbanas de 
cerca del 58% del stock actual. Se requería de unas 72.000 
unidades nuevas para cubrir el déficit cuantitativo y mejorar las 
condiciones de 327.000 de las viviendas existentes para acabar 
con el déficit cualitativo.

Información adicional disponible en www.senavitat.gov.py/pdf/deficit.pdf

Gráfico 3.3  
América Latina y el Caribe. Tendencia de población 
urbana que vive en tugurios, 1990-2010
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Fuente: Elaborado con datos de ONU-Hábitat (2009). Base de datos 
Global Urban Indicators.

se analizará en las secciones y capítulos siguientes. La 
precariedad habitacional afecta con mayor fuerza a las 
mujeres y a los jóvenes, en especial por fenómenos como el 
hacinamiento y la falta de seguridad y de oportunidades.

Para evaluar las condiciones habitacionales en toda su 
complejidad, seria necesario considerar la vivienda, no de 
forma aislada, sino en relación con el entorno y la ciudad, 
aspectos que aún no están contemplados en las mediciones 
internacionales. 

En la región existen algunas experiencias interesantes 
en este campo, como las realizadas durante los años 
noventa en Venezuela y Chile con mediciones basadas 
en fotografías aéreas13. Si bien estas experiencias en su 
momento no fueron replicadas, el aumento de la capacidad 
computacional, el abaratamiento de las imágenes satelitales 
y la georreferenciación de censos –un procedimiento 
que ya ha sido empelado en los últimos censos de Brasil 
y Chile– abren una nueva oportunidad para incluir la 
dimensión espacial en los análisis habitacionales. Los 
avances tecnológicos también permiten realizar cálculos 
más complejos y procesar un volumen de información 
mayor, incluso proveniente de los propios habitantes y 
usuarios de los servicios. 

Mejoras relativas de los tugurios 

En los últimos veinte años, se han mejorado considera-
blemente las condiciones de acceso a los servicios básicos 
para los hogares de la región. Actualmente, la electricidad 
en áreas urbanas es un servicio casi universal (entre el 
97% y el 100% de cobertura). El 97% de la población 
urbana tiene acceso a agua mejorada y el 86% dispone 
de saneamiento, pero esas tasas no tienen en cuentan 
las condiciones de provisión del servicio, ni su precio o 
calidad14. 

Durante ese mismo período, la proporción de población 
urbana viviendo en condiciones de tugurio disminuyó en 
9 puntos porcentuales (pasando de 33% a 24%)15. Los 
esfuerzos realizados no fueron suficientes para reducir la 
cantidad absoluta de personas en estas condiciones, que 
aumentó de 106 a 111 millones.

A nivel de país, destacan los avances en Colombia, 
Nicaragua y Perú, donde el número de personas sin 
condiciones habitacionales adecuadas se redujo en una 
cuarta parte entre 1990 y 2007; también logró avances 
México, mientras que la situación se ha estabilizado 
en Argentina y República Dominicana. En Brasil, se 
estima que, a pesar del descenso en términos relativos, la 
población viviendo en asentamientos precarios aumentó 
en más de 5 millones de personas en el mismo periodo16; 
y lo mismo ocurre en Haití, donde la cifra absoluta casi se 
ha duplicado en las dos últimos décadas, una estimación 
que, sin duda, ha empeorado como consecuencia del 
terremoto de 2010. 

La interpretación de los datos anteriores debe tener en 
cuenta las limitaciones de la medición, ya que depende 
mucho de los criterios empleados. Además del indicador 
de ONU-Habitat, se dispone de datos producidos con 
otras metodologías, como el “índice de tenencia segura” de 
CELADE17. El diagnostico sobre la situación habitacional 
puede diferir considerablemente según el indicador que se 
considere, como ilustra el caso de Paraguay.
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Predominio de los propietarios

Las encuestas realizadas periódicamente a los hogares 
de la región muestran que la vivienda en propiedad 
es la principal forma jurídica de tenencia en la región, 
independientemente del tamaño de la ciudad. Pese a las 
grandes diferencias económicas existentes en la región, 
no se ha detectado una relación clara entre el nivel 
económico de un país y la distribución de la tenencia entre 
propietarios, arrendatarios y otros moradores.

En todos los países con disponibilidad de datos, más de 
la mitad de los hogares urbanos se declara propietario 
del lugar donde vive. Sin embargo, esto no significa que 
posean un título de propiedad conforme a la legislación 
vigente. En muchos países, entre ellos Argentina y Brasil, 
el término se identifica con la propiedad de la estructura 
física, es decir, la propia vivienda, no con la propiedad del 
suelo, ni con la existencia o no de un título de propiedad. 
Tampoco hace referencia a si la vivienda o el barrio tiene 
reconocimiento urbanístico o cumple con los requisitos 
jurídicos exigidos para tener condición urbana según las 
normas de planeación de la ciudad. 

La tenencia en alquiler presenta variaciones, entre el 
5% de hogares en el caso de Nicaragua y 9% de Perú al 
34% de República Dominicana o el 38% de Colombia18. 
Se estima que, en general, el mercado de alquiler es 
proporcionalmente mayor en áreas formales debido a que 
en éstas existen mecanismos jurídicos de protección más 
eficaces19. 

En cuanto a las figuras incluidas como otras formas de 
tenencia, el porcentaje difiere según el país, pero siempre 
representa un número significativo, que oscila entre el 

10 y el 20% de los hogares. Es una categoría que puede 
concentrar altas carencias habitacionales. Estas cifras 
podrían ser superiores en países de tradición anglosajona 
del Caribe debido a sus sistemas tradicionales o colectivos 
de la propiedad (actualmente en un proceso de transición 
hacia regímenes privados), las herencias de los sistemas 
coloniales y la debilidad en los sistemas de registro y 
propiedad, pero resulta difícil de estimar a falta de datos 
oficiales. 

Pese a su importancia económica y social, las políticas 
enfocadas al alquiler están poco desarrolladas en la región. 
Los grupos de bajos ingresos podrían encontrar alternativas 

Gráfico 3.4  
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de vivienda en áreas urbanas consolidadas si se adoptaran 
programas de subsidio para el alquiler focalizados en ellos. 
Esto tendría una incidencia positiva sobre su nivel de 
ingresos reales, sus condiciones habitacionales y la calidad 
de vida de las familias, mientras que evitaría a la ciudad 
gastos públicos asociados a la urbanización ilegal20. 

Una tarea pendiente en América Latina es la protección 
de la seguridad jurídica de la tenencia de los arrendatarios. 
Buena parte de los hogares no dispone de un contrato 
escrito o, incluso cuando lo tiene, desconoce la legislación; 
también se dan casos en que, aun conociéndola, no se 
aplica.

Respecto a la tenencia de los asentamientos de origen 
irregular, cabe destacar que la región cuenta con más 
de cuarenta años de experiencias de redefinición de los 
derechos de propiedad en estos contextos. Numerosas 
ciudades han procedido a lo que genéricamente se conoce 
como titulación, es decir legalizar la tenencia de lotes 
individuales a favor de las familias que los ocupan21. Con 
diferentes focos y alcances, se han identificado este tipo 
de políticas en al menos 17 países de América Latina y el 
Caribe22. 

Tabla 3.1  
Tendencias recientes en la condición jurídica de la tenencia. Áreas urbanas 

 Países Periodo comparado Variación en el porcentaje de hogares

Propietario Arrendatario Otras modalidades

Venezuela (Rep. Bol.) 1990-2007 7,3 -7,7 0,4

Perú 1997-2003 6,9 -4,6 -2,3

Brasil 1990-2007 6,5 -2,7 -3,8

El Salvador 1990-2006 6,3 -8,3 2

Chile 1990-2006 5,3 -1,9 -3,4

Honduras 1990-2007 4,3 2,3 -6,7

Bolivia (Est. Plu.) 1990-2007 3,9 2,6 -6,4

Guatemala 1998-2004 2,6 -1,7 -0,9

Paraguay 1990-2007 1,7 -5,0 3,4

Uruguay 1990-2007 -0,3 -2,7 3

Costa Rica 2000-2007 -4,9 4,5 0,3

Nicaragua 1993-2006 -4,9 0,2 4,8

Argentina 1991-2006 -5,6 2,2 3,4

México 1992-2006 -7,2 3,3 3,8

R. Dominicana 1995-2006 -7,8 6,5 1,4

Colombia 1990-2007 -12,5 3,6 8,8

Fuente: Elaboración con datos de CEPAL, División de Estadística y Proyecciones Económicas, sobre la base de tabulaciones especiales de las 
encuestas de hogares en áreas urbanas seleccionadas de los respectivos países. 

Recuadro 3.3  
Regularización de títulos en Perú y Brasil 

Un caso especialmente conocido es el de Perú, donde se han 
desarrollado ampliamente programas masivos de titulación 
individual. Entre 1996 y 2006, fueron entregados más de 
un millón y medio de títulos, de los cuales más de un tercio 
correspondieron a Lima23. Este esquema, sin inversiones 
ni mejoras en la redes de servicios básicos, vías o plazas 
públicas, no ha dado todos los resultados esperados puesto 
que su impacto sobre el alivio de la pobreza es muy discutible. 
Contrariamente a las expectativas creadas, no se ha observado 
un cambio importante en el acceso al crédito formal para las 
familias ya tituladas24. 

En Brasil, un caso representativo ha sido el de Recife, donde 
buena parte de los asentamientos informales más antiguos 
estaban localizados en terrenos de propiedad pública. La 
propia legislación impedía el reconocimiento de derechos para 
los habitantes de estos barrios. Para superar este obstáculo se 
creó la figura de “Concesión del Derecho Real de Uso”, que 
contribuyó a establecer un nuevo paradigma sobre la función 
social de la propiedad pública y privada. La concesión fue un 
primer paso para la regularización de los barrios y su mejora 
urbanística mediante intervenciones e inversiones públicas. 
Este caso es de especial relevancia pues la figura jurídica 
fue posteriormente incorporada al Estatuto de la Ciudad 
(legislación federal aprobada en 2001), convirtiéndose así en 
una herramienta al alcance de todos los municipios brasileños. 
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Subsidios a la construcción y mejora de 
viviendas

América Latina y el Caribe destacan en el escenario 
internacional por la calidad y diversidad de sus programas 
de subsidio a la vivienda. Los subsidios, recursos públicos 
no reembolsables, en general en dinero, pero también en 
materiales, facilidades de crédito, reducción de costos 
asociados a la vivienda y otros complementos, han sido 
utilizados en la región como un importante instrumento 
de las políticas públicas de vivienda y hábitat. 

Desde la década de 1980, varios países de la región 
han adoptado progresivamente políticas de vivienda 
de interés social orientadas al mercado mediante el 
llamado “subsidio a la demanda”. Por este mecanismo, 
el Estado concede directamente al hogar o persona de 
bajos ingresos un dinero o bono para complementar su 
capacidad económica y facilitar su acceso a una vivienda 
social producida por el mercado. Además de ayudar a las 
familias, este tipo de política busca incrementar el stock 
de viviendas mediante la producción privada e incentivar 
el sector de la construcción y, con ello, la dinámica 
económica del país. 

Siguiendo el modelo chileno, pionero en la región, 
países como Colombia, Costa Rica, México y Brasil 
han adoptado esquemas de subsidios similares para la 
construcción, adquisición o mejora de las viviendas.

Según el país y la población beneficiaria, el esquema 
de subsidios a la demanda, se completa con créditos 
hipotecarios más favorables y otros subsidios directos 
o indirectos para la producción de vivienda. Son 
los “subsidios a la oferta”, que apoyan a empresas y 
prestadores de servicios para la adquisición de terrenos, la 
producción de materiales, la construcción de viviendas e 
infraestructuras, la disponibilidad de servicios bancarios y 
créditos. También incluyen descuentos en pagos asociados 
a los trámites, la escrituración y el registro de la propiedad 
para las viviendas de interés social. 

En el pasado, las tentativas de subsidio masivo a la oferta 
de vivienda no fueron muy exitosas ya que no permitían 
optimizar los costos. Sin embargo, vale la pena destacar 
el interés de este mecanismo para facilitar o acelerar la 
adaptación de la oferta de viviendas y servicios hacia 
tipologías y productos de interés social, que no se generan 
espontáneamente por no tener suficiente rentabilidad 
inmediata. 

También existen programas de subsidios directos de 
pequeñas cuantías para la mejora de las condiciones físicas 
de las viviendas con altas carencias habitacionales, en 
especial para la cocina y los baños. Generalmente, llegan a 
un mayor número de beneficiarios al no estar vinculados 
a condiciones jurídicas de propiedad o reconocimiento 
formal del asentamiento. Son programas que tienen 
una visibilidad política importante al permitir mejoras 

Recuadro 3.4  
El modelo chileno y sus límites 

Considerado como un paradigma regional, el modelo 
desarrollado por el Gobierno chileno logró reducir a mínimos el 
déficit cuantitativo de viviendas y prácticamente universalizar 
la cobertura de servicios básicos en áreas urbanas. Con una 
orientación de mercado, el Estado se valió de subsidios directos 
a los hogares para que pudieran adquirir una vivienda social 
nueva producida por el sector privado, un mecanismo que en 
los años ochenta fue innovador. Este esquema incorporó la 
desregulación sobre localización, diseño y estándares de las 
viviendas, y la liberalización normativa del suelo. 

Hoy, si bien el stock habitacional ha aumentado ampliamente 
y el déficit cuantitativo ha disminuido a mínimos, problemas 
de calidad, segregación, fragmentación, inseguridad, violencia 
urbana y hacinamiento, principalmente en barrios y áreas 
donde se localiza la vivienda social subsidiada, ocupan un 
espacio importante en las preocupaciones públicas. 

Investigaciones académicas como “Los con techo”25 y “Crimen 
y violencia urbana”26 hablan del impacto del diseño y ubicación 
de las viviendas subsidiadas en estos problemas sociales. La 
calidad y localización de la vivienda y su entorno destacan 
como elementos centrales a ser considerados en las políticas 
habitacionales.

El gran dinamismo y construcción de viviendas sociales junto 
con la desregulación de las áreas de expansión urbana y la falta 
de una política de suelo coordinada con la política de vivienda, 
contribuyó, al menos en el caso de Santiago, al incremento 
desproporcionado de los precios de los terrenos en la periferia 
de la ciudad. La consecuencia ha sido un peso cada vez mayor 
del suelo en el costo total de la vivienda y crecientes distancias 
al centro y los subcentros de la ciudad. Este efecto dificulta el 
acceso de los pobres a una vivienda, al tiempo que reduce la 
calidad de las viviendas ofrecidas27. 

concretas de la vivienda, pero no resuelven problemas de 
fondo, como la falta de acceso a agua entubada, a una red 
de recolección de excretas y de aguas residuales. 

Las ventajas e inconvenientes de los mecanismos de 
subsidios descritos han sido objeto de numerosos 
debates. Los subsidios son herramientas poderosas pero, 
al introducir distorsiones en el mercado, requieren ser 
utilizados con cuidado y transparencia para no generar 
costos sociales, económicos o ambientales que puedan 
comprometer el alcance de sus objetivos y su sostenibilidad.

El subsidio debería beneficiar a quien más lo necesita. 
La lógica del mercado tiende a excluir a sectores muy 
vulnerables que no ofrecen el perfil económico, de ahorro 
y cofinanciación exigidos. Esta exclusión se refuerza 
por la ineficiencia y bajo desarrollo de los mercados de 
suelo urbanizado, financiero y de crédito en la región. La 
solución pasa por incluir criterios de selección acordes 
con las realidades socioeconómicas de las familias pobres. 
Además, debe reconocerse que no siempre es viable una 
vivienda en propiedad y un crédito bancario, y que, en 
estos casos, hay que buscar otras alternativas, como los 
subsidios para el alquiler.
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Recuadro 3.5  
Subsidios a la vivienda en Colombia y Brasil 

En Colombia, desde 1991, existe un sistema institucional 
y financiero para el desarrollo de subsidios públicos a los 
hogares, principalmente para la compra de vivienda nueva. El 
dispositivo distingue dos grandes grupos: viviendas de interés 
prioritario, para las familias más pobres, y viviendas de interés 
social, para hogares con recursos limitados. El monto del 
subsidio es progresivo en función de la capacidad económica 
y la puntuación que reciben las familias en el sistema nacional 
de identificación de potenciales beneficiarios de programas 
sociales (SIBEN). 

Según una reciente evaluación del BID28, solo un 15% de los 
hogares colombianos tiene capacidad económica para cubrir 
los costos de una hipoteca. Una consecuencia importante 
es que la efectiva utilización de los subsidios asignados es 
bastante inconstante, pues los hogares no siempre reúnen 
las exigencias de ahorro o de perfil bancario. La evaluación 
mostró, también, que el costo de la vivienda en propiedad y 
el crédito bancario llegan a comprometer la canasta básica de 
consumo de un 25% de los hogares beneficiados, es decir, para 
estos hogares la vivienda opera como un inductor de pobreza. 

En 2009, el Gobierno de Brasil lanzó un programa nacional para 
crear un millón de viviendas en dos años, “Mi casa, mi vida”. 
El programa comprende varias modalidades estructuradas en 
función del nivel de renta de los hogares. Para las familias 
que ganan hasta 3 salarios mínimos, el programa opera con 
organizaciones de base y alianzas público-privadas. Para los 
otros grupos el mecanismo está más alineado con los enfoques 
tradicionales del sector privado.

El programa combina subsidios a la demanda y financiamiento 
de vivienda asequible mediante prestamos rembolsables. En 
los dos primeros años, se han construido y entregado más de 
338.000 viviendas, y contratado más de un millón. Además, 
fueron invertidos 53.140 millones de reales (28.000 millones de 
dólares) y creado 665.000 nuevos empleos. 

Por su envergadura y las cantidades de dinero que implica, 
está considerado un hito en la consolidación de una política de 
vivienda en Brasil. Entre los desafíos que enfrenta el programa 
figura el de contribuir a crear ciudades más compactas, 
integradas y sostenibles, incluyendo la prestación de servicios, 
un aspecto que se prevé reforzar en la segunda fase.

Información disponible en: 
http://www1.caixa.gov.br/gov/gov_social/municipal/programas_habitacao/
pmcmv/

Una debilidad de los esquemas de subsidios está ligada 
a la localización, el diseño y la calidad de las viviendas 
subsidiadas. Cuando estos dos componentes son 
determinados por el mercado, la presión por rebajar los 
costos lleva a elegir terrenos extremadamente periféricos 
y generar condiciones habitacionales y de servicios 
insuficientes. Por ello, es necesario articular los subsidios 
con estándares mínimos de calidad o, de lo contrario, 
se termina creando nuevas trampas de pobreza. Sin 
orientación del poder público, el mercado sigue su lógica 
económica, y reproduce espacialmente el patrón de 
segregación social que predomina en la región.

Si bien no se ha identificado una solución universal para 
todos los contextos, es razonable afirmar que los programas 
más efectivos son los que logran combinar las ventajas de 
las modalidades de oferta y demanda, la actuación pública 
en la regulación de estándares y el dinamismo de los 
mercados de suelo. 

Un factor relevante a tener en cuenta es que buena parte 
de las necesidades habitacionales de los hogares pueden ser 
satisfechas con el stock de vivienda. Por ello, es importante 
atender también la calidad de las unidades existentes 
mediante programas de mejoramiento de viviendas y 
barrios, intervenciones para reducir su vulnerabilidad 
estructural y la renovación de áreas urbanas. 

Políticas de suelo y planificación 
urbana

En la mayoría de las economías de la región, se iniciaron 
en las últimas décadas procesos de liberalización del 
mercado de suelo urbano que, unidos a otros factores, 
han sido caldo de cultivo de fenómenos especulativos. El 
mercado del suelo tiene la particularidad de no ser elástico. 
Es un recurso natural, disponible en cantidad limitada y 
altamente determinado por criterios de localización y de 
infraestructura, que no son transferibles. 

El problema es que la tierra no solo tiene una función 
económica, también tiene un fin social inherente. La 
adquisición de suelo, ya sea en el mercado formal o 
informal, es uno de los vehículos principales de acceso a 
la vivienda. También determina las formas y condiciones 
de la expansión urbana. Las políticas de vivienda, las 
políticas urbanas y las políticas de reducción de la pobreza 
no pueden abordarse ignorando las condiciones del 
mercado de la tierra, incluyendo su componente informal.

Paradójicamente, el suelo urbano raramente ha sido objeto 
de una política de Estado y, en la mayoría de los países, 
solo se han tomado medidas a posteriori con el objetivo de 
regularizar situaciones de ilegalidad o informalidad. Salvo 
algunas excepciones, en las ciudades de América Latina 
y el Caribe, el mercado de suelo está poco reglamentado 
y no existen políticas públicas claramente orientadas a 
favorecer su distribución más equitativa.

La concentración de recursos económicos en la ciudad 
y el incremento sostenido del precio del suelo urbano 
hacen que la fiscalidad del suelo sea un instrumento clave 
para la financiación de proyectos y del proprio gobierno 
local. Frente a la tradición regional de baja tributación 
inmobiliaria, varias ciudades, como São Paulo y Bogotá, 
cuentan con experiencias importantes de obtención de 
recursos a partir del beneficio económico que los propios 
gobiernos generan cuando otorgan usos y densidades de 
suelo, y cuando realizan inversiones públicas en un área 
de la ciudad. 
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Recuadro 3.6  
La fiscalidad del suelo como recurso para 
financiar infraestructuras

Las contrapartidas que puede obtener el gobierno local de 
los usos y aprovechamientos urbanísticos, cuando están 
articulados a mecanismos de planificación y gestión del suelo, 
ha quedado patente en Bogotá y São Paulo29. 

En Bogotá, la implementación de la “Participación en Plusvalías” 
permitió recaudar entre 2009 y 2011 aproximadamente 38 
millones de dólares30 con una finalidad de redistribución, 
principalmente mediante el financiamiento de vivienda social 
y el mejoramiento de asentamientos precarios.

En São Paulo, se han realizado importantes recaudos para 
cubrir costos de infraestructura y garantizar viviendas para los 
residentes de bajos ingresos por medio de los “Certificados 
de Edificabilidad Potencial Adicional Constructiva” (CEPAC). 
Se trata de un tipo de venta en subasta pública de superficie 
construible adicional a la prevista dentro de operaciones 
urbanas. A modo de ejemplo, en la “Operación Urbana Faria 
Lima”, entre 1995 y 2004 fueron comprados por los promotores 
inmobiliarios cerca de 1 millón de metros cuadrados adicionales 
de construcción para ser utilizados dentro del perímetro de la 
operación, con un recaudo de más de 150 millones de dólares31. 

Existen experiencias en otras ciudades, con instrumentos 
adaptados a su propia dinámica urbana, capacidad técnica 
y marco jurídico. Las herramientas pueden ser tributarias, 
como en el caso de Bogotá, u obligaciones no tributarias 
asociadas al planeamiento, tales como las cuotas de suelo 
para la construcción de infraestructuras, las cuotas de vivienda 
social dentro de los proyectos inmobiliarios, etc. Estas medidas 
aumentan la oferta de suelo urbanizable disponible, permiten 
el financiamiento urbano de infraestructuras y desincentivan 
las prácticas de retención especulativa del suelo32.

3.2 Espacios públicos

La evaluación de las condiciones habitacionales es 
inseparable de la oferta, disponibilidad, calidad y 
seguridad del espacio público. Los espacios públicos son 
lugares de convivencia e interacción social por excelencia. 
Constituyen los ejes articuladores de las ciudades y sus 
servicios, y desempeñan funciones sociales, institucionales, 
ambientales, de movilidad y recreación. 

El espacio público urbano y los espacios de propiedad 
privada, pero de uso público, como los centros comerciales, 
tienen también un papel importante como extensión de 
la casa, particularmente cuando ésta es de dimensión 
reducida. La disponibilidad de espacios públicos en 
cantidad y calidad ocupa un papel central en el poder 
de atracción de las ciudades y la aceptación social de la 
densidad urbana, tan necesaria para la sostenibilidad.

Escasa medición y regulación 

En la región hay estudios sobre el espacio público desde 
un punto de vista funcional, legal o social. Sin embargo, 
las mediciones cualitativas y cuantitativas del espacio 
público urbano, su disponibilidad, aprovechamiento y 
acondicionamiento son casi inexistentes y muy parciales. 

Medir la oferta de espacios públicos plantea desafíos 
similares a los analizados en el caso de la vivienda. Las 
mediciones cuantitativas cambian según la definición 
de espacio público. La medición puede estar limitada 
a los espacios públicos tradicionales, constituidos por 
las plazas y parques, o, en el otro extremo, abarcar 
todo el área no edificada –incluyendo calzadas, aceras, 

São Paulo, Brasil. Existe una escasa medición de los espacios públicos disponibles en la región. © Dannielle Moody
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Recuadro 3.7  
¿Cómo vamos?

En la región, diversas iniciativas de la sociedad civil buscan 
medir la calidad de vida en el entorno urbano y contribuir 
al debate sobre espacio público y su inclusión en la agenda 
política. 

Como parte de esas acciones, han surgido, en ciudades como 
Bogotá36, Guadalajara37, Lima38 o La Paz39, observatorios 
ciudadanos para el control de la gestión municipal y la 
generación de conocimiento que ayude a la toma de decisiones. 
Estos organismos se han unido en la Red Latinoamericana de 
Ciudades Justas y Sostenibles. Dicha red agrupa ya a más de 
37 observatorios o entes locales en nueve países (Argentina, 
Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México, Paraguay, Perú y 
Uruguay). 

Con una mezcla de indicadores cuantitativos y de percepción 
ciudadana, estos observatorios evalúan y monitorean diversos 
componentes bajo la pregunta común ¿Cómo vamos?

En el caso de “Bogotá, cómo vamos”, pionero en la región, 
la condición y calidad del espacio público se mide, desde una 
visión que prioriza lo colectivo y al peatón, a partir de: 

Cambios, condiciones y cobertura de la malla vial que sirve 
al Transmilenio y a las ciclorutas.

Cantidad de espacio público por habitante.

Condiciones de los andenes y separadores según los 
usuarios.

Calificación ciudadana a parques y zonas verdes, vías 
de acceso barriales, iluminación de espacios públicos, 
transporte público, estado de la malla vial y administración 
del tránsito.

espacios peatonales, zonas verdes de separadores viales, 
zonas deportivas, alamedas, jardines, zonas de reserva 
forestal o de protección ambiental, playas y terrenos no 
construidos que informalmente se usan como campo de 
fútbol– e incluso el centro comercial. Existe además una 
ambigüedad entre la medición de espacios públicos y de 
áreas verdes de la ciudad, las cuales no siempre son espacio 
accesible o de aprovechamiento público33. 

La cantidad de áreas verdes es una de las mediciones más 
frecuentes de espacio público34, junto con la de calles 
peatonales, vías exclusivas para el transporte público 
y la bicicleta, plazas y equipamientos públicos, pero 
serían necesarias investigaciones complementarias para 
sistematizar la información y permitir la realización de 
síntesis a nivel nacional y regional. 

La experiencia realizada en México por el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) en el 
censo de 2010 para medir las condiciones de la vialidad, 
señalización, alumbrado público, accesos peatonales y 
vehiculares, alcantarillado, rampas y arborización en áreas 
urbanas ha establecido un primer referente de medición del 
entorno urbano35. Otra iniciativa de interés es la medición 
mediante encuestas de satisfacción, como la realizada 
por la red “Ciudad, ¿Cómo Vamos?”. Sin embargo, 
la complejidad de la tarea, su carácter necesariamente 
subjetivo y la importancia del contexto específico de cada 
situación representan limitaciones estructurales para la 
búsqueda de respuestas al desafío de la medición de la 
calidad de los espacios públicos. 

Frontera difusa entre espacio público y 
privado 

En una región con altos índices de desigualdad de ingreso 
y oportunidades, el acceso real a las ofertas urbanas 
está estrechamente ligado al estatus socioeconómico 
del ciudadano. En las ciudades de América Latina y 
el Caribe, el espacio público se presenta fragmentado 
tanto en la oferta como en sus condiciones de diseño, 
mantenimiento, acceso, seguridad, localización y 
animación. Es una fragmentación relacionada con la 
segregación social y espacial40, mecanismos que tienden a 
reforzarse mutuamente.

El déficit y la inequidad en el acceso a espacios públicos 
no se han solucionado con la expansión de las ciudades, 
más bien al contrario. Como consecuencia de la débil 
regulación del mercado de suelo, las cesiones de suelo para 
espacio público en el marco de proyectos de desarrollo 
urbano, cuando existen, no siempre son adecuadas, ni en 
proporción, ni en calidad o localización. 

En las áreas precarias, una cancha de fútbol y un salón 
comunitario constituyen, en el mejor de los casos, la 
única oferta de espacio público al margen de las calles. 
El crecimiento urbano no planificado ha producido áreas 

con vías muy estrechas, sin pavimento ni desagües, en 
las que los terrenos que podían servir para actividades 
comunitarias han sido ocupados para usos privados. 
Es particularmente preocupante considerando que los 
impactos negativos de la falta de espacio público aumentan 
cuando la superficie interior de la vivienda por persona 
también es reducida, creando una doble reclusión urbana. 

Sin embargo, sería un error no valorar los espacios 
públicos que resultan de la ocupación orgánica o informal 
del terreno, especialmente considerando el carácter de 
las actividades y eventos que acogen41. En general, los 
espacios públicos existentes en los barrios precarios tienen 
un significado particular para quienes los habitan42 
y presentan el potencial de transformarse en espacios 
públicos totalmente consolidados y con altos grados de 
sostenibilidad económica y social mediante intervenciones 
físicas de alcance relativamente reducido.

Por otra parte, los proyectos inmobiliarios de barrios 
cerrados destinados a un público de poder adquisitivo 
medio y alto tienden a incluir espacios de recreo cuyo 
acceso está restringido a los habitantes del condominio, y 
con un tamaño y un diseño generalmente limitado o, en 
todo caso, muy lejos de lo que se podría alcanzar con una 
debida planificación y aprovechamiento colectivo de los 
esfuerzos de inversión.
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Al mismo tiempo, han surgido los centros comerciales 
como lugares de encuentro común, en sustitución 
de los espacios públicos tradicionales, pero con una 
diferencia fundamental: son espacios privados, orientados 
exclusivamente al consumo, con reglas de acceso que 
dependen de la apariencia y del poder adquisitivo de las 
personas.

Muchas ciudades de la región están también confrontadas 
con la problemática de la ocupación de sus espacios 
públicos tradicionales por actividades económicas 
formales o informales. Este fenómeno es consecuencia, en 
gran medida, de la falta de reglamentación y control por 
parte de las autoridades locales. Frente a los inconvenientes 
que puede generar, es importante tener en cuenta que 
el comercio informal en la vía pública es una fuente de 
ingresos indispensable para sectores importantes de la 
población que viven de esa actividad. Las operaciones 
policiales de desalojo y confiscación de la mercancía –un 
recurso frecuente en la región– no resuelven el problema, 
especialmente si no se acompañan de alternativas que sean 
económica y socialmente viables.

Con tasas de motorización en constante aumento43, las 
ciudades han visto sus calles cada vez más invadidas por 
los automóviles. Existen iniciativas recientes en la región 
de reapropiación del espacio vial por otros usuarios, 
mediante la apertura de ciclovías en fin de semana o la 
peatonalización temporal o definitiva de algunas calles. 
Son iniciativas que, en general, tienen un amplio grado de 
apropiación social. 

Recuadro 3.8  
El espacio público en la Carta por el Derecho 
a la Ciudad

Movimientos de la sociedad civil iniciaron en los años noventa 
un proceso, impulsado en el espacio del Foro Social Mundial, 
que tuvo como resultado la Carta por el Derecho a la Ciudad44, 
un instrumento para luchar contra la exclusión y establecer 
compromisos y medidas en favor de una vida digna en la 
ciudad. 

En relación al espacio público, la Carta afirma que el derecho a 
la ciudad se define como el disfrute equitativo de las ciudades 
dentro de los principios de sustentabilidad y justicia social 
(Preámbulo). 

La formulación e implementación de políticas urbanas 
deben promover el uso socialmente justo y ambientalmente 
equilibrado del espacio y el suelo urbano, en condiciones 
dignas y seguras, y con equidad entre los géneros (Artículo II).

Para garantizar el derecho a un desarrollo urbano equitativo 
y sustentable, la planificación de la ciudad y los programas y 
proyectos sectoriales deberán integrar el tema de la seguridad 
urbana como un atributo del espacio público (Artículo V). 

Las ciudades deben disponer y garantizar el derecho de 
asociación, reunión, manifestación y uso democrático de los 
espacios públicos (Artículo IX).

El derecho a un disfrute pleno de la ciudad y sus espacios 
públicos han tenido un reconocimiento singular en Ecuador, 
donde fue incluido en la Constitución de 2008 (Artículo 31)45. 
En México, el gobierno del Distrito Federal firmó la Carta de 
la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad en julio de 
201046 .

Iniciativas a escala urbana

Los países de la región han desarrollado en los últimos 
años proyectos integrales o multipropósito para atender 
asentamientos precarios y áreas deterioradas de la ciudad. 
Estas iniciativas pretenden, en general, superar las 
lógicas sectoriales a favor de intervenciones integrales, 
que incluyen la realización de importantes inversiones 
públicas orientadas a la apertura o recalificación de 
espacios públicos, vías, áreas verdes e infraestructuras, 
y a la ampliación de la oferta de servicios sociales, 
restableciendo incluso un estado de derecho mediante una 
presencia policial reforzada. 

Trabajando simultáneamente en varios aspectos de la 
precariedad del barrio que es objeto de la intervención, 
se pretende crear una masa crítica y dinámica positiva 
que pueda autoalimentarse y anclarse en espacios 
públicos capaces de funcionar como ejes articuladores 
de los nuevos servicios educativos, sociales, culturales y 
comunitarios. Son intervenciones que han demostrado su 
éxito, pero que, al requerir una fuerte inversión, tienen 
posibilidades de réplica limitadas. Este tipo de iniciativas 
tendrían mayor financiación si se aplicaran instrumentos 
de captura de plusvalías y contribución por obras. 

Arequipa, Perú. Las calles de las ciudades están invadidas de automóviles.  
© Claudia Lucía Palacios
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En los centros históricos, la falta de inversión pública y 
el abandono progresivo han resultado frecuentemente en 
procesos de deterioro y transformación en tugurios. En 
la región se han dado iniciativas diversas de desarrollo 
integral, recuperación y renovación de centros históricos, 
particularmente en las capitales, como en La Habana, 
Quito o Ciudad de México. Más allá de su éxito, 
mundialmente reconocido, estas intervenciones no dejan 
de plantear desafíos importantes, particularmente para 
evitar, o por lo menos frenar, el fenómeno de elitización 
urbana que los acompaña. Sin medidas preventivas, la 
recuperación de centros históricos tiende a desplazar a la 
población más vulnerable hacia zonas periféricas precarias, 
que pueden convertirse en trampas de pobreza.

Las intervenciones sobre los espacios públicos resultan 
particularmente complejas teniendo en cuenta la 
cantidad de entidades e interlocutores que deben estar 

Recuadro 3.9  
Río de Janeiro: integración de las favelas a la ciudad formal

En 1994, el gobierno del Municipio de Río de Janeiro inició el 
Programa “Favela-Barrio”47, una iniciativa novedosa para la 
mejora física de asentamientos informales precarios (favelas) 
en diversas áreas de la ciudad. “Favela- Barrio” buscaba la 
integración física y social de esos barrios a la ciudad formal, 
por medio de mejoras en la infraestructura, servicios públicos, 
y espacios de uso colectivo, y no solo mediante la mejora de las 
viviendas. 

La iniciativa adquirió una nueva dimensión en 2010 con el 
lanzamiento de un nuevo programa, “Morar Carioca”, con igual 
foco de inclusión física y social, y la ambición de realizar una 
integración urbana y social completa y definitiva de todas las 
favelas de Río de Janeiro para el año 2020. El programa pretende 
profundizar las fases anteriores, adoptando un enfoque más 
integral, con mayor énfasis en la planificación urbana de largo 
plazo, la sostenibilidad ambiental y las condiciones de acceso a 
las favelas. Asimismo, el gobierno municipal pretende instaurar 
un sistema de mantenimiento de las obras realizadas y de control 

y ordenamiento de la ocupación y usos del suelo, como ocurre en 
las áreas formales de la ciudad48. 

Para ampliar y consolidar la acción, el programa busca 
alianzas con los gobiernos federal y estatal, organizaciones no 
gubernamentales y representantes de la sociedad civil. Mediante 
un concurso realizado en colaboración con el Instituto de 
Arquitectos de Brasil (IAB-RJ), se seleccionaron 40 proyectos que 
tratan fundamentalmente de introducir más calidad en los espacios 
públicos de las favelas, ayudando a su plena integración49.

Es demasiado temprano para evaluar la contribución específica 
de “Morar Carioca”, pero no cabe duda de que la integración de 
las favelas de Río de Janeiro a la ciudad formal está en marcha, 
por lo menos en la zona sur de la ciudad. Iniciativas paralelas 
como la organización de carreras atléticas, la publicación de guías 
gastronómicas, la realización de visitas turísticas y la apertura de 
restaurantes y hoteles en las favelas son indicaciones claras de las 
transformaciones en curso. 

 
Programa Piloto de Reasentamiento en sitio propio: Viviendas con corazón en la quebrada Juan 
Bobo (Medellín, Colombia)

En 2004, el gobierno del municipio de Medellín escogió un 
asentamiento informal en la quebrada Juan Bobo para un 
programa piloto de mejoramiento e integración social y espacial 
in situ, es decir, sin desplazar a la población a otros lugares.

La parte baja de la quebrada, por la que transcurren 
principalmente aguas residuales, estaba ocupada por 1.260 
personas, en su mayoría mujeres, ancianos y niños, en extrema 
precariedad habitacional, con altos déficits de espacio público y 
accesibilidad, condiciones sociales críticas y un 35% de ellas en 
áreas de riesgo ambiental. 

Entre las prioridades de la intervención estaban la concertación 
con la comunidad, la gestión del proyecto desde el gobierno y la 
protección contra desalojos, expropiaciones y expulsiones. 

Para su financiamiento se movilizaron recursos nacionales, 
municipales y la contribución de la propia población. El respeto 
por el componente ambiental, para evitar nuevas ocupaciones 
en las áreas de riesgo, y el trabajo con la comunidad para el 
establecimiento de nuevos códigos sociales de convivencia, 
respeto y uso de áreas comunes y públicas, fueron aspectos claves 
del proyecto. 

Entre los resultados obtenidos están el acceso a servicios de 
acueducto, alcantarillado, recolección de basuras, un sistema de 
movilidad y espacios públicos. Se ha logrado la titulación para 
las familias y el llamado “pacto urbano”, entre las autoridades 
y grupos que ejercían el control del territorio, que hizo posible el 
acceso al asentamiento en condiciones de seguridad50. 

Quito, Ecuador. En la región se promueve la recuperación de Centros Históricos.
 © Aitor Pena Bilbao

Fuente: Programa de Buenas Prácticas, Ciudades para un futuro sostenible. http://habitat.aq.upm.es/lbbpp.html



74

Recuadro 3.12  
Programa de rescate de espacios públicos en México

involucrados, tanto del sector público, como privado y 
comunitario. Ante este desafío, es alentadora la adopción 
de políticas nacionales en algunos países, como México53 
y Colombia54, que centran su atención en la preservación y 
recuperación del espacio público como instrumento para 
mejorar la calidad de vida.

Si bien, la conservación del espacio público es 
responsabilidad de todos los ciudadanos, la regulación del 
uso de los diferentes espacios, su planeación, recuperación, 
gestión y financiación son competencias que incumben 
principalmente a las autoridades locales. Las características 

Recuadro 3.11  
La recuperación del casco histórico de La Habana y Quito 

El centro histórico de La Habana (Cuba), catalogado como patri-
monio cultural e histórico de la Humanidad y caracterizado por 
una alta densidad de población de bajos ingresos, fue declarado 
en 1993 como zona prioritaria para intervenciones orientadas a 
su conservación, debido a su avanzado estado de deterioro. 

La medida conllevó la adopción de un plan de rehabilitación para 
la restauración de más de 300 edificaciones hasta 2005. Las 
prioridades eran la mejora para uso habitacional, la accesibilidad 
y el equipamiento sanitario, educativo y comunitario. 

Para financiarlo, se usaron recursos provenientes de fuentes tan 
diversas como el Gobierno, el sector hotelero, el inmobiliario, 
donaciones, la cooperación internacional y el aporte de 
trabajadores. 

La restauración incluyó la mejora de instalaciones para usos 
sociales, culturales y la oferta de servicios asociados al turismo. 
El proyecto, que permitió recuperar el patrimonio histórico sin 
perder su carácter residencial, favoreció el desarrollo de nuevas 
actividades económicas y ha inspirado iniciativas similares en 
otras ciudades del país51. 

El centro histórico de Quito (Ecuador), patrimonio de la 
Humanidad desde 1979, es uno de los más grandes de la región, 
con 376 hectáreas. Como en muchas otras ciudades, sufrió un 
vaciamiento de población con capacidad económica a partir de la 

El gobierno de México inició en el 2007 un Programa de Rescate 
de Espacios Públicos, cuyas evaluaciones recientes ponen 
de relieve planteamientos interesantes y aspectos positivos 
relacionados con las cuestiones de la pobreza y la inseguridad, 
y con las dificultades inherentes a su aplicación, en un país de 
grandes dimensiones y en un contexto de profundos problemas 
por el gran avance del crimen organizado. 

Algunas encuestas realizadas en 2006 y 2008 en México 
mostraban que los espacios públicos eran percibidos como 
lugares inseguros, además de estar subutilizados, deteriorados 
y mal mantenidos, que no respondían a las necesidades de la 
población y presentaban una oferta insuficiente de actividades 
recreativas, lo que los transformaban en escenarios propicios 
para conductas delictivas y de riesgo. 

El Programa de rescate está dirigido a zonas marginadas de 
ciudades y zonas metropolitanas de al menos 50.000 habitantes, 
apoyando, por un lado, el mejoramiento físico de los espacios 
(parques, plazas, unidades deportivas, jardines) y un abanico 
de acciones sociales dirigidas a promover la organización 
comunitaria, la participación social y la prevención de la 
inseguridad y de las conductas de riesgo. Así, trata de impulsar 
la participación de los beneficiarios en las distintas etapas de los 
proyectos de rescate. Las unidades de atención no son hogares 
ni viviendas, sino territorios definidos con base en condiciones 

década de 1980 y ha experimentado muchos cambios, tanto en 
uso, como densidad y población. 

El área central alojaba instituciones y comercios, mientras que las 
áreas adyacentes se convirtieron en “inquilinatos”, habitaciones 
mucho más asequibles, pero con serias deficiencias, hacinamiento 
y altos riesgos, como incendios por sobrecarga en el uso de 
las redes eléctricas. Este panorama dio lugar a un proyecto de 
vivienda del centro histórico, de relocalización de vendedores 
ambulantes en centros comerciales y organización del tránsito 
vehicular (1994-2004). 

Con financiamiento local e internacional y el apoyo del sector 
privado, el proyecto se centró en la recuperación de las 
edificaciones desocupadas para crear vivienda social y para la 
venta de vivienda sin subvenciones públicas. Entre los objetivos, 
figuraba lograr una ocupación heterogénea, con presencia de 
diferentes grupos sociales.

 El patrimonio arquitectónico ha sido rehabilitado, se ha mejorado 
la infraestructura básica de agua y saneamiento y, con ello, las 
condiciones de vida de sus habitantes. La iniciativa, replicada 
en Cuenca (Ecuador), tiene el desafío de mantener la diversidad 
socioeconómica y la viabilidad financiera de la zona52.

específicas, como espacios públicos deteriorados, abandonados 
e inseguros. 

La Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL) es la instancia 
ejecutora del programa desde su inicio, así como los gobiernos 
estatales y municipales. Los recursos de los tres niveles de 
gobierno para financiar los proyectos provienen mayoritariamente 
de la federación y de los municipios. Los proyectos apoyados son 
presentados por los municipios, lo cual da lugar, conforme a sus 
necesidades, a registrar un proceso de cancelación o modificación, 
así como de reintegro de subsidios no ejercidos. En ocasiones, 
algunos municipios deciden no participar en el Programa, o no 
continuar con el mismo, al no contar con los recursos financieros 
para aportar al menos el equivalente al 50% del costo total del 
proyecto integral, tal como se estipula en las reglas de operación 
y lineamientos específicos del Programa. 

El número de espacios públicos intervenidos en los 32 estados de 
la República fue de 1620 en el 2010. En cada espacio, alrededor de 
5000 personas se benefician de las obras realizadas (colocación 
de luminarias, instalación de juegos infantiles, rehabilitación o 
habilitación de espacios, construcción de canchas deportivas, 
entre otras) y de las acciones llevadas a cabo (como cursos, 
talleres, actividades deportivas, eventos artístico-culturales, 
campañas de sensibilización, etc.)55.

Fuente: Programa de Buenas Prácticas, Ciudades para un futuro sostenible. 
http://habitat.aq.upm.es/lbbpp.html

Fuente: Martha Schteingart. El Colegio de México, 2012.
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del espacio público y las actuaciones que se realizan en él 
son determinantes en el modelo de ciudad, las condiciones 
de vida de la población y la capacidad de tener ciudades 
más inclusivas.

3.3 Convivencia y seguridad

El espacio público desempeña un papel central en la 
convivencia social. De la misma manera que espacios 
públicos deteriorados, mal planeados o la falta de espacios 
influyen en la aparición de conductas antisociales y 
violentas, su disponibilidad, calidad y libre acceso incitan 
a la integración social y la ruptura de las barreras físicas y 
sociales de la inequidad.

La convivencia en los espacios públicos de América 
Latina y el Caribe está seriamente comprometida por 
la inseguridad. La violencia y la delincuencia se han 
convertido, según las encuestas de opinión, en la principal 
preocupación de los ciudadanos de la región, junto con 
el desempleo, la corrupción y la pobreza56. Los costes 
económicos vinculados a la inseguridad son elevados, de 
lo cual es una muestra el cálculo realizado por el Banco 
Mundial en Centroamérica57, donde representan casi el 
8% de su PIB58. El coste en vidas humanas queda reflejado 
en las estadísticas: tan solo en 2008, en América Latina y 
el Caribe murieron más de 130.000 personas por arma de 
fuego59. 

Preocupante índice de violencia 

En el mundo, los niveles más altos de homicidios aparecen 
asociados a un bajo desarrollo humano y económico, y a 
grandes disparidades de ingreso entre la población60. En 
su conjunto, América Latina y el Caribe es la región que 
presenta la tasa de homicidios más elevada del mundo (más 
de 20 por cada 100.000 habitantes)61, situándose muy 
por encima del promedio mundial (7 por cada 100.000 
habitantes). En El Salvador, Guatemala, Honduras y 
Jamaica, la violencia urbana alcanza grandes proporciones 
y está causando un número de víctimas mortales superior 
al de los conflictos armados clásicos62. 

La violencia no afecta de la misma manera a todas las 
zonas de la ciudad, ni a todas las ciudades. Si se compara 
la exposición a la violencia entre una ciudad y su país, no 
es posible identificar patrones generales. Existen ciudades 
que presentan una alta concentración de homicidios en 
relación a sus países, como ocurre en Caracas, Ciudad 
de Guatemala o Ciudad de Belice, y otras que tienen la 
situación opuesta, aunque con mucha menos diferencia 
entre la tasa nacional y local. 

Un tipo de violencia especialmente preocupante por su 
intensidad, frecuencia y escasa visibilidad, es la violencia de 
género63, que se manifiesta de diferentes formas. Muchos 
actos violentos contra la mujer están relacionados con los 
espacios públicos, pero también se dan en el transporte, 
en el lugar de trabajo y en el hogar64. La falta de seguridad 
en los espacios públicos induce a su abandono por las 
mujeres, provocando a su vez el debilitamiento del tejido 
social y la reclusión femenina en los espacios privados65. 

Entre 2004 y 2009, de los 25 países con mayores tasas 
de feminicidio en el mundo 13 estaban en la región. 
El Salvador se ubicaba en primer lugar, seguido, en 

Gráfico 3.5  
Tasa de homicidios en ciudades seleccionadas y en su país, circa 2009
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Fuente: Elaboración con datos de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC). Consultado en noviembre de 2011.
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orden descendente, por Jamaica, Guatemala, Guyana, 
Honduras, Colombia, Bolivia, Bahamas, Venezuela, 
Belice, Brasil, Ecuador, y República Dominicana66. 
Un caso particularmente conocido por su gravedad es 
el de Ciudad Juárez (México), que ha recibido especial 
atención de organizaciones internacionales y medios de 
comunicación por la duración, frecuencia y brutalidad de 
la violencia, así como por la lentitud en la respuesta de la 
justicia67. 

Agenda pendiente

En la región, el aumento de la criminalidad y la violencia 
ha respondido a elementos materiales e inmateriales, 
entre los cuales el principal es, sin duda, la ausencia de 
soluciones a los problemas de inequidad socioeconómica68. 
La inseguridad urbana también se nutre del deterioro 
y mal diseño de los espacios públicos. Estrategias de 
localización, accesibilidad, iluminación y calidad del 
mobiliario urbano, que respondan a las demandas sociales 
y garanticen la igualdad, son determinantes para la 
apropiación y la convivencia social en el espacio urbano y 
el acceso a otros elementos y servicios. 

La inseguridad obliga a mayores inversiones por parte de 
la sociedad para disminuir el riesgo de victimización, lo 
que supone un sobrecosto adicional al funcionamiento 
de la economía. También repercute fuertemente sobre los 
valores en el mercado inmobiliario.

La violencia tiene un costo social muy alto al disminuir las 
opciones de interacción, generar desconfianza –tanto entre 
personas como hacia las instituciones69– y, finalmente, 
perdida de cohesión, lo que tiende a su vez a alimentar el 
problema. Los habitantes de barrios pobres y segregados 
social y espacialmente sufren altos niveles de violencia 
y coerción, especialmente cuando están expuestos a la 
presencia de grupos del crimen organizado.

Más allá de la violencia objetiva, el temor tiene 
consecuencias importantes sobre el modo de organización 
de la ciudad y el diseño de espacios públicos y privados. La 
inseguridad repercute negativamente en la disponibilidad 
física y temporal de espacios urbanos, en la medida en 
que el ciudadano tiende a evitar áreas consideradas 
peligrosas o frecuentarlas en determinados horarios. 
En casos extremos, puede conducir a una pérdida de la 
noción y práctica de la vida en comunidad, al inducir a los 
individuos a aislarse en casa o en condominios cerrados.

El crimen y la inseguridad parecen hoy superar la 
capacidad de respuesta de varios gobiernos70 de la región, 
representando un elemento desestabilizador para las 
instituciones y hasta la existencia del Estado de derecho. 
El reto para la región es doble: disminuir los índices de 
violencia en general y aumentar los niveles de confianza 
interpersonal71.

Recuadro 3.13  
Río de Janeiro: de la coerción a la confianza

El tráfico de drogas es la fuente de buena parte de la violencia 
organizada de Río de Janeiro, la segunda ciudad más grande 
de Brasil. Los grupos delictivos han actuado bajo el esquema 
de células autónomas que se aprovechan de la geografía de 
exclusión de la ciudad: áreas ocupadas por comunidades 
pobres, muchas de ellas en cerros, con pésimas condiciones de 
acceso y sin oferta adecuada de servicios sociales y de seguridad 
públicos. Son las llamadas favelas, donde niños y jóvenes sin 
oportunidades son cooptados por los narcotraficantes. 

Durante décadas, las “favelas” han estado bajo el control 
de bandas criminales que han usado estas áreas para sus 
actividades económicas ilegales y que gradualmente se han 
apoderado de los territorios hasta proporcionar determinados 
servicios, como la venta de bombonas de gas o la televisión 
por cable, administrar la justicia “penal” y cobrar tasas 
por transacciones inmobiliarias. Estas estructuras se han 
beneficiado de la connivencia y corrupción de grupos de 
policías. Los habitantes de estas comunidades han quedado 
expuestos a un altísimo grado de inseguridad y violencia, 
excluidos de las ventajas que proporciona la ciudad y de los 
servicios del Estado. 

En 2008, el nivel de violencia y criminalidad convirtió esta 
situación en una prioridad en la agenda gubernamental y, en 
diciembre de ese año, el Gobierno del Estado de Río de Janeiro 
comenzó el despliegue de las llamadas Unidades de Policía 
Pacificadora (UPP) para retomar los territorios sin violencia. 

En enero de 2011, la municipalidad de Río de Janeiro dio el 
segundo paso de esta estrategia: la introducción de las UPP 
Sociales72 en las áreas ya pacificadas. Este nuevo programa 
aspira a consolidar la paz y el control de las áreas combinando 
los esfuerzos del sector público, privado y de los propios 
ciudadanos. 

Hasta mayo del 2012, se había logrado la pacificación en 
87 favelas repartidas en la ciudad, beneficiando a cerca de 
300.000 habitantes con libertad de movimientos y acceso 
regular a los servicios. Estas unidades, que cuentan con un alto 
grado de aceptación social, han ayudado a construir una ciudad 
más segura. 

Esta apuesta pública y social busca revertir el legado de 
violencia y exclusión socio-territorial, y consolidar la paz y 
la seguridad en la ciudad promoviendo el desarrollo social, 
fomentando la ciudadanía y la integración plena de estas áreas 
en el resto de la ciudad. 

Para ello, es necesaria la acción decidida del Estado 
en contra de las estructuras criminales. Al mismo 
tiempo, la cohesión social es la principal herramienta 
de protección social y pública futura contra grupos 
criminales organizados. Para mantener la cohesión, son 
imprescindibles acciones propositivas por parte del Estado 
y la sociedad orientadas a proteger a las comunidades y 
favorecer la creación de oportunidades y capacidades, no 
solo para la recuperación y control de las áreas afectadas, 
sino también para superar las barreras de la exclusión 
social.
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Notas

1. 
2. Ibídem. 
3. 

publicado información correspondiente a la primera década del 
siglo XXI, como Brasil y México, cada uno utiliza criterios propios 
para sus mediciones que luego son estandarizados por organismos 
internacionales como CEPAL.

4. 
5. 
6. 
7. 
8. Aun cuando a nivel académico y para políticas públicas se suele 

hacer esta diferenciación, muy pocos países en la región miden 

déficit cuantitativo.
9. 

http://www.un.org/spanish/millenniumgoals/pdf/MDG_

11. Global Indicators Database. Procesamientos especiales de 
encuestas de hogares utilizando los 4 componentes de tugurio 
(carencia de agua mejorada, saneamiento mejorado, vivienda 
durable y área habitable suficiente).

12. 
13. En Chile, se aplica una medición del déficit habitacional que 

incorpora el potencial de recuperación de las viviendas (aceptable, 

14. La provisión de servicios de agua y saneamiento se analizan en 
profundidad, junto con otros aspectos del hábitat urbano, en el 
capítulo 4.

15. 
16.  Estos datos no incluyen los resultados que parecen haber sido 

obtenidos en los últimos periodos de gobierno.
17. Indicador que combina cuatro aspectos de la habitabilidad: acceso 

a servicios de electricidad, agua entubada, saneamiento conectado 
a un sistema de excretas y tenencia en propiedad o arrendamiento. 
La fuente de datos para este índice es el censo de cada país. 

18. En algunos países, las cifras oficiales pueden presentar variaciones 
entre la medición realizada por las encuestas de hogares y los 
resultados que arrojan los censos. Un ejemplo es Perú, donde el 

inquilinos, lo que sugeriría importantes diferencias en la medición y 
en la aproximación conceptual a la condición de tenencia, así como 
a los servicios y mercados habitacionales. 

19. 

21. 
experiencias son los casos de Perú (1961) con la ley de 
regularización y México (1974) con el programa CORETT. 

22. 
23. 
24. 
25. 

26. www.seguridadenbarrios.cl 
27. 
28. 
29. 

Estas cifras han sido tomadas directamente de la Secretaria Distrital 
de Hacienda de Bogotá, Dirección Distrital de Tesorería, de la 
ejecución del presupuesto de rentas e ingresos a diciembre de cada 

31. 
32. 
33. El capítulo 5 analiza la situación e importancia de las áreas verdes 

en las ciudades de la región.
34. 

áreas verdes en ciudades seleccionadas de la región, que ofrece 

hab en ciudades como Chiclayo, San José de Costa Rica, Santiago y 

35. Se puede ver información adicional en el sitio web http://www.
inegi.org.mx 

36. Para más información, véase http://www.bogota.gov.co/portel/
 

http://www.bogotacomovamos.org
37. http://www.jaliscocomovamos.org
38. http://www.limacomovamos.org/
39. http://lapazcomovamos.org/

41. 
42. En inglés se dice que han logrado un “sense of place”, o 

sentimiento de pertenencia, un concepto relacionado con las 
teorías de Christian Norbert Schultz sobre el “Genius loci”.

43. El capítulo cuarto ofrece información detallada sobre la movilidad 
en las ciudades.

44. www.lapetus.uchile.cl/lapetus/archivos/1239291239Carta_
mundial_derecho_ciudad.pdf 

45.  www.asambleanacional.gov.ec/documentos/constitucion_de_
bolsillo.pdf

46. 
47. Programa “Favela Barrio”. Disponible en: www.fau.ufrj.br/prourb/

48. Información basada en datos de la Alcaldía de Río de 
Janeiro. Disponible en http://www.rio.rj.gov.br/web/smh/
exibeconteudo?article-id=1451251

49. 
Con base a información publicada en el sitio sobre Buenas Prácticas 

51. Con base en la información ofrecida en: http://habitat.aq.upm.es/

52. Con base en la experiencia documentada en http://habitat.

Habitat y UNESCO, disponible en: http://unesdoc.unesco.org/

53. Política de rescate de Espacios Públicos. Secretaría de Desarrollo 

Nacional de Desarrollo http://pnd.calderon.presidencia.gob.mx/
index.php?page=documentos-pdf

54. Ver la “Política Nacional de Espacio Públicos” adoptada por la 
República de Colombia, documento 3718 del Consejo Nacional de 

55. El sitio web http://www.sedesol.gob.mx/es/SEDESOL/Programa_
Rescate_de_Espacios_Publicos ofrece una evaluación del programa. 

56. 
latinobarometro.jsp

57. 
58. 
59. 

como referencia, por ser el último año para el que se dispone de 

61. La tasa promedio para todos los países del continente americano 

y Canadá, la tasa es mayor al promedio continental en las tres 
subregiones: Centroamérica, Suramérica y el Caribe. UNODC 

62. 
63. 
64. La violencia doméstica afecta a todas las sociedades y se traduce 

65. 
66. 
67. 
68. 
69. 

71. 
72. www.uppsocial.com.br
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Lima, Perú.  
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CAPÍTULO 4

 Servicios básicos urbanos

En pocas palabras

1. América Latina y el Caribe ya ha alcanzado los Objetivos del Milenio en materia de 
abastecimiento de agua. Actualmente, el 92% de la población urbana dispone de  
agua por tubería y la cifra se eleva al 98% si se incluyen otras fuentes mejoradas 
de agua. Sin embargo existen carencias importantes en la calidad del servicio. Se 
estima que el 40% del agua tratada se pierde por un mal funcionamiento de la 
infraestructura, fugas y usos inadecuados, mientras que las políticas tarifarias no 
siempre cubren los costes de operación y raramente benefician a los más pobres. 

2.  Los avances en los servicios de saneamiento han sido menos espectaculares En las 
ciudades, 74 millones de personas (16%) todavía carecen de saneamiento adecuado. 
En general, la situación es un poco mejor en las grandes ciudades que en las pequeñas, 
pero en todos los casos menos del 20% de las aguas residuales son tratadas antes de 
su vertido, con el consiguiente peligro sanitario y ambiental.

3. Cada habitante urbano de la región genera casi un kilogramo diario de residuos 
sólidos, una cantidad que ha ido en aumento. Si bien las ciudades han mejorado los 
servicios de recolección y disposición de basuras, extender el servicio a los barrios 
precarios sigue siendo un desafío. Fuera del sector informal, las actividades de 
reciclaje, reutilización y aprovechamiento son incipientes y se está muy lejos de  
utilizar todo el potencial que ofrecen.

4. Las ciudades de la región se destacan por la importante participación del transporte 
público (43%), la caminata y la bicicleta (28%) en los desplazamientos, así como 
por el desarrollo de sistemas de transporte colectivo integrados (BRT). Sin embargo, 
debido a la proliferación reciente de los vehículos individuales (su número se ha más 
que duplicado en 10 años) y la expansión de la mancha urbana, muchas ciudades 
sufren altos niveles de congestión, e incluso paralización, con importantes costos 
económicos, sociales y ambientales. 

Claves para el cambio

5. La gestión de los servicios básicos urbanos se ha vuelto más compleja con las 
tendencias a la dispersión urbana y la conurbación. Se requieren enfoques integrales 
que vayan más allá de los límites administrativos tradicionales, que promuevan la 
ciudad compacta y tengan una mejor articulación con la planificación urbana y la 
gestión del suelo. 

6. Garantizar el derecho al agua y al saneamiento no se limita a ofrecer infraestructuras. 
Los países han avanzado en la descentralización, regulación y control de ambos 
servicios, pero subsisten desafíos importantes en términos de eficiencia, disponi-
bilidad, calidad, asequibilidad y continuidad. Superarlos requiere la revisión y el 
perfeccionamiento de los modelos de gobernanza, gestión y financiación. 

7. El uso del automóvil particular determina el modelo de crecimiento urbano en la 
región, a pesar de su carácter insostenible. Existe la alternativa de consolidar el actual 
predominio de los desplazamientos activos y del transporte colectivo, abordando las 
políticas de incentivos y desincentivos de forma más integral, desde una perspectiva 
socioespacial y fomentando, donde sea necesario, soluciones conjuntas para varios 
municipios.

8. La definición de políticas de gestión de los servicios básicos urbanos requiere un 
monitoreo técnico relativamente avanzado. En la región, no existe un registro exacto 
de la calidad del agua, de las redes de alcantarillado, del tratamiento de las aguas 
servidas ni de los residuos sólidos. Tampoco se logra evaluar con precisión la oferta y 
demanda de movilidad. En general, los datos provienen de los propios proveedores, 
por lo que resulta fundamental definir indicadores precisos, completos y comparables 
que permitan adoptar las estrategias más adaptadas a cada escenario.
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El acceso al agua potable y al saneamiento fue proclamado, 
en 2010, por las Naciones Unidas como un derecho 
humano esencial para garantizar el pleno disfrute de la vida 
y de todos los derechos humanos, entre ellos, el de vivir en 
condiciones dignas y adecuadas1. Es una aspiración que va 
más allá de la consecución de la meta 7C establecida en 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM): reducir 
a la mitad, para el año 2015, la proporción de personas sin 
acceso sostenible a agua potable y a servicios básicos de 
saneamiento.

En los últimos años, los países de América Latina y el 
Caribe han desarrollado esfuerzos significativos para 
avanzar hacia la universalización de ambos servicios. 
También se han dado pasos importantes para mejorar la 
gestión de residuos sólidos urbanos y facilitar la movilidad 
de la población, pero persisten graves deficiencias en la 
calidad, eficiencia y continuidad de los servicios, así como 
en las condiciones de acceso que afectan particularmente 
a la población más pobre. 

4.1 Agua y Saneamiento 

En todo el mundo, la demanda creciente de agua, 
especialmente para uso agrícola, unida a la contaminación 
y la destrucción de cuencas y áreas de recarga ejercen 
una presión sobre los recursos hídricos que afectan 
el suministro, el desarrollo socioeconómico y la 
sostenibilidad de los asentamientos humanos. 

América Latina y el Caribe es una región rica en fuentes 
renovables de agua dulce. Sin embargo, algunas áreas, 
especialmente zonas áridas y semiáridas de México, 
Centroamérica y de los países andinos, sufren una escasez 
natural o estacional que se ve acentuada por los efectos 
del cambio climático, como las sequías prolongadas y las 
bajas precipitaciones de lluvia2.

En el Caribe, a los problemas mencionados, se suman 
la fuerte dependencia del agua de lluvia y los desafíos 
derivados del turismo, un sector que representa en 
promedio el 40% del Producto Interno Bruto de los 
países, pero también conlleva un consumo de agua entre 
5 y 10 veces más alto que el consumo doméstico y una 
mayor generación de residuos3.

En toda la región, la falta de acceso a agua potable y 
saneamiento está asociada, sobre todo, a problemas 
de infraestructura, eficiencia y gestión del servicio, así 
como a la desigualdad en el suministro. Las deficiencias 
existentes y la insuficiente atención que recibe el sector 
en las agendas públicas hacen que grandes cantidades de 
residuos líquidos sean vertidos sin tratamiento en cuerpos 
de agua y en el suelo, con la consiguiente contaminación 
de las fuentes, un grave daño medioambiental y un alto 
coste social. 

La brecha existente en cobertura de agua y saneamiento está 
relacionada con la urbanización acelerada de las últimas 
décadas, la situación socioeconómica de la población, la 
falta de oferta de vivienda formal para familias pobres y de 
políticas adecuadas para lograr el financiamiento urbano4. 

Según los datos recabados por el Programa Conjunto de 
Monitoreo del Abastecimiento de Agua y Saneamiento 
(JMP, por sus siglas en inglés)5, la provisión de agua, 
medida básicamente en función de la infraestructura 
que lleva el recurso a los usuarios, cubría al 98% de 
la población urbana de América Latina y el Caribe 
y el saneamiento adecuado, calculado por oposición 
a sanitarios compartidos y una carencia completa de 
instalaciones, llegaba al 84%6.

CAPÍTULO 4

Servicios básicos urbanos

Puerto Príncipe, Haiti. Existe una brecha en cobertura de agua y saneamiento.  
© Mariana Nissen



Servicios básicos urbanos 81

Gráfico 4.1  
América Latina y el Caribe. Evolución de la población 
urbana con acceso a agua y saneamiento, 1990-2008

95 95 96 97
98

80 82
83 84 84

50

60

70

80

90

100

1990 1995 2000 2005 2010

Acceso a fuentes mejoradas de agua

Acceso a instalaciones mejoradas de  saneamiento

%
 d

e 
 p

ob
la

ci
ón

Fuente: Elaborado con datos de OMS/UNICEF Joint Monitoring 
Programme (JMP) for water supply and sanitation. Consultados  
en abril de 2012.

Gráfico 4.2  
América Latina y el Caribe. Evolución en el acceso a 
fuentes de agua en áreas urbanas, 1990-2010
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Fuente: Elaboración con datos de OMS/UNICEF Joint Monitoring 
Programme (JMP) for water supply and sanitation. Consultados  
en abril de 2012.

Según ese balance, las zonas urbanas de América Latina 
y el Caribe ya han alcanzado la meta implícita en los 
ODM en materia de abastecimiento de agua (97,5%) y 
están muy cerca de la universalización. Sin embargo, si 
no hay cambios en el ritmo de avance, la cobertura en 
saneamiento en áreas urbanas será inferior a la establecida 
en los ODM (91%) para el año 2015 y estará lejos de 
llegar a toda la población7. 

Pese a lo anterior, en 2010, más de 10 millones de 
habitantes urbanos de América Latina y el Caribe todavía 
estaban privados de acceso a fuentes mejoradas de agua y 
74 millones no contaban con instalaciones mejoradas de 
saneamiento. La situación presenta matices importantes. 
La estimación del rezago en saneamiento sería mayor si se 
incluyeran otros criterios importantes, entre ellos, si estas 
instalaciones tienen conexión a una red o si los residuos 
son tratados antes de volver a la naturaleza. En el caso del 
agua, la cifra aumentaría significativamente si se midieran 
la calidad del agua, la asequibilidad para los usuarios o la 
continuidad del servicio.

Al margen de estos datos, solo existen informaciones 
aisladas sobre las condiciones en que son prestados estos 
servicios y quienes las proporcionan son los operadores, 
sean estos públicos o privados. Se estima que del total de 
cobertura de agua, aproximadamente el 25% la obtiene 
por medios precarios y, en ocasiones, informales o 
clandestinos, mientras que en saneamiento, un 35% de la 
cobertura corresponde a servicios con esas características8.

El tipo y calidad de los datos están directamente 
relacionados con la existencia de entes reguladores, de un 
marco jurídico para la regulación y de las exigencias que 
éste contempla9. Por lo general, son todavía demasiado 
incompletos e inexactos, y excluyen los servicios 
prestados por pequeños operadores, cooperativas y grupos 
asociativos y vecinales. 

Cobertura y acceso al servicio de agua

De acuerdo con el JMP, el acceso a fuentes mejoradas 
de agua implica que el recurso llegue al hogar mediante 
una conexión domiciliaria (en la vivienda, el patio o el 
solar) o por otras fuentes, incluidas grifos públicos, pozos 
entubados o de sondeo, pozos excavados y manantiales 
protegidos, y la recolección de agua de lluvia. Esta 
definición es útil para establecer si se tiene acceso a agua 
en un sentido básico, pero omite las condiciones de ese 
acceso. 

En la región, el principal logro de los últimos veinte años 
ha sido la reducción del número de personas que consumen 
agua de superficie y se abastecen de fuentes no mejoradas 
de agua en un 4% (aproximadamente siete millones de 
personas), así como el incremento del porcentaje que la 
reciben por tubería. 

El panorama al interior de la región no es homogéneo.
La cobertura de agua de fuentes mejoradas es universal 
en las áreas urbanas de Barbados y Costa Rica, así 
como en algunos territorios de ultramar, y casi total en 
Chile y Uruguay. El mayor atraso lo registran Haití, 
cuya situación es excepcional en la región, y República 
Dominicana, donde la cobertura disminuyó del 98% al 
87% entre 1990 y 2010, un período con un importante 
crecimiento demográfico. Otros casos de retroceso son 
Panamá y Suriname, aunque en ambos países la cobertura 
es mayor (97% recibe el servicio). 

Los datos son menos alentadores si se observa la cobertura 
de agua entubada. Al menos once países de la región se 
encuentran aún por debajo del 90%: Belice, Cuba, El 
Salvador, Guyana, Nicaragua, Paraguay, Perú, República 
Dominicana, Santa Lucía, Suriname, y Trinidad y 
Tobago.
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Algunos países todavía necesitan mejorar para lograr 
la universalización del servicio, pero han dado pasos 
importantes en los últimos veinte años para proporcionar 
agua por cañería a la población, entre ellos, las Islas 
Caimán, donde el acceso aumentó en 58 puntos 
porcentuales; Bolivia, con un incremento de 17 puntos; 
Ecuador, Guatemala y Paraguay, con mejoras en torno a 
27 puntos porcentuales en cada uno10.

En el caso de Haití11, el 85% de la población urbana 
contaba con algún tipo de acceso a agua, pero solo el 15% 
la recibía por tubería, 70% la obtenía de otras fuentes y 
un 15% de la población simplemente carecía de acceso a 
fuentes mejoradas. 

El acceso a fuentes mejoradas de agua en zonas urbanas 
es especialmente importante porque casi el 80% de 
la población de América Latina y el Caribe vive en 
ciudades12. Si bien la velocidad de la transición urbana 
significó mayor presión sobre la provisión del servicio, en 
la actualidad no se perciben diferencias significativas entre 
países vinculadas a su grado de urbanización. 

No existen datos estadísticos recientes a escala regional 
que permitan ver eventuales diferencias de cobertura 
según el tamaño de ciudad. Las últimas informaciones 

Gráfico 4.3  
América Latina y el Caribe. Grado de urbanización y proporción de población urbana con agua entubada, 2010a
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Fuente: Elaborado con datos de UNDESA (2010) y del JMP (http://www.wssinfo.org) Consultados en septiembre de 2011 y abril de 2012. 

disponibles para un análisis de ese tipo corresponden a 
los censos de la ronda del año 2000 y, aunque algunos 
tienen fechas posteriores, no son comparables con la 
medición del JMP. No obstante, la lectura de los datos de 
los censos considerando el tamaño relativo de las ciudades 
(siguiendo la metodología expuesta en el capítulo uno)13 
arroja hallazgos interesantes, que permitirán identificar 
tendencias cuando se procesen los datos de los censos de 
2010 para uso comparativo. 

Los promedios regionales indican que el tamaño de la 
ciudad tiene escasa incidencia en el acceso a los servicios. 
Las urbes más grandes eran las que presentaban mayor 
acceso a fuentes mejoradas de agua (90%) seguidas de 
las pequeñas (88%). Las aglomeraciones intermedias 
aparecían como las peor dotadas (85%), posiblemente 
porque su mayor tasa de crecimiento demográfico en 
las décadas anteriores al censo14 conllevó un rezago más 
significativo. En esos promedios influye la abundancia 
de ciudades en México y Brasil. En el análisis individual, 
destacaba el retraso de las ciudades pequeñas de Ecuador, 
El Salvador, Nicaragua, Paraguay y República Dominicana 
respecto a las ciudades mayores, lo que se explicaría por su 
menor capacidad financiera, técnica e institucional.
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Cobertura y acceso al servicio de 
saneamiento 

El saneamiento constituye un pilar fundamental de las 
políticas de salud pública y de la mejora de la calidad de 
vida. La ausencia de instalaciones básicas de saneamiento 
crea las condiciones propicias para la propagación 
de enfermedades diarreicas e infecciosas, entre cuyas 
consecuencias están la alta morbilidad y mortalidad. Pese 
a la importancia de la disposición “nal de los residuos 
líquidos, las mediciones generales sobre saneamiento se 
focalizan en la infraestructura privada por oposición a la 
carencia completa de instalaciones sanitarias y al acceso 
a servicios compartidos con un número excesivo de 
personas.

De acuerdo con el JMP, las áreas urbanas de América Latina 
y el Caribe han presentado en promedio una evolución 
positiva en los últimos 20 años (la cobertura ha pasado del 
80 al 84%). En ese período se ha reducido en seis puntos 
porcentuales la cantidad de población privada de todo 
tipo de instalaciones sanitarias, aunque no en todos los 
casos se ha debido a un acceso a saneamiento mejorado, 
sino a un mayor uso de instalaciones compartidas y sino 
tecnologías mejoradas. 

En términos absolutos, el número de personas que carecen 
de saneamiento mejorado en áreas urbanas ha aumentado 
de los 68 millones de 1990 a 74 millones en 2010 pese a 
la mayor cobertura en términos relativos. Los casos más 
visibles de rezago son Haití, Bolivia y Nicaragua, países 
donde solo dispone de sistemas mejorados de saneamiento 
el 24%, el 35% y el 63% de la población urbana, 
respectivamente15.

Los contrastes se dan igualmente entre ciudades y al 
interior de estas, y se acentúan en las zonas pobres y 
marginales, una situación re”ejada por las encuestas 

Grá“co 4.4  
América Latina y el Caribe. Evolución en el acceso a 
servicios mejorados de saneamiento en áreas urbanas, 
1990-2010
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Fuente: Elaborado con datos del JMP. Consultado en abril de 2012.

de hogares realizadas en 2004, según las cuales, ocho 
de cada diez latinoamericanos y caribeños privados de 
saneamiento adecuado se situaban en los dos quintiles de 
población con ingresos más bajos16.

Los censos nacionales proporcionan una perspectiva 
complementaria al restringir los criterios a la disponibilidad 
de un inodoro con descarga y desagüe a una red pública 
o a una cámara séptica, y por ofrecer información para 
ciudades especí“cas, aunque, como se ha expuesto en el 
caso del agua, no son comparables con los del JMP por 
tener criterios diferentes y por la separación temporal 
entre ambos.

El análisis realizado para 16 países de la región17 mostró 
diferencias signi“cativas, que permiten identi“car 
necesidades de políticas diferenciadas según el tamaño 
de las ciudades. En promedio, el 66% de la población de 
ciudades pequeñas tenía acceso a servicios de saneamiento 
mejorados; en ciudades intermedias, la cifra subía al 69% 
y en ciudades grandes al 76%18, según datos censales.

Varios casos destacan dentro de ese esquema general. Uno 
es el de Brasil, por ser las ciudades intermedias las que 
presentan una situación menos favorable; otro, Panamá, 
donde el mayor retraso se da en la mayor ciudad, mientras 
que en Argentina las menores tienen un muy ligero avance 
sobre el resto. 

Además, en Nicaragua, Paraguay y República Dominicana 
las diferencias de acceso en función del tamaño son 
notables19, llegando, en el caso de los dos primeros países, 
a ofrecer en sus ciudades grandes el doble de acceso que en 
las más pequeñas. 

Lo anterior pone de relieve la necesidad de implementar 
acciones para cerrar la brecha regional de universalización, 
que es superior a la del agua, y dar un apoyo directo a 
los municipios pequeños, pues, en general, son los más 
rezagados, posiblemente por su menor capacidad “nanciera 
y tecnológica y por su reducida escala poblacional.

San Lorenzo, Ecuador. Los contrastes en la cobertura y acceso se dan tanto 
entre ciudades como al interior deestas. © ONU-Habitat
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Gráfico 4.5  
América Latina y el Caribe. Grado de urbanización y proporción de población urbana con saneamiento mejorado, 
2010a
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Fuente: Elaborado con datos de UNDESA (2010) y del JMP (http://www.wssinfo.org) Consultados en septiembre de 2011 y abril de 2012. 

Gráfico 4.6  
Acceso a saneamiento por tamaño de ciudad en países seleccionadosa

a Para más información sobre el tamaño relativo de las ciudades, véase anexo 3. 

Fuente: Elaborado con base de datos DEPUALC. Consultado en julio de 2011 (últimos censos disponibles).
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Mapa 4.1  
América Latina y el Caribe. Hogares con acceso a saneamiento en municipios urbanosa

a

urbana). La condición de los hogares en acceso a saneamiento se desglosa para el segundo grupo. Para fecha de los censos en cada país, véase 
anexo 4. 

Fuente: Elaborado con datos de CELADE y los últimos censos nacionales disponibles para cada país (ronda de 2000).

Kilómetros
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Condiciones de acceso a los servicios 
de agua y saneamiento

Un diagnóstico completo de la situación de los servicios 
de agua y saneamiento necesita considerar, además de 
la infraestructura, otros elementos que actúan como 
barreras para el acceso. Esto es especialmente importante 
en una región marcada por la inequidad en los ingresos, 
la segregación social en el espacio y grandes diferencias 
en la capacidad institucional y económica entre ciudades 
y países. 

Conocer las condiciones del servicio de agua depende 
de la información que recaban y suministran los propios 
operadores. No existe un registro exacto sobre su calidad, 
y la oferta abarca desde agua realmente potable (o apta 
para el consumo humano) hasta agua contaminada, 
con residuos minerales tóxicos o entubada, pero sin el 
tratamiento previo que posibilita alcanzar estándares 
mínimos de calidad. 

En saneamiento, el indicador del JMP20 se centra en las 
condiciones higiénicas de la instalación para los usuarios, 
relegando a un segundo plano el destino de los residuos, un 
aspecto central para la sostenibilidad de los asentamientos 
humanos y la salud pública. 

No existen datos exactos sobre cobertura de redes de 
recolección de las aguas servidas. En cuanto al tratamiento, 
las pocas informaciones disponibles muestran cifras 
que oscilan, dependiendo de la fuente de información, 
entre el 15% y el 28%21 del total de aguas residuales 
domésticas procedentes de viviendas conectadas a redes 
de alcantarillado. Para algunos operadores de Argentina, 
Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Honduras, 

México, Panamá, Perú y Uruguay, la cifra podría subir 
a cerca del 40% con variaciones amplias entre ciudades: 
desde el 100% en Mar del Plata (Argentina) y Guanajuato 
(México), a cifras cercanas al 10% en Barranquilla 
(Colombia) y Santa Fe (Argentina)22.

La escasez de tratamiento es particularmente crítica en 
el Caribe. Estimaciones de organismos internacionales 
indican que el 85% de las aguas residuales vertidas al mar 
no han sido tratadas y solo el 17% de los hogares tienen 
alguna conexión a un sistema de recogida y tratamiento de 
aguas negras23. Entre los pequeños Estados insulares del 
Caribe, menos del 2% de los residuos del alcantarillado es 
sometido a tratamiento. 

Se están dando iniciativas en la región para mejorar los 
niveles de tratamiento, como las emprendidas en São Paulo 
para limpiar el río Tieté o los ríos Matanzas-Riachuelo y 
Reconquista en Buenos Aires. En Santiago de Chile, se 
ha construido un colector subterráneo de 28,5 kilómetros 
para interceptar la descarga de aguas servidas, que antes 
eran vertidas al río Mapocho, y llevarlas a las plantas de 
tratamiento. Normalmente, son obras de carácter aislado, 
que carecen del enfoque global que requiere una gestión 
de las aguas residuales24. 

Tarifas de agua y alcantarillado

En muchas ciudades coexisten áreas que concentran 
soportes urbanos, inversiones públicas, capacidad 
económica y población de alta renta, con una situación 
privilegiada en provisión y continuidad del servicio de 
agua, y áreas pobres, alejadas y precarias, objeto de cortes 
e interrupciones. Esta brecha en la oferta del servicio 
se mantiene, en buena parte, por la segregación social 
en el espacio y la discriminación en la inversión para la 
extensión y manutención de redes. 

Desde el lado del usuario, el consumo de agua en la región 
muestra dos escenarios extremos: mientras en algunas 
ciudades se llegaría a niveles de derroche –asociado 
generalmente a tarifas homogéneas y problemas de 
medición–, en otras habría consumos exiguos –explicados 
por problemas en la continuidad del servicio, ya sea por 
escasez real del recurso, dificultades operacionales o 
condiciones económicas.

La capacidad del hogar para pagar los costos de conexión y 
suministro de agua sin que comprometa otras necesidades 
básicas de la familia es, frecuentemente, el talón de Aquiles 
del servicio. Según datos obtenidos en las encuestas de 
hogares, de cada diez personas sin acceso a agua potable 
en la región, siete pertenecían a los dos quintiles más bajos 
de ingresos25. Estos son obstáculos que se pueden vencer 
con mecanismos de precios progresivos, de manera que 
quienes consumen más, o incluso desperdician, paguen 
más, contribuyendo así a financiar el agua para los sectores 
con menos recursos.

Curitiba, Brasil. Esta ciudad cuenta con un programa de mejoramiento en la red 
de alcantarillado. © Sergio Amaral
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Recuadro 4.1  
Costos de conexión: una barrera al acceso para los pobres

En Bolivia, el costo de la conexión domiciliaria del servicio de 
agua entubada puede ser el principal obstáculo para el acceso 
al agua. Los precios para tres ciudades muestran el peso que 
representa para un hogar pobre el simple acceso al servicio.

El precio del servicio suele estar directamente asociado a 
los costos del proceso de suministro y varía mucho según 
el país y ciudad de residencia. En 2005, el consumo típico 
de 20 metros cúbicos de agua en Latinoamérica costaba en 
promedio 11 dólares, pero el precio podía variar entre 5 y 
15 dólares. Bogotá aparecía como la ciudad más cara, con 
precios que quintuplicaban los de Arequipa o La Paz26.

De acuerdo con el Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD), para garantizar el derecho al agua, 

Al compararlo con el precio típico de una factura mensual 
resulta más que alarmante la importancia de esta barrera, que 
podría llevar a una segregación socioespacial en el acceso y la 
falta de extensión de redes en áreas pobres, con la consecuente 
vulneración del derecho por no ser asequible.

Operador / Ciudad SEMAPA (Cochabamba) EPSAS (La Paz y El Alto) SAGUAPAC (Santa Cruz)

BS USD BS USD BS USD

Conexión agua Potablea 1.689,50 246,29 1.018,08 148,41 800 116,62

Factura Resid. típica (20m3 mensuales)b  6,55  4,5  12

a Página web SEMAPA, Página web EPSAS y atención al cliente SAGUAPAC. El costo de conexión es calculado sin reposición de 
pavimento en los tres casos.

b

Gestión de la Base de Datos del Banco Mundial.

Gráfico 4.7  
Factura residencial típica de agua en ciudades seleccionadas, 2005 (US$/20m3/mensual)a
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a Las tasas de cambio se han calculado en base a la Información Estadística de Análisis y Gestión de la Base de Datos del Banco Mundial.

Fuente: Aderasa (2005).

el coste de las instalaciones y el servicio no debería exceder 
el 3% de los ingresos del hogar27. En 2005, el pago por 
agua representaba para un hogar pobre bogotano (los 
dos primeros quintiles de población) cerca del 14% de su 
ingreso si no tenía acceso a tarifa social y superar el 8% 
para quien la tenía. Dentro del contexto regional, este caso 
resalta por sus contradicciones, pues ofrece una cobertura 
prácticamente universal con altos estándares de calidad 
de agua potable, pero a precios proporcionalmente muy 
elevados para la población más pobre28. 


